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I. Presentación 
 
El Acuerdo de Paz alcanzado entre el Gobierno de Colombia y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia 
– Ejército del Pueblo (FARC-EP) el pasado 24 de noviembre de 2016 y el inicio de los diálogos formales con el 
Ejército de Liberación Nacional (ELN) en febrero de 2017, abren perspectivas de construcción de paz en Colombia 
como nunca antes en la historia. Pese a los altibajos que todo proceso de paz habitualmente tiene, y en este caso 
también los ha habido y los habrá, la posibilidad de construir una paz estable y duradera en el país son ahora más 
reales. Desde nuestro Instituto hemos seguido desde hace años la evolución de la situación humanitaria y de 
negociación de la paz en Colombia y colaborado con muchas organizaciones que han trabajado para construir la 
paz incluso en medio del conflicto. Por ello, hemos saludado con alegría los cambios que en el país se están 
produciendo y puedan producirse. Y seguimos trabajando para que la paz se consolide. 
 
Dentro de los fines de nuestro Instituto está el de contribuir al conocimiento de las realidades conflictivas que se 
viven en nuestro mundo y de los esfuerzos a favor del fin de las violencias y las iniciativas de paz. En esa línea, 
cuando Enric Gonyalons nos propuso publicar el trabajo que había realizado sobre la historia de procesos de paz 
en Colombia, incluyendo el último con las FARC-EP, nos pareció plenamente pertinente y nos pusimos a la tarea.  
 
Queremos en esta breve presentación agradecer a Enric su ofrecimiento y esperamos que esta colaboración 
continúe en el futuro. Las opiniones y valoraciones sobre muchos de los temas que contiene la publicación son 
las del autor y no son, necesariamente, compartidas en su totalidad por nosotros. Creemos, en cualquier caso, 
que son justificadas adecuadamente y con el rigor necesario para su publicación. 
 
Esperamos que el trabajo que ahora publicamos sirva para entender mejor la historia de los intentos a favor de la 
paz en la historia colombiana y los retos a los que se enfrenta el país en el futuro. 
 
 
 
Francisco Rey Marcos y Jesús Núñez Villaverde 
Codirectores del IECAH 
Madrid, marzo de 2017 
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II. Algunas claves interpretativas para 
analizar los procesos de paz 
 
En este apartado se examina en términos generales la estructura base y las características que presenta un 
proceso de paz, etapa por etapa, así como los condicionantes que lo favorecen y lo obstaculizan, ilustrado con 
algunos ejemplos del caso colombiano. En consecuencia, a partir de este enfoque más analítico y teórico, se 
facilitará la compresión a nivel práctico y con perspectiva histórica del largo camino hacia la paz en Colombia, 
tema central de este libro. 
 
En primer lugar, cabe definir el significado del concepto “proceso de paz”. Aunque a veces se diferencia entre la 
fase de negociación y el inicio del proceso de paz, en sentido extenso, éste engloba desde los contactos iniciales 
previos a la negociación formal hasta la implementación efectiva del acuerdo de paz, asimismo se considera el 
único medio efectivo para superar las discrepancias entre adversarios, y conducir a la reconciliación de las 
partes enfrentadas y de las sociedades divididas. En cuanto a su estructura, según Vicenç Fisas1, se compone de 
la siguiente secuencia: prenegociación, negociación, acuerdo e implementación. Seguidamente se expondrán 
los aspectos más relevantes en cada una de estas etapas, teniendo en cuenta que cada proceso puede fracasar 
en una o en otra, lo cual obligaría a las partes a volver a empezar desde el principio. 
 
Todo proceso de paz empieza con una prenegociación o fase exploratoria, que se puede llegar a extender 
mucho en el tiempo y que habitualmente se da en medio de hostilidades. Esta aproximación inicial se suele 
producir cuando una de las partes tiene interés en buscar un acercamiento y con ese fin intenta implicar a la 
otra. Es muy frecuente que en esta etapa participen mediadores y que se gestione a través de conversaciones 
discretas o secretas; en consecuencia, en algunas ocasiones solo sabremos que se ha producido cuando 
oficialmente se hace pública la negociación, aunque a menudo se producen filtraciones y se destapa la 
existencia de contactos exploratorios previos al inicio del diálogo oficial. Es en este primer momento cuando se 
suele intentar incluir a todos los grupos armados involucrados en el conflicto, pues su exclusión puede tener 
consecuencias negativas en el propio proceso, por ejemplo, debido a las acciones de los llamados spoilers,2 
papel que en Colombia han jugado los paramilitares y en algunas ocasiones las propias Fuerzas Armadas. Una 
vez implicados, los contendientes estarán en disposición de identificar las divergencias existentes y de 
actualizar sus demandas a la realidad presente. Así mismo, como elemento de distensión para crear una 
atmósfera propicia de cara a la apertura de conversaciones de paz, es frecuente que alguno de los actores, o 
todos ellos, implementen medidas de confianza como la liberación de algún prisionero por parte del Gobierno, 
o de algún retenido por parte de los grupos armados de oposición. En el caso de Colombia, hay varios ejemplos 
de aplicación de medidas de confianza previas al diálogo oficial, como fue, durante el Gobierno de Belisario 
Betancur, la aplicación de una amnistía que supuso la excarcelación de centenares de presos y el cese el fuego 
bilateral con las guerrillas con las que se estaba negociando, o durante la presidencia de Andrés Pastrana, la 
creación de una zona desmilitarizada controlada por las FARC-EP. Igualmente, durante el Gobierno de Juan 
Manuel Santos, la aprobación de una serie de leyes previas al inicio del proceso de paz que sirvieron para 
facilitar el desarrollo del mismo. 
 
A medida que se avanza, lo que inicialmente era un sondeo mutuo entre fuerzas contrapuestas, se convertirá 
en un medio para establecer un marco de actuación. Así pues, es en este momento cuando se intentará llegar a 
un consenso sobre el origen del conflicto y sobre las condiciones mínimas, principalmente de nivel operativo y 
procedimental, que otorgarán una mayor garantía y solidez para la futura negociación. Del mismo modo y en 
favor de la viabilidad del diálogo formal, a menudo se dan garantías de seguridad e inmunidad a los miembros 
de los grupos armados de oposición, y en ocasiones, cuando estos grupos armados son calificados como 
terroristas, se les otorga el estatus de fuerza beligerante, tal como sucedió con las FARC-EP y el ELN durante la 
legislatura de Andrés Pastrana, o como mínimo, se cancelan algunas órdenes de captura internacional, como en 
el caso del equipo negociador de las FARC-EP durante el Gobierno de Juan Manuel Santos. 
 
                                                           
1 Fisas, V. Procesos de paz y negociación en conflictos armados. Paidós, Barcelona, 2004, pp. 59-64. 
2 Los spoilers o saboteadores son grupos o personas que llevan a cabo diferentes acciones para intentar boicotear el proceso de paz. Suelen 
proceder de los grupos armados que no han estado incluidos en el proceso de paz o que están en contra del mismo, o bien, de una facción 
contraria al proceso que se ha escindido de un grupo armado que participa en el mismo. O incluso pueden surgir durante el proceso de 
desmovilización, desarme y reintegración, si éste no cumple con las garantías y/o expectativas de los participantes. 
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Una vez finalizada la fase exploratoria, se entrará propiamente en la negociación. Se trata de un momento en 
que los diferentes actores determinan la apertura de conversaciones para intentar superar las 
incompatibilidades existentes y pactar una salida negociada. El inicio de un diálogo oficial nos conduce a 
considerar los motivos más habituales que han posibilitado el mismo, y que son de una índole variada: 
debilidad de una de las partes (militar y/o económica y/o política), imposibilidad de imponerse por la vía 
armada, agotamiento, presión exterior y/o interior, contexto favorable a escala nacional y/o internacional, 
incentivos, distanciamiento respecto a las bases, etc. En cualquier caso, la negociación puede empezar en 
cualquier momento, incluso en plena crisis, y en muchos casos, no suele producirse hasta que los protagonistas 
no hayan llegado a su expansión militar máxima. Además, un factor positivo de iniciar una negociación con un 
grupo armado es que puede impulsar la incorporación de otros grupos beligerantes en la misma. Esta situación 
acontece en Colombia cuando en la etapa final del Gobierno de Virgilio Barco (1986-1990) y al inicio del 
Gobierno de César Gaviria (1990-1994), el proceso de paz con el M19 acabó involucrando al EPL, al MAQL y al 
PRT. 
 
En lo concerniente al contenido de las discusiones, se tiene que distinguir entre los aspectos de tipo operativo 
y procedimental, que determinarán el modelo de negociación, y los temas sustantivos. En relación a los 
aspectos de carácter procedimental, se pactarán las reglas del juego: las condiciones previas; las medidas de 
confianza; el orden de los puntos a tratar; la concreción de un calendario; los recursos necesarios; las garantías 
de seguridad; la discreción y la confidencialidad; la verificación de los acuerdos; la posibilidad de incorporar 
mediadores y su rol; etc. En el ámbito operativo, un aspecto que suele ser clave será intentar establecer un 
acuerdo bilateral de cese de hostilidades. Sin embargo, como se observa durante las presidencias de Gaviria, de 
Pastrana o Santos, no necesariamente tiene que haber una tregua permanente. Aun así, se trata de una de las 
medidas de confianza que pueden marcar la evolución de las conversaciones de paz, pues en repetidas 
oportunidades, la continuación de la confrontación armada durante la negociación provoca su interrupción. Por 
el contrario, se tiene que tener en cuenta que algunos grupos armados, o el propio Gobierno, aprovechan un 
alto el fuego para reagruparse y/o ganar tiempo. En cualquier caso, durante las conversaciones de paz se suelen 
producir gestos conciliadores y medidas de confianza que tienen como objetivo reducir las hostilidades y 
facilitar el diálogo, como, por ejemplo, las treguas navideñas de las FARC-EP durante el proceso de paz con el 
Gobierno de Juan Manuel Santos.  
 
Los otros aspectos a debatir son los sustantivos, es decir, los que hacen referencia a los cambios estructurales 
exigidos por los oponentes. Es habitual que justo antes o al inicio del diálogo formal, las partes implicadas 
expongan en público una serie de líneas rojas que consideran infranqueables, y que no serán necesariamente 
límites reales, sino que presentarán cierta flexibilidad a lo largo de las discusiones. Así pues, a partir de un 
consenso previo mínimo sobre los puntos a tratar, se pasará a deliberar sobre los puntos de desencuentro, 
normalmente reservando los asuntos más controvertidos para el final y así evitar que existan desacuerdos 
desde el principio. Hay varias modalidades de proceso de paz en función de las incompatibilidades de fondo a 
resolver. Vicenç Fisas distingue un mínimo de cinco modalidades3. La primera, sería la desmovilización y la 
reintegración de los combatientes con concesiones políticas mínimas, modelo seguido en Colombia hasta 
principios de los años ochenta y posteriormente, durante los mandatos de Virgilio Barco y César Gaviria, en los 
procesos de paz del M19, el EPL, el PRT y el MAQL. En segundo lugar, el reparto del poder político, económico o 
militar, común en países con un Gobierno deslegitimado y/o en transición. La tercera modalidad, sería el 
intercambio de la paz por democracia, por territorios o por reconocimiento de derechos. La cuarta, el 
establecimiento de medidas de confianza bilaterales. Y finalmente, la aplicación de fórmulas de autogobierno, 
que irían desde una mayor autonomía hasta el derecho de autodeterminación. 
 
Posteriormente al análisis de las características de la negociación, entrando más en los detalles del proceso, 
cabe destacar el rol de los mediadores: una persona o una entidad interna o externa, que participa de forma 
transversal en la mayoría de los procesos de paz. Estos pueden ser una o más personas, así como terceros 
países, organismos regionales o internacionales, las ONG, la Iglesia, centros independientes especializados en 
resolución de conflictos o una combinación de lo anterior. También puede jugar un rol de intermediario la 
propia sociedad civil que, sin embargo, suele tener un papel secundario, cuando paradójicamente, en la 
mayoría de los casos los actores enfrentados pretenden representarla. En este sentido, en Colombia se han 
producido varios tipos de mediaciones, como la del Asesor Especial para Colombia designado por el Secretario 
General de las Naciones Unidas durante el proceso de paz entre el Gobierno de Andrés Pastrana y las FARC-EP, 
                                                           
3 Fisas, V., op. cit. pp. 167-185. 
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así como la del Grupo de Países Amigos del Proceso de Paz con el ELN durante el mandato del propio Pastrana y 
también en el de Álvaro Uribe, o la mediación internacional del presidente venezolano Hugo Chávez para 
desbloquear la negociación con el ELN y buscar un acuerdo humanitario con las FARC-EP durante la segunda 
legislatura de Uribe, entre otras mediaciones. La mediación surge cuando las partes tienen voluntad de 
negociar, pero no se dan las condiciones necesarias para hacerlo directamente, por lo que recurren a una 
mediación imparcial, neutral y a veces confidencial. Empero, en determinadas circunstancias, los actores 
enfrentados demandan una mediación y por diferentes motivos no la consiguen. Hay que añadir, que aparte de 
esta comunicación horizontal en ocasiones facilitada por un mediador, sigue habiendo a la vez una 
comunicación vertical de cada una de las partes con sus bases y con los círculos más próximos. Los roles de las 
terceras partes pueden ser muy variados: facilitador, consultor, comunicador, conciliador, legitimador, 
clarificador, incentivador, verificador, implementador, garante, árbitro, generador de nuevas propuestas, 
explorador y financiador, sin acotar todas las posibilidades. En función de su naturaleza, podemos distinguir 
entre un tipo de mediación cooperativa, en que se interviene activamente y sin imposiciones y, por el contrario, 
una mediación coercitiva que responde a la conveniencia propia de la parte mediadora, más habitual en el 
mundo diplomático, y que forma parte de la política exterior de algunos países y/u organismos regionales o 
internacionales que participan en la mediación. 
 
Si la negociación ha sido fructífera, finalmente se firmará un acuerdo de paz que, en principio, cada uno de los 
protagonistas enfrentados presentará a sus bases como si fueran los máximos beneficiados. Lo primero que 
cabe aclarar respecto al acuerdo, es que no necesariamente implicará el final de la violencia directa, y a pesar 
de que reducirá la violencia cultural y estructural4, no constituirá la última etapa del proceso. En todo caso, un 
acuerdo de paz tendría que servir para acordar o dotarse de instituciones o mecanismos que regulen las 
incompatibilidades de fondo de la sociedad en cuestión o de segmentos de la misma. Por lo tanto, hay que 
analizar el acuerdo punto por punto y comprobar si es inclusivo, si aborda las raíces del problema con una 
visión a largo plazo, si responde a las demandas de la sociedad civil, si se tienen presentes los derechos de las 
víctimas y si incluye garantías de cumplimiento. En caso contrario, un acuerdo incompleto comportará el riesgo 
de que no se lleve a cabo un adecuado proceso de construcción de paz y que vuelva a estallar el 
enfrentamiento armado, lo cual dificultaría todavía más volver a abrir una negociación, debido al aumento de 
escepticismo entre los contendientes. Igualmente, cuando hay una multiplicidad de actores enfrentados, como 
en el caso de Colombia, la paz solo se podrá lograr a través de un acuerdo final con todas las partes, pues la 
firma de un acuerdo de paz parcial, es decir, solo con algunas de las partes, no comportará el final de la 
confrontación armada, pues seguirán existiendo otros grupos armados que, además, estarán en disposición de 
ocupar los territorios y reclutar excombatientes de los grupos desmovilizados. 
 
Posteriormente a la firma del acuerdo de paz se entrará en la etapa de implementación del mismo. Se trata de 
un momento muy delicado, pues se gestionan temas tan sensibles como el regreso de los refugiados y 
desplazados, el proceso de Desarme, Desmovilización y Reinserción (DDR) de los combatientes, las bases para 
una futura reconciliación, etc. Por lo tanto, es imprescindible la máxima claridad y concreción en el 
procedimiento de cumplimiento, seguimiento y verificación de los puntos pactados, para aportar credibilidad al 
proceso de paz y reducir todas las expresiones de violencia. 
 
Para construir la paz, según Johan Galtung, la implementación tendría que girar en torno a la reconstrucción, la 
reconciliación y la resolución del conflicto5, que se llevarán a cabo al mismo tiempo. En cuanto a la 
reconstrucción, a corto y medio plazo está enfocada en mitigar los efectos del conflicto y, por lo tanto, se 
centra en la reparación de los daños físicos y psicológicos de las víctimas y en la rehabilitación de los daños 
materiales. En cambio, a largo plazo se focaliza en la reestructuración de las bases políticas, económicas y 
sociales para fortalecer el proceso de construcción de paz y en promover la transición de una cultura de 
violencia a una cultura de paz. Otro de los aspectos claves de la reconstrucción, normalmente vinculado a 
la reestructuración de las fuerzas armadas, es el proceso de DDR, para el cual no existen fórmulas únicas, pero 
si no es eficiente, efectivo y respetuoso con los excombatientes, puede hacer tambalear la paz o solo solucionar 
el problema de forma parcial, como fue el caso de la desmovilización de los paramilitares en Colombia durante 
                                                           
4 “La violencia cultural es la suma total de todos los mitos, de gloria y trauma y demás, que sirven para justificar la violencia directa. La 
violencia estructural es la suma total de todos los choques incrustados en las estructuras sociales y mundiales, y cementados, solidificados, 
de tal forma que los resultados injustos, desiguales, son casi inmutables. La violencia directa antes descrita surge de esto, de algunos 
elementos o del conjunto del síndrome”. Según la definición de Johan Galtung en el libro: Galtung, J. Tras la violencia, 3R: reconstrucción, 
reconciliación y resolución. Afrontando los efectos visibles e invisibles de la guerra y la violencia. Gernika Gogoratuz, 1998, Bilbao, p. 16. 
5 Galtung, J., op. cit. 
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el mandato de Álvaro Uribe. Por otro lado, un proceso de DDR tendría que ser respetuoso y justo con la 
población civil o las comunidades afectadas por el conflicto y sus beneficios tendrían que tener una lógica 
comunitaria y no tan solo individual. 
 
En cuanto a la reconciliación, la finalidad es la de armonizar las relaciones entre antagonistas y reconstruir las 
sociedades divididas, por lo cual es esencial el papel de la sociedad civil en la construcción de la paz desde la 
base. Según John Paul Lederach, la reconciliación tendría que implicar misericordia, paz, justicia y verdad6. Por 
lo tanto, es importante en esta etapa revisar el pasado para entenderlo mejor y poder perdonar pero no 
olvidar, y a partir de ese punto reconstruir el presente y planificar el futuro. En cuanto a los métodos de 
reconciliación, Johan Galtung menciona hasta doce diferentes7, algunos de los cuales se encuentran 
interrelacionados. Entre los más conocidos y utilizados destacan: el enfoque de reparación/restitución, el 
modelo de disculpa/perdón, el método jurídico/punitivo o la comisión de la verdad. Finalmente, la resolución 
gestiona la raíz subyacente del conflicto original con el propósito de superarlo, y, por lo tanto, uno de los 
momentos clave para saber si el problema de fondo está realmente resuelto, serán las primeras elecciones 
posconflicto. La conjunción de reconstrucción, reconciliación y resolución, aportará unas garantías sólidas para 
involucrar a toda la sociedad en un compromiso a largo plazo, estable, sostenible y construido sobre una 
estructura que alcance a todos los niveles de la sociedad en el marco de una cultura de paz. 
 
Una vez analizadas las características de un proceso de paz, hay que destacar una serie de factores que lo 
favorecen o lo obstaculizan. En cuanto a las condiciones favorables para encaminar un proceso de paz, aparte 
de algunas citadas anteriormente, cabe señalar como principales: la voluntad real de las partes en superar el 
conflicto; la existencia de intereses compartidos, como la interdependencia económica; un cronograma realista; 
priorizar los temas que se ocupen de la raíz del conflicto; la discreción, que facilita y quita presión a la 
negociación; la capacidad de los líderes de seducir a sus bases para obtener su apoyo; la disponibilidad de 
recursos económicos para implementar ciertas fases del proceso; la participación activa de la diáspora o la 
elaboración de un hoja de ruta que recoja las demandas básicas de los contendientes. En cuanto a las 
principales dificultades y riesgos, más allá de los enumerados previamente, destacan los siguientes: el interés 
en mantener una economía de guerra; las diferencias sobre la agenda de negociación; la defensa de programas 
políticos obsoletos; el incumplimiento del alto el fuego o de aspectos importantes del acuerdo; los problemas 
con el proceso de DDR; la carencia de garantías de seguridad para el panel negociador; las divisiones internas 
en el seno de las partes enfrentadas que pueden provocar el surgimiento de disidencias; la presencia de 
muchos actores armados; la imposibilidad de superar la desconfianza inicial; la simplificación de una realidad 
compleja por parte de los contendientes; la falta de legitimidad de los interlocutores; el posicionamiento en 
contra de terceros países que sienten sus intereses amenazados; la carencia de recursos económicos para la 
implementación de los acuerdos; la presión exterior para forzar la negociación o que una de las partes busque 
el sometimiento de la otra en beneficio propio. 
 
Para concluir, cabe subrayar que cada proceso de paz es singular e irrepetible, no hay dos iguales ni fórmulas 
únicas y, por lo tanto, en cada ocasión los protagonistas intentarán encontrar la forma más adecuada para 
gestionarlo, teniendo presente las negociaciones anteriores y/o las experiencias externas. Como elementos en 
común, hay que destacar que suelen ser procesos largos, cíclicos, con puntos muertos y con imprevistos y, en 
consecuencia, difíciles de administrar: de hecho, en más de la mitad de los casos no tienen éxito. 

 
 
 
 
 
                                                           
6 Lederach, J.P. Construyendo la Paz. Reconciliación sostenible en sociedades divididas. Gernika Gogoratuz, Bilbao, 1997. 
7 Galtung, J., op. cit. pp. 77-100. 
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III. Colombia: el largo camino hacia la 
paz. Perspectiva histórica (1978-2017) 
 
1. Introducción 

  
Como caso práctico y en relación a Colombia, en este libro se persigue analizar todos los intentos que han 
buscado una solución parcial o total del conflicto armado colombiano, desde la finalización del Frente Nacional 
(1978) hasta el acuerdo de paz con las FARC-EP del año 2016 y el posterior inicio de las negociaciones oficiales 
con el ELN a principios del 2017. En el marco de este objetivo, también se toma en consideración el rol de la 
sociedad civil y cómo su implicación ha ido progresando a lo largo de los años. Así pues, se pretende exponer la 
evolución de la búsqueda de la paz tanto desde una perspectiva más institucional, propiamente entre el 
Gobierno y los actores armados, como desde las iniciativas de paz de base, y cuando es el caso, cómo se 
entrecruzan entre ellas. Este doble enfoque amplía la visión de las dinámicas de paz que se han gestado en 
Colombia desde finales de los años 70 hasta el tiempo presente, así como posibilita una mejor comprensión de 
la coyuntura actual y del papel que juegan el Estado, los grupos armados y la sociedad civil. 
 
Con esta finalidad, y después de un repaso previo a los antecedentes, se toma como punto de partida el 
mandato de Julio César Turbay Ayala (1978-1982), primer Gobierno en que se producen conversaciones, 
aunque forzadas por las circunstancias, entre el Gobierno y la insurgencia8. A partir de esta legislatura y en 
adelante, hay varias propuestas, tanto por parte de las guerrillas como del propio Gobierno, para buscar la paz 
mediante el diálogo. No obstante, estos intentos de pacificación del país acontecen en unas condiciones 
determinadas que propician, en la mayoría de los casos, que los principales contendientes acaben rechazando 
la solución negociada y apuesten por la continuación de la vía armada para conseguir sus metas. Así pues, se 
examinará por qué en algunas ocasiones se han presentado unas coyunturas favorables para un acercamiento 
entre los actores en disputa, con una posible negociación posterior, y cuáles han sido los factores que han 
actuado para que fructificara o se rompiera. Igualmente, más allá del análisis de los momentos en que ha 
habido propiamente conversaciones, también se pretende examinar la diversidad de iniciativas promovidas 
por los actores implicados, como son los decretos de amnistía o la creación de comisiones de paz por parte del 
Gobierno, las peticiones de diálogo por parte de los grupos armados no aceptadas por el gobernante de turno y 
viceversa, los intercambios humanitarios, etc. Es decir, todos aquellos hechos que por parte de cualquiera de 
los protagonistas del conflicto han tendido a disminuir la intensidad del mismo, a facilitar un acercamiento o al 
inicio de una negociación. 
 
Se adjuntan al final del libro tres acuerdos, de diferente naturaleza, elegidos a modo de ejemplo para favorecer 
la comprensión práctica de los temas tratados (véase el apartado “Anexos” pp. 51). Estos acuerdos a los que se 
hará referencia a lo largo del libro son: 
 

- Acuerdos de la Uribe: ejemplo de acuerdo entre el Gobierno y un grupo guerrillero (FARC-EP) 
- Acuerdo de Santa Fe de Ralito: ejemplo de acuerdo entre el Gobierno y un grupo paramilitar (AUC) 
- Acuerdo de Puerta de Cielo: ejemplo de acuerdo entre la sociedad civil y un grupo guerrillero (ELN) 
 

2. Antecedentes 
 

En un clima de conflictividad armada extendida, tan pronto como asumió el poder el teniente general Gustavo 
Rojas Pinilla (junio 1953 - mayo 1957), se inició una campaña a nivel estatal para poner fin a la violencia 
partidista, mediante el desarme y la desmovilización de los levantados en armas. Con este propósito, en junio 
de 1954 el Gobierno promulgó una amnistía general e incondicional que incluía el indulto para todos los delitos 
políticos cometidos con anterioridad al día 1 de enero de 1954. La amnistía se dirigía tanto a quienes opusieron 
resistencia al orden político establecido, las guerrillas liberales y comunistas, como a quienes lo defendieron, 
los grupos paramilitares (Chulavitas y Pájaros) y los miembros de la fuerza pública. Esta amnistía fue acogida 
                                                           
8 Negociación entre el gobierno y la guerrilla M19, que había tomado la embajada de la República Dominicana. 
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por la mayoría de guerrillas liberales, pero no por las guerrillas comunistas del Tolima9, que desconfiaban de la 
medida por considerarla parte de una estrategia contrasubversiva que no iba acompañada de transformaciones 
políticas, económicas y sociales, pues se centraba puramente en la desmovilización a cambio de perdón. La 
reinserción de los desmovilizados no tuvo los resultados esperados y muchos de los guerrilleros que no se 
integraron a la vida civil se acabaron uniendo a grupos de bandoleros. Además, una gran parte de quienes 
dejaron las armas fueron asesinados en los meses posteriores, como es el caso de Guadalupe Salcedo10, y los 
combatientes que no se acogieron a la amnistía fueron perseguidos, tanto por los servicios de inteligencia 
estatales, como por parte de algunos de los guerrilleros amnistiados, en este caso, remunerados por el propio 
Estado. A pesar de que el objetivo de pacificar Colombia no se logró completamente, se había dado un paso 
importante para concluir con la etapa de la historia colombiana conocida como La Violencia. 
 
Cuando el teniente general Pinilla fue forzado a dejar el poder, una Junta Militar se ocupó de la transición hasta 
el primer Gobierno del Frente Nacional. Durante este corto periodo de tiempo, la Junta Militar creó la Comisión 
Nacional Investigadora de las Causas de la Violencia11, que se encargó de negociar una desmovilización sin 
concesiones con los grupos guerrilleros que continuaban activos. Sin embargo, únicamente las guerrillas 
vinculadas de alguna manera al Partido Liberal o al Partido Conservador se desmovilizaron. 
 
Después de la Junta Militar, el primer Gobierno del Frente Nacional estuvo liderado por el liberal Alberto Lleras 
Camargo (agosto 1958 - agosto 1962), que en los primeros meses de su mandato y en un intento de sofocar los 
focos de violencia política todavía existentes, decretó una serie de amnistías y de indultos. Se podrían 
considerar como amnistías e indultos limitados, debido a todos los condicionantes impuestos a los posibles 
beneficiarios: tanto a nivel territorial, solamente aplicables en los departamentos con problemas graves de 
orden público (Caldas, Cauca, Tolima, Huila y Valle del Cauca); como en función del delito cometido, pues 
albergaba tres tipos de delitos que implicaran: “a. El ataque o la defensa del Gobierno o de las autoridades; b. 
La animadversión política; c. La violencia partidaria ejercida en razón de la pugna de los partidos”. La amnistía 
no tuvo mucho éxito, entre otros aspectos, porque a muchos combatientes les recordaba a la amnistía de Rojas 
Pinilla, es decir, se centraba en la rendición de las guerrillas sin afrontar ninguna de sus reivindicaciones. El 
resto de la década de los años sesenta y de los años setenta, el Frente Nacional abogó por una solución 
exclusivamente militar. 

 
3. Julio César Turbay Ayala (agosto 1978 

– agosto 1982). Partido Liberal 
 

El Gobierno liberal de Julio César Turbay Ayala venía precedido por una de las mayores protestas ciudadanas 
del siglo XX en Colombia: el Paro Cívico Nacional, que fue convocado por todas las centrales sindicales el 14 de 
septiembre de 1977. La jornada de disturbios finalizó con un saldo de decenas de muertos y centenares de 
detenidos, y constató el inconformismo social del momento. Bajo este escenario se sentaron las bases de la 
respuesta del nuevo Gobierno: contener cualquier manifestación considerada como un acto subversivo. En 
septiembre de 1978, un año después del Paro y después de un mes de gobierno del nuevo Presidente, el grupo 
armado ADO asesinaba a Rafael Pardo Buelvas12 y emitía un comunicado en que se justificaba el asesinato del 
exministro por considerarlo responsable de la masacre del Paro Cívico Nacional. 
 
La fuerte conflictividad en medio de la cual Turbay Ayala iniciaba su mandato, le sirvió de pretexto para 
justificar la implementación del Estatuto de Seguridad. En teoría, a través del mismo pretendía garantizar la 
estabilidad de las instituciones republicanas, pero, en la práctica, reforzaba el papel represivo del ejército 
concediéndole condiciones legales para poder luchar contra cualquier tipo de actividad considerada subversiva. 
Por lo tanto, se fortalecía la autoridad del Estado dotándolo de un instrumento intimidatorio contra los 
movimientos de masas, sus dirigentes y activistas. Quedaba patente que la estrategia a seguir respecto a la 
solución del conflicto armado se basaba en el principio de la fuerza y de la opresión, puesto que según Turbay 
                                                           
9 Embrión de las FARC-EP. 
10 Líder destacado de las guerrillas liberales. 
11 Esta comisión se puede considerar como un antecedente de las comisiones de paz que se crearán en gobiernos posteriores. 
12 Ministro de Agricultura durante el gobierno anterior. 
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Ayala “la violencia venía de fuentes foráneas y de causas eminentemente externas”13, en referencia directa al 
triunfo de la revolución sandinista y al apoyo de Cuba a los proyectos revolucionarios de América Latina. En 
función de esta premisa, el Gobierno no dejaba espacio para el diálogo y abogaba por el uso de los 
instrumentos militares y jurídicos necesarios para afrontar la amenaza guerrillera. Esta política gubernamental 
condujo a un periodo oscuro de terrorismo de Estado bajo el paraguas del Estatuto de Seguridad que, al fin y al 
cabo, fue un intento de colocar dentro de la ley todo aquello que se realizaba extrajudicialmente y que supuso 
la militarización de la vida civil. Un Estatuto, por otro lado, muy criticado por la opinión pública nacional e 
internacional, escandalizada por las continuas violaciones de derechos humanos (DDHH) en Colombia. 
 
A pesar de todo, durante esta legislatura se dieron unas circunstancias particulares que forzaron el primer 
acuerdo político entre una organización guerrillera y el Gobierno nacional. Éste se produjo debido a la toma de 
la embajada de la República Dominicana por parte del M19 durante un periodo de dos meses (entre finales de 
febrero y finales de abril de 1980). El objetivo del grupo guerrillero era la obtención de una amnistía general 
para más de 300 presos políticos y un pago de cincuenta millones de dólares a cambio de la liberación de los 
rehenes, además de dar a conocer a nivel internacional las reiteradas denuncias de violación de DDHH de los 
presos políticos, muchos de los cuales eran miembros de la guerrilla. Después de múltiples reuniones entre los 
representantes del Gobierno y los del M19, finalmente se resolvió la situación el 25 de abril mediante un 
acuerdo que preveía el traslado de los guerrilleros implicados en la toma y de sus rehenes a Cuba, y una vez allí, 
todos quedarían en libertad. También se obtuvieron las garantías para que la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos y el Comité Internacional de la Cruz Roja (CICR) pudieran desarrollar sus funciones en favor 
de los presos, pero el M19 no consiguió su objetivo principal, que era la liberación de más de 300 militantes. 
 
Llegado a este punto, hay que analizar una serie de factores internos y externos que forzaron al Gobierno a 
flexibilizar sus posicionamientos en relación al manejo de la confrontación armada. Como elementos externos, 
hay que destacar: la presión de los medios de comunicación y la opinión pública internacional, así como el 
informe de la misión de Amnistía Internacional del año 1980 y el informe de la Comisión Interamericana de 
Derechos Humanos de 1981. Estos informes ponían de manifiesto las graves violaciones de DDHH por parte de 
las fuerzas de seguridad, amparadas por el estado de asedio, el Estatuto de Seguridad y la sustitución de la 
justicia civil por la justicia militar. En cuanto a los componentes internos, hay que reseñar: las acciones 
colectivas por parte de grupos de políticos y abogados en contra del Estatuto, la convocatoria del primer 
Gran Foro Nacional sobre DDHH y la apertura de investigaciones por parte de varias instituciones estatales 
para monitorear las violaciones de los DDHH. También hay que mencionar la actuación del poder legislativo, 
que fue adquiriendo importancia a medida que el Presidente, las Fuerzas Armadas y la institución judicial se 
desprestigiaban, debido al mantenimiento de una postura belicista que no comportaba la pacificación del país, 
y que además militarizaba la sociedad. 
 
A mitad de legislatura y bajo la inercia de estos factores internos y externos, las élites políticas se abrieron 
lentamente a un ambiente de mayor receptividad y movilización alrededor de la necesidad de paz, a pesar de 
que hasta poco antes del cambio de Gobierno seguiría vigente el Estatuto de Seguridad y, por lo tanto, la 
represión gubernamental. En el marco de esta nueva coyuntura, desde algunos sectores del Gobierno se 
planteó decretar una amnistía para los levantados en armas, a la cual el M19 contestó con una petición de 
diálogo en Panamá para el 4 y 5 de julio del 1980. La guerrilla asumía una iniciativa de paz, con la consigna 
Amnistía General y Diálogo Nacional, ante un Gobierno desprestigiado e incapaz, que hasta el momento solo 
había seguido la vía de la represión. Los temas a tratar serían: levantamiento del estado de asedio, derogación 
del Estatuto de Seguridad, amnistía general y diálogo nacional. Además, la guerrilla solicitaba la liberación de 
sus militantes en prisión, objetivo no conseguido en la toma de la embajada de la República Dominicana. Se 
convocaron al encuentro a altos cargos del M19, sindicados, expresidentes, periodistas, intelectuales, 
miembros de varios partidos políticos, representantes de otros grupos armados de oposición, etc., pero a la 
reunión no compareció ningún representante del Gobierno. No existían en este sentido esperanzas por parte 
del convocante, pero se quería dejar constancia de que el Gobierno había rechazado el diálogo. A este 
respecto, hay que destacar las consideraciones de Jaime Bateman Cayón (líder y Comandante en Jefe del M19): 
“…cuando la toma de la embajada forzamos al gobierno a negociar. Entonces sí negoció. Pero cuando lo 
invitamos a que nos sentáramos alrededor de una mesa a discutir con cordialidad y sin cañones, no negoció. 
Nos dijo delincuentes comunes y aliados de la mafia de la droga. Nos humilló. Nos envió a sus tenebrosos 
agentes. Nos demostró y le demostró al pueblo colombiano que ya no nos queda alternativa distinta de la 
                                                           
13 Ramírez, S. y Restrepo, L. A. Actores en conflicto por la paz. Siglo XXI y CINEP, Bogotá, 1988, p. 71. 
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guerra. Nos comprobó que la democracia, la dignidad, la justicia y el respeto para nuestro pueblo tendrán que 
conquistarse por medio de las armas…”14. 
 
Aun así, el contexto de amplio descontento por la militarización de la sociedad, sumado al poco éxito de la 
lucha contra la insurgencia, junto con la situación política en El Salvador15, empujaron al Congreso de la 
República a declarar una amnistía restringida en marzo de 1981, la cual quizás respondía a un intento de 
apropiarse o de contrarrestar la iniciativa de paz lanzada por el M19. La amnistía excluía a los autores de 
asesinatos fuera de combate, la extorsión, los secuestros y otros delitos atroces, lo que suponía la exclusión de 
casi todo el estamento superior e intermedio de la guerrilla, y supeditaba la liberación de los presos políticos a 
la entrega previa de los guerrilleros. La amnistía, que por parte del Gobierno se contemplaba como una gran 
concesión, ya que consideraba que se podía derrotar militarmente a las organizaciones guerrilleras, fue 
rechazada. Desde el M19 se afirmaba que mientras se mantuviera el estado de asedio y no se derogara el 
Estatuto de Seguridad, el indulto supondría la rendición de la guerrilla sin plantear la apertura de un proceso de 
paz de base amplia. Por su parte, las FARC-EP mostraban su escepticismo al recordar lo que habían supuesto las 
amnistías para los desmovilizados: entrega de armas y principales dirigentes asesinados. Pero el trasfondo era 
que, tanto las FARC-EP como el M19, se estaban consolidando a nivel militar, político e ideológico y, además, 
tenían una perspectiva triunfalista del conflicto a través de la lucha armada. En cualquier caso, la aprobación de 
esta gracia significaba un cambio respecto a los primeros años de Gobierno en que únicamente abogaba por la 
estrategia militar. 
 
Durante el último año de legislatura de Turbay Ayala, con la cuestión de la paz muy presente en la campaña de 
las siguientes elecciones presidenciales y en un momento de recesión económica que podía fortalecer a las 
guerrillas, el Gobierno llevó a cabo un intento fallido de buscar una solución dialogada. Ante la carencia de 
aceptación de la amnistía restringida, el crecimiento del movimiento insurgente y a raíz de las negociaciones 
con el M19 después de la toma de la embajada, nació una iniciativa por parte de sectores influyentes de la 
sociedad civil que proponían al presidente de la República la creación de una Comisión de Paz, lo cual 
confirmaba un cambio en los posicionamientos de determinados sectores políticos y sociales. Esta comisión se 
conformaría en octubre del 1981 y quedaría encargada de presentar recomendaciones privadas al Gobierno en 
relación a la superación del conflicto armado, no obstante, no disfrutaría de un gran apoyo por parte del propio 
Gobierno. Después de la expedición de un nuevo decreto de amnistía en febrero del 1982, recomendado por la 
Comisión de Paz, pero rechazado por la mayoría de combatientes por ser muy similar al anterior, el presidente 
de la Comisión, Carlos Lleras Restrepo (expresidente de la República), entabló contactos exploratorios con 
dirigentes del M19 en prisión. Se acordó una reunión entre el presidente de la Comisión y el Comandante en 
Jefe del M19 para estudiar la viabilidad de un proyecto de decreto para la legalización de la guerrilla, una 
amnistía amplia y el levantamiento del estado de asedio. No obstante, tanto el Presidente como las Fuerzas 
Armadas se opusieron a la discusión de estas propuestas y al diálogo. Con la negativa del Gobierno y, por lo 
tanto, la imposibilidad de conseguir adelantos reales para la consecución de la paz, los miembros de la comisión 
acabaron renunciando de forma conjunta, y en mayo de 1982, dos semanas antes de la victoria de Belisario 
Betancur en las urnas, se disolvió la Comisión de Paz.  
 
Por otro lado, en junio de 1982, unos meses antes de concluir el mandato presidencial, el Gobierno tomó la 
decisión de levantar el estado de asedio, y en consecuencia quedaba derogado el Estatuto de Seguridad. Como 
motivo oficial se aducía que la situación subversiva estaba bajo control y, por lo tanto, que las condiciones de 
orden público volvían a la normalidad. Pero en realidad, se trataba de un paso más en el marco de una serie de 
cambios respecto de la supuesta intención del Gobierno de aproximarse a la pacificación y normalización del 
país, que se gestaron en la segunda mitad de la legislatura con la aprobación de las dos amnistías restringidas y 
la creación de una Comisión de paz. Este viraje de posicionamientos quedó patente en la siguiente campaña 
presidencial, que giró en torno a la paz y que ganó Belisario Betancur planteando la apertura del diálogo con los 
movimientos guerrilleros. 
 
En definitiva y en cuanto a la solución del conflicto armado, durante esta administración se llevó a cabo una 
política de paz de bajo perfil, en que no hubo ni proceso de paz ni diálogo oficial. Se produjeron ciertos 
acontecimientos que demuestran que el viraje de postura no iba acompañado por una voluntad real, sino que 
se trataba de una forma interesada de manifestar una preocupación en relación a la consecución de la paz y al 
                                                           
14 Lara, P. Siembra viento y recogerás tempestades. Planeta, Bogotá, 1986, p. 193. 
15 Ofensiva general del Frente Farabundo Martí para la Liberación Nacional en 1981. 
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respeto de los DDHH de cara al exterior y al interior del país. Así lo sugiere el hecho que el Presidente 
finalmente rehusara el diálogo de la Comisión de Paz con el M19 y las características de las dos amnistías 
parciales. Con este mandato acababa un periodo que empezó con Rojas Pinilla, en que el elemento central 
para lograr la paz era la amnistía en sí misma, considerada como el medio para superar la confrontación 
armada y que no ofrecía concesiones por parte del Gobierno. 
 
En cuanto a las acciones de la sociedad civil en pro de la paz, todavía no se habían extendido y las que había 
estaban muy vinculadas a la defensa de los DDHH. En relación con este conjunto de actuaciones en pro de los 
DDHH, hay que destacar la creación del Comité Permanente por la Defensa de los Derechos Humanos. Además, 
cabe mencionar que se produjeron las primeras iniciativas desde el ámbito regional, como el Proyecto Nasa al 
norte del Cauca, que era uno de los primeros ejemplos de resistencia civil desde la base, el cual se mantendrá 
durante los siguientes mandatos y se extenderá y desarrollará a partir de mediados de los 90. 
 

4. Belisario Betancur (agosto 1982 – 
agosto 1986). Partido Conservador 
 

Belisario Betancur recibe un país que, por una parte, había sufrido una fuerte represión gubernamental y, por la 
otra, había visto como la insurgencia ganaba terreno después del fracaso de la estrategia militarista 
precedente. Así pues, y en el marco del contexto internacional de la política de protección de DDHH 
promulgada por el presidente estadounidense Jimmy Carter (1977-1981), el nuevo Presidente dio un giro en la 
política seguida hasta entonces en relación con el conflicto armado, diferenciando entre las causas objetivas y 
subjetivas del mismo. Asimismo, consideraba que para revertir estas causas la solución tenía que ser 
necesariamente negociada y su tratamiento global. En consecuencia, Betancur ofreció diálogo a las guerrillas y 
les otorgó legitimidad como interlocutores. A partir de este nuevo planteamiento, el Gobierno propuso una 
Agenda Integral basada en tres ejes fundamentales: diálogo con la insurgencia, reformas políticas y acabar con 
la situación de pobreza que afectaba a parte de la población, reduciendo a la vez la polarización social. 
 
En cuanto a las causas objetivas, como veremos más adelante, el Presidente se esforzó en llevar a cabo una 
apertura democrática encaminada a eliminar la exclusión política, lo cual le comportó grandes costes políticos, 
que lo aislaron dentro de su propio Gobierno y que lo alejaron del Ejército y de la oligarquía. Para aliviar la 
situación de pobreza que sufría una parte importante de la población colombiana y reducir las fuertes 
desigualdades sociales, se aprobó un Plan Nacional de Rehabilitación. Esta medida tuvo escasa repercusión, 
debido principalmente a la imposibilidad de asumir el coste económico que suponía eliminar la pobreza en el 
país. Así pues, el Gobierno se centró en las causas subjetivas de la conflictividad, es decir, aquellas vinculadas 
con los actores armados. En esta dirección cabe destacar la promulgación de la Ley de Amnistía de noviembre 
del 1982, que fue la más generosa de la historia colombiana y que alcanzaba a todos los considerados culpables 
de haber constituido delitos políticos, con excepción de quienes habían cometido crímenes fuera de la lucha 
armada. Gracias a esta ley centenares de presos fueron excarcelados. A diferencia de cómo se concebían las 
amnistías anteriores, en este caso no se equiparaba la amnistía a la paz, pero sí se ofrecían unas bases propicias 
para iniciar conversaciones, como paso previo a la negociación. También es relevante en este sentido, la 
creación de una segunda Comisión de Paz con el propósito de prestar asistencia y presentar alternativas al 
Presidente para conseguir la paz pública y social. 
 
No obstante, el acercamiento entre el Gobierno y los grupos armados de oposición se vio influido 
negativamente por el fortalecimiento de éstos, y por el reconocimiento por parte de algunos estados del Frente 
Farabundo Martí para la Liberación Nacional (FMLN) en El Salvador como fuerza beligerante. De hecho, las 
guerrillas colombianas apuntaban a un reconocimiento similar que las posicionara en una situación de mayor 
fuerza respecto al Gobierno. En este mismo sentido, también contribuyó la toma del poder por parte de los 
sandinistas en Nicaragua, situación que fue aprovechada por Belisario Betancur para unirse al Grupo de 
Contadora para la paz en Centroamérica, junto con otros países latinoamericanos que gestionaban iniciativas 
de paz entre los sandinistas y la Contra, como medio para obtener un mayor apoyo internacional al proceso de 
paz en Colombia. En cualquier caso, el Gobierno tenía la intención de iniciar un periodo de conversaciones, que 
se dio en primer lugar con las FARC-EP y posteriormente con el M19, el EPL y la ADO, y que fue acompañado de 
propuestas de reformas político-institucionales, económicas y sociales, en el marco de un acuerdo de alto el 
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fuego. Esta iniciativa gubernamental solo fue aceptada por una parte de los grupos armados de oposición que 
dentro de sus formulaciones acataron la posibilidad de poner fin a la confrontación armada por la vía de la 
negociación. El ELN, por su parte, se distanció del acuerdo, adoptó una actitud muy crítica con las 
organizaciones que habían decretado la tregua y lideró el bloque de guerrillas que rehusaban entrar en 
conversaciones directas: MIR-PL, MAQL, Comando Ricardo Franco y el PRT. Los dirigentes del ELN consideraban 
que no era el momento de dialogar y, en todo caso, solo se tenían que aceptar negociaciones parciales 
limitadas a la humanización de la guerra (en base al DIH) y a los recursos energéticos. Después de profundas 
discusiones y análisis de la situación del país y del momento en que se encontraban, concluyeron que Colombia 
estaba en un periodo prerrevolucionario y que el triunfo parecía cercano. Atendido este supuesto, el ELN valoró 
que no era el momento de iniciar ningún tipo de negociación. En cambio, las FARC-EP, el M19 y el EPL hicieron 
una lectura diferente del escenario político y aceptaron el diálogo como medio para avanzar en la revolución. 
 
A finales de marzo del 1984, las FARC-EP fueron la primera guerrilla en llegar a un acuerdo con el Gobierno, los 
Acuerdos de La Uribe16, entre la Comisión de Paz como representante del Gobierno y la plana mayor de las 
FARC-EP. Un acuerdo de doce puntos entre los cuales se establecía un cese el fuego bilateral a partir del 28 de 
mayo y la creación de una Comisión Nacional de Verificación para su seguimiento. En el marco del acuerdo, las 
FARC-EP condenaban los secuestros, la extorsión y el terrorismo en todas sus formas, y se incluía la posibilidad 
por parte de los integrantes de las FARC-EP de acogerse a la amnistía de noviembre del 1982. Asimismo, la 
Comisión de Paz dio fe de la voluntad del Gobierno de promover reformas político-institucionales, económicas 
y sociales, así como de proteger los derechos de los ciudadanos consagrados en la Constitución. Es de destacar 
el punto 7 del acuerdo, que abría un espacio político para las FARC-EP y que fue la base de la fundación de la 
Unión Patriótica (UP)17: “Cuando a juicio de la Comisión nacional de verificación, hayan cesado los 
enfrentamientos armados, se abrirá un período de prueba o espera de uno (1) año para que los integrantes de 
la agrupación hasta ahora denominada Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC-EP), puedan 
organizarse política, económica y socialmente, según su libre decisión. El gobierno les otorgará, de acuerdo con 
la Constitución y las leyes, las garantías y los estímulos pertinentes”. Unos meses más tarde, una guerrilla 
menor, la ADO, se incorporó a los acuerdos en base al punto 11: “El presente Acuerdo será válido respecto de 
cualquiera otro grupo alzado en armas que exprese su decisión de acogerse a él, previa manifestación de tal 
voluntad hecha al gobierno por intermedio de la Comisión de Paz”. 
 
Por otro lado, y por lo que se refiere a los otros grupos armados de oposición con mayor predisposición a 
dialogar, como eran el M19 y el EPL, a partir del otoño de 1983 y después de una serie de reuniones entre la 
comandancia del M19 y el Gobierno de Colombia en México, y posteriormente en Madrid con el propio 
Belisario Betancur, se establecieron las bases de la futura tregua. El camino tomado fue diferente al de las 
FARC-EP, al considerar estas guerrillas que en los Acuerdos de Uribe no se incluía el diálogo nacional y, por lo 
tanto, tampoco al pueblo. Con la intención de revertir este problema en los nuevos acuerdos, el M19 llevó a 
cabo una serie de acciones de cara a negociar desde una posición más fortalecida (ocupó Florencia en el 
Caquetá, Corinto en el Cauca y Yumbo, un suburbio de Cali) y así presionar al Gobierno para exigir el 
cumplimiento de lo pactado en Madrid: un acuerdo con diálogo nacional. Finalmente, el EPL, el M19 y el 
Gobierno de Belisario Betancur representado por una Comisión de Negociación y Diálogo, firmaron los 
Acuerdos de Corinto en agosto de 1984. Se pactó un alto el fuego bilateral para empezar a conversar sobre una 
paz ligada a reformas de carácter político, económico y social. También quedarían estipuladas las características 
que presentaría el diálogo nacional: “Como parte esencial del presente acuerdo, se convocará a un gran diálogo 
nacional en el que participen, con plena representatividad, las distintas fuerzas del país. Ese gran debate 
político tendrá por temas centrales: la discusión y desarrollo democrático de las reformas políticas, económicas 
y sociales que requiere y demanda el país en los campos institucional, agrario, laboral y urbano, de justicia, 
educación, universidad, salud, servicios públicos y régimen de desarrollo económico”. 
 
Una vez firmado el acuerdo empezaron las conversaciones, aunque desde el principio las partes no se 
entendieron en el procedimiento: el Gobierno quería un diálogo cerrado y el M19 abierto; el Gobierno 
pretendía que el diálogo se realizara en diferentes comisiones y el M19 se decantaba por un diálogo nacional 
con alta participación, que recogiera los problemas de todos los ciudadanos colombianos. Además, se avanzaba 
de forma muy lenta, con muchas contrapropuestas y con una gran carencia de entendimiento. En el seno del 
M19 empezaron a aparecer sospechas sobre el trasfondo real de la negociación, al no considerarla como un 
                                                           
16 Ver el texto integral de los Acuerdos de la Uribe en la p. 51. 
17 Partido político impulsado por las FARC-EP y fundado en mayo de 1985. 
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mecanismo de concertación para la toma de decisiones sino como una maniobra política sin voluntad real de 
reformas. Esta situación de estancamiento, las constantes violaciones del alto el fuego, el incumplimiento de los 
acuerdos y, como elementos detonantes, el atentado en mayo de 1985 contra Antonio Navarro Wolff, portavoz 
del M19 y responsable de la comisión para organizar el diálogo nacional, y el desmantelamiento de los 
campamentos de paz de la guerrilla, provocaron la ruptura de la tregua por parte del M19 en la vigilia del Paro 
Cívico Nacional del 20 de junio de 1985. Sobre la voluntad real de paz de esta guerrilla hay diversidad de 
opiniones: entre otras, se ha criticado que a diferencia de las FARC-EP, que tenían una estrategia política 
definida, el abandono de la negociación del M19 fue una prueba evidente de que no tenían un proyecto político 
claro que les permitiera ser coherentes con su comportamiento. Rota la tregua, que duró poco menos de un 
año (agosto 1984 - junio 1985), el M19 reinició sus acciones armadas, entre las cuales destacó la toma de 
Palacio de Justicia en Bogotá en noviembre de 1985. En ese momento, los militares impusieron al Gobierno su 
estrategia para superar esta situación: la solución militar prevaleció sobre el diálogo, con lo cual se volvía a 
poner de manifiesto la autonomía del Ejército respecto del poder civil. Unos días después de la masacre 
provocada por la operación militar para retomar el Palacio de Justicia y con el objetivo de silenciar las críticas y 
tranquilizar a las FARC-EP, Belisario Betancur decidió ampliar unilateralmente el alto fuego con esta guerrilla. 
Por el contrario, en las mismas fechas, Oscar William Calvo, portavoz del EPL en las conversaciones de paz, fue 
asesinado (un crimen en el que aparentemente y de forma directa o indirecta participó el Ejército), lo que 
comportó que el EPL, que también había firmado los Acuerdos de Corinto, rompiera la tregua. La ruptura del 
alto el fuego y el retorno a las armas de los grupos que habían participado en el proceso de paz, impulsaron a 
las diferentes formaciones guerrilleras a unificar su estrategia en una Coordinadora Nacional Guerrillera (CNG) 
conformada por MIR-PL, MAQL, PRT, M19, EPL y ELN. Tan solo las FARC-EP y la ADO se mantenían en 
tregua y de los dos acuerdos firmados, uno con las FARC-EP y otro con el M19 y el EPL, solo seguía vigente el 
primero. Así pues, se trataba de un momento en que confluían simultáneamente dos líneas de actuación por 
parte de las guerrillas: una política, representada por la FARC-EP a través de la fundación de la UP y otra militar, 
representada por la CNG. 
 
En cuanto al proceso de paz de las FARC-EP, en marzo de 1986 se acordó una prórroga de los Acuerdos de La 
Uribe, en la que se incorporaron la ADO y dos sectores del ELN (destacamentos Simón Bolívar y Antonio Nariño) 
que ya habían pactado la tregua y habían firmado acuerdos anteriormente. Finalmente, entre abril y julio de 
1986 tres nuevos sectores del ELN (destacamentos Gerardo Valencia, José Manuel Martínez Quiroz e Inés Vega) 
firmaron nuevos acuerdos de paz tomando como modelo los Acuerdos de La Uribe. Aparte de reiterar varios 
aspectos tratados anteriormente, en esta prórroga, además de prolongar el alto el fuego, se incluyó 
explícitamente el compromiso del Estado de respetar y proteger a la UP y a los miembros de las FARC-EP que se 
incorporaran al campo de la política. A pesar de que el cese de hostilidades y algunos compromisos pactados 
fueron violados por parte del Ejército y del Gobierno, la nueva formación política se presentó a las elecciones 
legislativas de marzo de 1986 y a las presidenciales de mayo de 1986. En cuanto a la relativa apertura del 
sistema democrático, la formación de la UP, que se prolongaría hasta el siguiente Gobierno, es posiblemente el 
legado más destacable del mandato de Belisario Betancur y de su estrategia de pacificación del país, pues se 
dieron los primeros pasos para que la oposición armada se convirtiera en oposición política, rompiendo el 
diseño institucional heredado del Frente Nacional, en el que los dos grandes partidos, Partido Liberal y Partido 
Conservador, mantenían la hegemonía en las instituciones del poder. La UP podría haberse constituido en el 
medio a través del cual las FARC-EP entraran en el entramado político, pero no fue posible, puesto que la 
mayoría de sus miembros fueron asesinados, en lo que se ha llegado a considerar un genocidio político. Este 
hecho frustró de raíz la posibilidad de encontrar una salida democrática al conflicto armado entre el grupo 
rebelde y el Gobierno. 
 
Cabe concluir en relación a los procesos de paz de las FARC-EP por un lado, y del M19 y del EPL por el otro, que 
se trató de unos armisticios o pactos bilaterales de suspensión de hostilidades, pero conservando el 
armamento, por eso se ha utilizado el término de “tregua armada”, puesto que las guerrillas no estaban 
dispuestas a dejar las armas sin las garantías de seguridad adecuadas y sin conseguir reformas de carácter 
político, económico y social. Por lo tanto, pese a las diferencias entre los acuerdos del M19 y del EPL con el de 
las FARC-EP, en ambos casos se trataba de un modelo de agenda amplia, que comprendía el desarme, la 
desmovilización y la reinserción en el marco de una paz vinculada al desarrollo y a la democratización del país. 
 
Llegado a este punto, hay que analizar con más profundidad las principales dificultades que surgieron durante 
las negociaciones, desde el inicio hasta el final de la legislatura. El factor más importante a destacar es la actitud 
de las Fuerzas Armadas, que habían adquirido gran autonomía y poder político con el Estatuto de Seguridad 
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durante el anterior mandato. Desde el primer momento, conjuntamente con el ministro de Defensa, 
discreparon con el Gobierno sobre los orígenes políticos del conflicto y se opusieron al cambio de una solución 
militar por una solución política. Por lo tanto, coexistían dos estrategias contrapuestas pero simultáneas. Por un 
lado, la negociación promovida por el Gobierno, y por el otro, la guerra de baja intensidad llevada a cabo por el 
Ejército. Bajo esta circunstancia, la propuesta del M19 de Diálogo Nacional degeneró debido al agravamiento 
de los enfrentamientos, lo que en gran medida provocó el fin de la tregua y la ruptura del proceso de paz por 
parte del M19 y del EPL. En pro de la solución militar, las Fuerzas Armadas presentaron objeciones 
sobre la amnistía, y en la misma línea, cuando se firmaron los Acuerdos de La Uribe con las FARC-EP, el primer 
enemigo que encontró el Presidente fue el propio Ejército, que desconfiaba sobre la entrada en el escenario 
político de una nueva fuerza que pudiera amenazar el sistema. Igualmente, tanto las Fuerzas Armadas como los 
partidos tradicionales, con su actitud de oposición, limitaron mucho las funciones de la Comisión de Paz, hasta 
el punto de que cuando se abrió la posibilidad de establecer un diálogo entre las FARC-EP y la Comisión de Paz, 
el presidente de la comisión, muy presionado, dimitió (25 de mayo de 1983). Más allá de la actuación de las 
fuerzas de seguridad del Estado, los narcotraficantes, que veían amenazados sus intereses, y la 
contrainsurgencia se unieron como respuesta a las negociaciones de paz. En ese momento empezó la “guerra 
sucia”, que se prolongaría durante los mandatos posteriores y que se caracterizaría por el asesinato de los 
miembros de la UP y de dirigentes de la sociedad civil (líderes sindicales, líderes políticos, líderes campesinos, 
etc.), así como por el sabotaje a las negociaciones, con tolerancia, e incluso connivencia de los militares. 
También se opusieron al diálogo amplios sectores del empresariado, de los gremios, de los terratenientes y de 
la jerarquía política y eclesiástica, que acabaron convirtiendo la negociación en un proceso de reformas sin 
futuro. En este sentido, se debe destacar el viraje que se produjo dentro de la clase política. Si bien en un 
principio, tanto liberales como conservadores estaban abiertos al diálogo, en la medida que este avanzaba y se 
planteaban una serie de transformaciones que iban en detrimento de sus privilegios, empezaron a presentar 
objeciones, y conforme se iban concretando los acuerdos, estas objeciones degeneraron en una oposición 
frontal a la solución negociada. 
 
Una vez desarrolladas las principales dificultades que afrontaron las negociaciones, cabe exponer las críticas al 
proceso de paz que explican su fracaso. Debido a la gran oposición presentada, se ha criticado que la iniciativa 
de Belisario Betancur fue muy personalista y voluntarista, puesto que realmente no se incorporaron a los 
sectores sociales y políticos claves y, por lo tanto, no se promocionó la creación de un frente unido y de una 
estrategia común a nivel estatal. Ni existía un amplio consenso nacional ni se dieron las condiciones políticas 
adecuadas para que el Congreso votara a favor de la mayoría de los acuerdos firmados con las guerrillas en 
tregua. Cabe añadir que, en un contexto de Guerra Fría, esta coyuntura se vio reforzada por la radicalización de 
la ideología anticomunista del presidente Ronald Reagan (1981-1989). En contraposición a esta crítica, otros 
analistas consideran, en la línea de Jenny Pearce, que: “por el hecho de representar una corriente de opinión 
intelectual muy avanzada en relación con la estructura de poder, Betancur estaba cada vez más aislado”18. Es 
decir, que el Presidente estaba en la vanguardia, respecto al resto de la clase política y del estamento militar, 
en cuanto a los planteamientos y sacrificios necesarios para conseguir una paz pactada. También se ha criticado 
la lentitud del proceso, pues algunas leyes enfocadas a una mayor profundización de la democracia, como la ley 
de elección de alcaldes mediante el voto popular, fueron promulgadas cuando el M19 y el EPL ya habían roto la 
tregua. A todo esto, hay que sumar una situación económica poco favorable, lo cual dificultó la formulación de 
un programa socioeconómico sustancial que reforzará la iniciativa de paz del Gobierno. Otra explicación de este 
fracaso, es la que presentaba la propia negociación como parte de una estrategia de los grupos armados de 
oposición para reorganizarse y ganar la guerra. Según este punto de vista, tanto las FARC-EP como el M19 
consideraban que eran capaces de derrocar al Gobierno por la vía armada y, del mismo modo, las Fuerzas 
Armadas percibían cercana la derrota de la insurrección. Ambos sobredimensionaron su capacidad militar, pero 
esta sobrevaloración es la que provocaría que el M19 presentara una agenda de máximos en la negociación, 
que las FARC-EP percibieran el proceso de paz como un medio para ganar espacios políticos sin renunciar a la 
victoria militar y que las Fuerzas Armadas boicotearan el diálogo. La negociación política, condicionada por esta 
visión militarista de los protagonistas enfrentados, convertiría el proceso de paz en un fin en sí mismo y no en 
un espacio para concretar una solución pactada. 
 
A manera de conclusión, podemos considerar que los principales éxitos del Gobierno de Belisario Betancur en 
referencia al conflicto armado colombiano fueron, por un lado, evitar una posible ruptura del orden 
                                                           
18 Pearce, J. Colombia dentro del Laberinto. Ed. Altamir, Bogotá, 1992, p. 167. 
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constitucional a través de los procesos de paz, impidiendo que el movimiento guerrillero derrocara al Gobierno 
por la vía armada y, por otro lado, facilitar una relativa apertura del sistema democrático. 
 
Por otro lado, al igual que durante la anterior legislatura, las iniciativas de base que pedían el fin del conflicto 
estaban muy vinculadas al movimiento de defensa de los derechos humanos, un movimiento más antiguo que 
el de la paz y sobre cuya base éste último se organizó. A pesar de no encontrarse todavía en un momento de 
gran movilización social, aparecieron algunas organizaciones con capacidad de convocatoria nacional que 
realizaron marchas en apoyo a una solución negociada, como el Movimiento por la Vida en 1985, antecedente y 
precursor de la Semana por la Paz. No obstante, en relación a las negociaciones entre el Gobierno y las 
guerrillas, no hubo prácticamente participación ciudadana, puesto que los mismos sectores que boicoteaban el 
diálogo también impidieron la implicación de la sociedad civil. 
 
 

5. Virgilio Barco (agosto 1986 – agosto 
1990). Partido Liberal 
 

Virgilio Barco venía precedido por dos modelos infructuosos sobre cómo enfrentar la guerrilla: la visión 
militarista de Julio César Turbay Ayala, que la reforzó, y los procesos de paz de Belisario Betancur, que 
indispusieron a las Fuerzas Armadas y a la oligarquía, y que fortalecieron la organización entre las guerrillas que 
rehusaron la negociación o que la abandonaron y que conformaron la CNG. Los retos que se le presentaban al 
nuevo Gobierno eran, por un lado, superar la crisis de legitimidad y, por otro, la crisis de autoridad. En 
consecuencia, los principales objetivos del nuevo presidente de la República durante su mandato serían 
recuperar la legitimidad del Estado ante el pueblo y restaurar la autoridad de las instituciones públicas. Con 
estos propósitos y en relación con las organizaciones guerrilleras, a diferencia de Betancur, que perseguía tratar 
las causas objetivas y subjetivas de la conflictividad armada y, a diferencia de Turbay Ayala, que no consideraba 
las causas del conflicto como internas sino como externas, la política de este Gobierno se centró en las causas 
objetivas para buscar soluciones internas. La táctica del nuevo Gobierno se basó en intentar deslegitimar a los 
grupos armados de oposición y restar argumentos a la subversión para aislarlos de su base social. En este 
sentido, se intentó extender la presencia del Estado a las zonas del país donde prácticamente era inexistente, a 
la vez que se combinaba la lucha militar contra la guerrilla y se combatían las causas de la pobreza, 
especialmente en aquellas comunidades que daban un mayor apoyo al movimiento guerrillero. 
 
Bajo esta premisa, en agosto del 1986 se creó una Consejería Presidencial para la Reconciliación, Normalización 
y Rehabilitación, que sería el fundamento de esta nueva vía para la consecución de la paz en el marco de una 
política de “mano tendida y pulso firme” y que buscaría retomar el procedimiento iniciado con las FARC-EP, con 
las que el nuevo Gobierno tuvo una primera reunión en la que se pactó la aplicación de los Acuerdos de La 
Uribe. Del mismo modo, Virgilio Barco, en línea con su intención de reforzar y legitimar las instituciones del 
Estado, se propuso institucionalizar la negociación con la oposición armada y fundó la Consejería Presidencial 
de Paz. Este cambio de rumbo se complementaría con la ampliación y el fortalecimiento del Plan Nacional de 
Rehabilitación (formulado durante el mandato anterior), una estrategia de integración de las zonas más pobres 
y marginadas del territorio, que pretendía combatir las causas objetivas de la violencia guerrillera. En el mismo 
campo de actuación, se aprobaron nuevos planes enfocados a la lucha contra la pobreza, como fueron el Plan 
de Desarrollo Integral Campesino y el Plan de Erradicación de la Pobreza. Sin embargo, la vía reformista para 
acabar con las causas objetivas del conflicto no llegó a buen puerto debido a la limitación económica del Estado 
para luchar contra la pobreza, y a las trabas administrativas que suponía poner en funcionamiento y facilitar 
todos los recursos necesarios para afrontar esta empresa. El resultado final fue que ni la gran mayoría de 
reformas ni los planes de intervencionismo social, que además chocaban de pleno con las políticas de apertura 
económica del mercado colombiano, prosperaron. 
 
En la dinámica de este nuevo escenario de lucha contra la insurgencia se promulgó el Estatuto para la Defensa 
de la Democracia, también conocido como estatuto antiterrorista, que para una parte de la ciudadanía 
rememoraba el Estatuto de Seguridad de Turbay Ayala. La aprobación de este Estatuto fue la respuesta del 
Gobierno a unos primeros momentos de legislatura muy turbulentos, marcados por las luchas populares, la 
confrontación con los grupos armados de oposición, la guerra sucia y la sucesión de asesinatos, como el del 
candidato de la UP a la presidencia, Jaime Pardo Leal en octubre de 1987, el Procurador General, Carlos Mauro 
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Hoyos en enero de 1988, así como el mediático secuestro del candidato a la Alcaldía Mayor de Bogotá, Andrés 
Pastrana Arango, el mismo enero de 1988. El nuevo reglamento redefinía el concepto de orden público y se 
convertía en un instrumento de represión legal que criminalizaba formas legítimas de oposición social y política, 
puesto que se daba una definición ambigua y amplia del delito de terrorismo. Del mismo modo que durante el 
mandato de Turbay Ayala, el actual Estatuto dificultaba enormemente el acercamiento con las guerrillas y 
reflejaba la carencia de voluntad por parte del Gobierno de explorar la posibilidad de negociación. Como 
consecuencia directa de la aprobación del Estatuto, en el transcurso del año 1988, la represión pública y 
privada contra los movimientos populares fue muy dura, y no se frenó ni la expansión del paramilitarismo, ni 
del narcotráfico, ni se pudo detener el genocidio político contra la UP, ni los asesinatos de los portavoces de 
grupos de defensa de DDHH, líderes estudiantiles y de base. Ante la supuesta amenaza que representaban la 
izquierda y la oposición política para el orden establecido, se construyó un proyecto de extrema derecha que 
fue acompañado de una creciente actividad paramilitar y de una guerra sucia que perseguía el exterminio de 
los grupos de oposición legal y de las organizaciones sociales comprometidas con políticas por el cambio. Como 
respuesta directa, las organizaciones guerrilleras agrupadas en la CNG intensificaron su actividad y las FARC-EP 
acabaron rompiendo el alto el fuego decretado durante el Gobierno anterior19, lo que significaba el fin de un 
proceso iniciado en la época de Belisario Betancur y que, en teoría, estaba enfocado a la desmovilización y a la 
conversión política del grupo armado. Una vez rota la tregua, en septiembre de 1987 las FARC-EP se unieron a 
la CNG, que se refundó con el nombre de Coordinadora Guerrillera Simón Bolívar (CGSB), compuesta por las 
FARC-EP, ELN, M19, EPL, PRT, MAQL y MIR-PL. 
 
Pasados los dos primeros años de mandato, en los que la política del Gobierno no incluía ningún tipo de 
acercamiento con los diferentes movimientos armados, se produjo un nuevo escenario marcado por la captura 
por parte del M19 del candidato presidencial por el Movimiento de Salvación Nacional, Álvaro Gómez Hurtado, 
en mayo de 1988, que puso la cuestión de la paz sobre la mesa política y brindó una nueva oportunidad de 
entendimiento. A raíz de este hecho, y al margen del Gobierno, se convocó una pequeña cumbre política en la 
Nunciatura Apostólica de Panamá, en la que participaron líderes políticos y sociales, parte de la jerarquía 
eclesiástica y representantes del M19. Como resultado directo de esta cumbre, unos días después Álvaro 
Gómez Hurtado fue liberado y se convocó una nueva cumbre política en Bogotá, la Cumbre de Usaquén, un 
encuentro de todos los sectores que perseguían salir de la crisis política generada por el secuestro e impulsar 
una solución política al conflicto, lo cual implicó la creación de una Comisión de Convivencia Democrática para 
impulsar el diálogo entre contendientes. Este fue el punto de partida que facilitó el acercamiento entre el 
Gobierno y el M19. En ese momento se llegó a la 3ª cumbre de la CGSB, con los diferentes grupos guerrilleros 
muy divididos: las FARC-EP y el ELN enfrentados sobre las políticas a seguir y el M19 iniciando un proceso que 
acabaría en la ruptura de los acuerdos con la CGSB, la desmovilización, y la reconversión en partido político. 
Este cambio de rumbo del M19 marcaba un punto de inflexión para los otros grupos guerrilleros, que a 
excepción de las FARC-EP, el ELN y un pequeño sector del EPL, siguieron el mismo camino. En la 3ª cumbre, 
todas las guerrillas cedieron para llegar a un consenso y proponer al Gobierno un diálogo nacional sobre 
recursos naturales, soberanía nacional y humanización de la guerra. 
 
En un momento en que el pueblo colombiano clamaba por la necesidad de paz, el Gobierno no quiso quedarse 
al margen. Poco después de las propuestas de las cumbres de la CGSB y de Usaquén, y bajo la presión de las 
acciones unilaterales de la sociedad civil en pro de una salida negociada, en septiembre de 1988 el Gobierno 
lanzó como contrarréplica su propia iniciativa de paz, en la cual se formulaban unas exigencias básicas para 
emprender conversaciones que eran muy distantes a los planteamientos de la CGSB. Así pues, se establecía 
que, a cambio de una manifestación explícita de voluntad de paz por parte de los insurgentes, se iniciarían 
diálogos regionales para pactar la reincorporación de los guerrilleros a la vida civil, los cuales recibirían una 
ayuda económica para su reinserción, además de protección, concesión de indultos, así como facilitar su 
participación electoral y el acceso al Congreso. Esta iniciativa del Gobierno se acabó convirtiendo en el 
procedimiento general del Gobierno para gestionar las negociaciones con los diferentes grupos guerrilleros que 
se llevaron a cabo entre el 1989 y el 1994 (final del mandato de Virgilio Barco y todo el mandato de César 
Gaviria). Se trataba de una propuesta de desmovilización y de reincorporación a la vida legal sin entrar a 
cuestionar aspectos de índole política, social y/o económica, lo cual resultaba inaceptable para las guerrillas 
que se consideraban con la suficiente capacidad operativa como para continuar combatiendo al Estado a través 
de la lucha armada. 
 
                                                           
19 Ver el punto 1 de los Acuerdos de la Uribe en la p. 51. 
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En enero de 1989 se inició la negociación entre el M19 y el Gobierno, que acabaría con la firma del Acuerdo del 
Tolima, en el cual se concretaba la agenda y los acuerdos preliminares y de procedimiento del proceso a través 
de mesas de trabajo. Aunque esta iniciativa iba encaminada a la desmovilización y la reincorporación a la 
sociedad sin plantear grandes reformas, un mes después, las FARC-EP solicitaron la creación de una Comisión 
de Notables para explorar la voluntad de paz real del Gobierno. Posteriormente se abrió una etapa de 
conversaciones liderada por la Comisión, intermediaria entre las FARC-EP y el Gobierno, pero a pesar de todo, 
esta aproximación no condujo a un verdadero proceso de negociación. En el marco de esta nueva coyuntura, a 
principios de 1989 se convocó la 4ª cumbre de la CGSB, en la que los diferentes movimientos armados estaban 
divididos en tres posturas: el M19 como una organización en fase de desarme, el EPL, el MAQL, el PRT y las 
FARC-EP que tanteaban la posibilidad de una salida pactada, y el ELN que rechazaba esta posibilidad y solo 
estaba dispuesto a establecer contactos con el Gobierno para tratar temas específicos de política energética y 
humanización de la guerra. A partir de la siguiente cumbre solo permanecerían en la CGSB las FARC-EP, el ELN y 
un sector minoritario no desmovilizado del EPL. Las tres guerrillas mostraban su disposición a un proceso de 
solución política negociada, pero no en los términos planteados por el Gobierno de Virgilio Barco, puesto que 
consideraban que el diálogo no se tenía que ceñir solo al objetivo de reincorporar las guerrillas a la vida política 
institucional. Además, rechazarían el desarme y la desmovilización como factores condicionantes para el 
diálogo, tal como se estaba produciendo durante esta legislatura. 
 
El proceso con el M19 proseguía su curso y en noviembre de 1989 la mesa de trabajo entregó su producto final: 
el Pacto Político por la Paz y la Democracia, de elaboración conjunta entre el M19 y las fuerzas políticas con 
representación parlamentaria. Se trataba de un acuerdo que incluía aspectos constitucionales, electorales, 
socioeconómicos, de orden político, de justicia y de convivencia. El principal contratiempo de este pacto fue 
que la aplicación práctica de los puntos establecidos no avanzaba al ritmo previsto, lo que comportó que el 
M19 acabara aceptando varios acuerdos sin tener instrumentos concretos para su verificación. Para favorecer 
la desmovilización del M19 y del resto de guerrillas abiertas a pactar, el Congreso expidió en diciembre de 1989 
la Ley 77, que autorizaba al presidente a conceder indultos. Finalmente, en marzo de 1990 y fruto de las 
conversaciones entre el Gobierno y el M19, se firmó el Acuerdo político entre el Gobierno Nacional, los partidos 
políticos, el M-19, y la Iglesia Católica en calidad de tutora moral y espiritual del proceso, que oficializaba la 
desmovilización del movimiento guerrillero y la aplicación del indulto a todos sus miembros, así como la 
implementación de planes de seguridad y de reincorporación a la vida civil. En relación con este hecho y como 
contestación a las críticas sobre lo que algunos presentaban como la rendición de la guerrilla, el principal 
dirigente de la organización, Carlos Pizarro, destacaba que se adoptó una política de paz “a pesar de la 
mezquindad de la clase política, pues nuestra victoria es haber vencido el miedo a dejar las armas”20. 
Posteriormente, la organización pasó de la lucha armada a concertar con el Gobierno unos espacios de 
actuación política a partir de la fundación de Alianza Democrática M19 (AD-M19), un nuevo partido político que 
se presentó a las elecciones presidenciales de mayo del 1990. 
 
Existen muchas interpretaciones sobre estos acuerdos entre el Gobierno y el M19, que se acabarían 
extendiendo al MAQL, al PRT y a la plana mayor del EPL; pero podrían resumirse en dos. La primera, es que a 
nivel interno se trataría de guerrillas que se encontraban en un punto de debilidad militar y por eso la 
propuesta del Gobierno era de mínimos: desde esta perspectiva, se consideraría que el M19 era una fuerza 
vencida cuando inició los contactos, a diferencia de las FARC-EP y el ELN, militarmente muy activos. La segunda 
interpretación, es que en el programa político del M19 no se proyectaba el socialismo como meta final, sino 
objetivos más asimilables. Bajo esta circunstancia, se apostó por el campo de la política, un viraje que también 
estuvo muy influenciado por el incentivo adicional de la participación en la Asamblea Nacional Constituyente 
(ANC): dos procesos que se dieron de forma simultánea (la conversión en partido político del M19 y la 
formulación de la Constitución de 1991) y que se alimentaron recíprocamente. Por otro lado, no se puede 
entender todo este proceso sin tener en cuenta la coyuntura política internacional en un momento en que el 
bloque socialista estaba tambaleando, el sandinismo estaba a punto de caer derrotado en las urnas y el FMLN 
fracasaba en sus últimas ofensivas. En consecuencia, esta tesitura influyó al M19, MAQL, PRT y al sector 
mayoritario del EPL, puesto que considerarían que se encontraban ante la última oportunidad de obtener 
beneficios, ya que una vez finalizada la Guerra Fría, no se volverían a abrir las puertas a participar en la ANC. 
Otra explicación es la que ofrece Antonio Navarro Wolff, ex militante del M19 y candidato a presidente por AD-
M19 en las elecciones presidenciales de mayo de 1990, que afirma que: “A fines de la década de los 80, el M-19 
                                                           
20Alcántara, M. e Ibeas, J. M. (eds.). Colombia ante los retos del S.XXI: desarrollo, democracia y paz. Universidad de Salamanca, Salamanca, 
2001, p. 220.  
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había experimentado todas las modalidades de lucha, desde la guerrilla urbana hasta la organización de un 
pequeño pero macizo ejército revolucionario rural. Para entonces, estábamos convencidos de que la victoria de 
la revolución armada no era posible, porque cada ascenso militar nuestro era finalmente neutralizado por las 
Fuerzas Armadas. Pero sobre todo, porque la población colombiana no quería acompañar el esfuerzo 
guerrillero”. Y continúa más adelante: “De otra parte, Carlos Pizarro ya vislumbraba que el escalamiento de la 
guerra nos comprometería inevitablemente con las actividades del narcotráfico y la masificación del secuestro, 
para garantizar el flujo de recursos que demandaban los nuevos niveles del enfrentamiento militar, lo cual 
terminaría por degradar las armas de la revolución, según afirmó en diversas ocasiones”. Para finalizar, destaca 
que: “Claramente, fue mucho más que un proceso de reinserción. La paz era la herramienta que nos permitiría 
meternos con una fuerza que calculábamos grande, en la búsqueda del poder por vías legales”21. 

A medida que las elecciones presidenciales se aproximaban, se sucedieron una serie de acontecimientos que 
salpicaron la reciente desmovilización del M19. En poco más de un mes, entre marzo y abril de 1990, el 
candidato presidencial de la UP, Bernardo Jaramillo, fue asesinado, hecho que provocó la retirada del partido 
de las elecciones presidenciales de mayo, y poco después, el candidato a la presidencia de AD-M19, Carlos 
Pizarro, siguió la misma suerte. A pesar de la continuación de la guerra sucia, un nuevo candidato de AD-M19, 
Antonio Navarro Wolff, se presentó a las elecciones presidenciales de mayo de 1990, en las que se convirtieron 
en la tercera fuerza política con un 12,5% de los votos. La victoria fue para César Gaviria, candidato por el 
Partido Liberal. En estas elecciones también se votó un plebiscito para convocar una ANC que obtuvo más de un 
85% de aceptación. Teniendo en cuenta que durante toda la negociación el M19 había puesto énfasis en la 
necesidad de convocar una ANC, la posibilidad de poder participar, sumado a los buenos resultados obtenidos 
en las elecciones, sinónimo de un tránsito exitoso de la vía armada a la vía parlamentaria, dieron un impulso 
final al inmediato inicio de conversaciones entre el Gobierno y el PRT, el MAQL y la plana mayor del EPL, que 
culminarían en el siguiente mandato, con César Gaviria en el poder y la aprobación de la Constitución de 1991. 
 
A modo de conclusión y para destacar el aspecto más reseñable respecto a la pacificación del país, hay que 
mencionar que durante el mandato de Virgilio Barco se diseñó el primer modelo de negociación que desde la 
época del Frente Nacional consiguió subscribir acuerdos finales con algunas guerrillas. Un factor clave es que se 
tomaron en consideración los errores cometidos durante la anterior legislatura y, en consecuencia, se optó por 
un modelo único de negociación en el que se implicaron a las Fuerzas Armadas y al resto de partidos políticos, a 
diferencia del proceso de paz personalista y fragmentado de Belisario Betancur. 
 
En cuanto a la movilización por la paz por parte de la sociedad civil, se podrían considerar los mandatos de Julio 
César Turbay Ayala y Belisario Betancur como un periodo de gestación, siendo durante el mandato de Virgilio 
Barco el periodo en que empezó a presentar una mayor actividad. Cabe subrayar que el Gobierno no facilitó la 
implicación de la sociedad civil en los mecanismos oficiales de negociación a nivel nacional, pues estos fueron 
monopolizados por parte del Estado. Sin embargo, el espacio de actuación de la sociedad civil se desarrolló en 
el ámbito local y regional, produciéndose una serie de iniciativas orientadas a conseguir consensos y promover 
el diálogo con los grupos armados de cada zona. A nivel estatal, hay que destacar la manifestación estudiantil 
de agosto del 1989 conocida como la “marcha del silencio”, en protesta por la oleada de violencia que azotaba 
el país y marcada por el asesinato del líder liberal Luis Carlos Galán unos días antes. Como consecuencia directa 
de esta marcha y la proximidad de las elecciones legislativas de marzo de 1990, surgió el “movimiento de la 
séptima papeleta”, el cual abogaba por incluir una séptima papeleta en favor de la reforma constitucional a 
través de la convocatoria de una ANC, lo que era un claro reflejo de la exigencia de una democratización real 
del país en pro de la paz. Aunque era un voto no computable, se contabilizó de manera extraoficial: la votación 
masiva a favor de la reforma constitucional y su posterior validación, convirtieron este movimiento en el punto 
de partida de la Constitución de 1991. 
 
 
 
 
                                                           
21 Cepeda, F. et al. Haciendo paz: reflexiones y perspectivas del proceso de paz en Colombia. El Áncora, Bogotá, 2001, pp. 66-69. 
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6. César Gaviria (agosto 1990 – agosto 
1994). Partido Liberal 
 

César Gaviria, en cierto modo, representaba la continuidad respecto a la política Virgilio Barco. Seguía la misma 
senda de fortalecer y modernizar el Estado para recuperar su legitimidad, pero al igual que el gobernante 
precedente, no lo consiguió. Cuando el nuevo mandatario juró el cargo, por un lado, el M19 ya se había 
transformado en un partido político, y por otro, heredaba la iniciativa de paz del anterior presidente a la vez 
que acataba los aspectos previamente acordados con el EPL, el MAQL y el PRT. Asimismo, continuaba el 
proceso, iniciado con la aprobación en las urnas de la ANC durante el anterior Gobierno, para elaborar una 
nueva constitución y se convocaban elecciones el día 9 de diciembre para escoger a los 70 delegados de la 
asamblea. De los 70 constituyentes elegidos, la AD-M19 obtuvo 19 y la UP 2. Además, se autorizó la inclusión de 
cuatro constituyentes con voz, pero sin voto: dos por el EPL, uno por el PRT y otro por el MAQL, pues todavía no 
existían como partidos políticos, pero se encontraban en plenas negociaciones y ya desmovilizados cuando se 
aprobó la nueva constitución colombiana en julio de 1991. El nuevo presidente instrumentalizó la coyuntura 
política favorable a raíz de la convocatoria de la ANC, sumado al éxito electoral de la AD-M19 en las elecciones 
a la constituyente de diciembre de 1990, como un elemento de persuasión para exponer la viabilidad y las 
ventajas de una solución política, y así conseguir adelantos en las negociaciones, que, por separado, se llevaban 
a cabo con los tres movimientos guerrilleros. Finalmente, se firmó un acuerdo final con el PRT en enero de 
1991, con la plana mayor del EPL en febrero de 1991, con el MAQL en mayo de 1991, y más adelante, en marzo 
de 1992, con los Comandos Ernesto Rojas, una escisión del sector del EPL que no se había desmovilizado y que 
se acogía a los mismos acuerdos subscritos por el EPL. Estas negociaciones se basaron en el modelo de 
negociación del M19, con algunas variaciones en cuanto al compromiso del Gobierno para aplicar programas de 
desarrollo regional en las zonas de influencia de cada uno de los grupos armados. En su conjunto, se negociaron 
la participación política (tanto en la Constituyente como en las elecciones), aspectos de justicia, de derecho y de 
orden público, y también garantías sociales y jurídicas para los exguerrilleros (indulto, programas de reinserción 
y una serie de subsidios). En el caso del MAQL se siguió la misma base de los acuerdos subscritos con el PRT y el 
EPL, pero enfatizando la vertiente indígena (derechos indígenas). Para impulsar el tránsito a la vida civil de los 
excombatientes se creó una Comisión Asesora de Reinserción conformada por miembros del sector privado, 
nombrados por el presidente de la República mediante decreto, y que tenía como mandato principal asesorar al 
Gobierno sobre la reincorporación a la sociedad de todos los guerrilleros beneficiados por el indulto o la 
amnistía y coordinar el apoyo del sector privado a este proceso. 
 
Respecto a estos acuerdos finales y como interpretación de lo que representaron, es interesante destacar las 
siguientes consideraciones, que, en mayor o menor medida, son compartidas por la mayoría de los estudiosos 
del conflicto: “Entregaron sus armas a cambio de cuotas de poder; escoltas y dinero pactado con fundaciones y 
microempresas sin poner encima de la mesa grandes compromisos para solucionar los problemas sociales. Los 
acuerdos específicos que cada grupo firmó con el Gobierno de turno fueron en gran parte incumplidos y la 
reinserción de los guerrilleros desmovilizados, en el sentido social y de atención directa, no solo fue débil y 
desorganizada sino, en muchas casos, menospreciada por los dirigentes de sus organizaciones por lo que 
tuvieron que buscar suerte desde la venta callejera hasta los asaltos bancarios dado que no contaron con 
mecanismos de incorporación social y permanecen excluidos de la sociedad que por un día, cuando entregaron 
las armas, les acogió con los brazos abiertos y luego les ha dado con la puerta en las narices. Con la perspectiva 
que da el tiempo, una revisión de aquellos pactos trae una conclusión: no fueron ni los más adecuados ni el 
mejor modelo puesto que de lo único que se trataba era de una paz entendida como renuncia a las armas 
sin cambios estructurales de calado.”22 
 
En cuanto a las guerrillas que no entraron en la negociación, desde la llegada al poder de César Gaviria se 
produjeron una serie de contactos con la CGSB que acabarían fracasando, fundamentalmente por tres razones: 
en primer lugar, debido a las discrepancias internas entre las FARC-EP y el ELN dentro de la CGSB; en segundo 
lugar, porque como condición para establecer un diálogo formal, las guerrillas exigían aplazar las elecciones 
constitucionales del 9 de diciembre de 1990 en las cuales se elegirían a los delegados correspondientes para 
reformar la constitución y en las que aspiraban a participar; y por último, porque a diferencia de las guerrillas 
                                                           
22 Alcántara, M.; Ibeas, J. M. (eds.). Colombia ante los retos del S.XXI: desarrollo, democracia y paz. Universidad de Salamanca, Salamanca, 
2001, p. 211. 
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que se encontraban plenamente inmersas en un proceso de paz bajo los principios de la iniciativa de Virgilio 
Barco, la CGSB perseguía un acuerdo basado en la justicia social. Con todo, y ante la imposibilidad de 
entendimiento mutuo, el Gobierno optó por acelerar las negociaciones en marcha con la pretensión de aislar a 
las guerrillas que no participaban en las mismas, así como decidió no aplazar las elecciones constitucionales. 
Todo esto hizo perder protagonismo a los grupos armados de oposición que conformaban la CGSB, mientras las 
guerrillas desmovilizadas o en proceso de desmovilización centraban la atención del país al participar 
activamente en el proceso constituyente. Finalmente, el mismo día de las elecciones para escoger la ANC, las 
Fuerzas Armadas pusieron en marcha la Operación Casa Verde, que acabaría con la destrucción del cuartel 
general de las FARC-EP en un intento de eliminar su Secretariado, lo cual podría considerarse como una 
declaración de guerra del Gobierno a la guerrilla. A partir de este momento cambió la dinámica del conflicto y 
entró en una fase de guerra abierta entre el Gobierno y los grupos rebeldes agrupados en la CGSB, al mismo 
tiempo que el ministro de Defensa, en una declaración de gran belicosidad, afirmó que exterminarían a la 
guerrilla en un periodo máximo de dieciocho meses. Sin embargo, esta operación activó toda la maquinaria de 
guerra de las FARC-EP, y a principios del año 1991 llevaron a cabo la mayor escalada de actividades 
militares de su historia, con graves consecuencias para la economía del país, pues pretendían hacer ostensible 
su potencial militar para forzar al Gobierno a negociar. 
 
Durante el transcurso de esta guerra abierta se produjeron episodios como la toma pacífica y simbólica por 
parte de tres miembros de la CGSB23 de la embajada de Venezuela, en abril de 1991, para manifestar sus 
intenciones de entablar conversaciones de paz, lo cual no fue aceptado por el Gobierno al considerarlo un acto 
de fuerza mayor que invalidaba cualquier intento de negociación. Sin embargo, se abrió una fase exploratoria 
que empujó a la administración Gaviria a presentar su nuevo plan gubernamental: la Estrategia Nacional contra 
la Violencia, que, entre otros aspectos, hacía un llamamiento al diálogo sin excluir el uso de la fuerza y 
establecía como resultado final la desmovilización y la reinserción de los guerrilleros a la sociedad. A este nuevo 
plan gubernamental le siguió una reunión exploratoria entre la CGSB y el Gobierno en mayo de 1991 en Cravo 
Norte, departamento de Arauca, donde se firmó el Acuerdo de Cravo Norte, que establecía la apertura oficial 
de conversaciones directas a partir del día primero del mes siguiente en Caracas. Al poco tiempo de iniciarse los 
contactos, los contendientes anunciaron la Declaración de Caracas, en la que se fijaba una agenda del temario a 
tratar: búsqueda de una fórmula de cese el fuego bilateral, vincular este proceso con la ANC, acciones contra 
los grupos paramilitares y contra su impunidad, DDHH y derechos de las minorías étnicas, recursos naturales, 
reformas económicas, ejercicio de la actividad política, veeduría del proceso de paz y la propia metodología de 
la negociación. También se concretaba que se tenía que contar con la presencia de observadores 
internacionales y con la participación de la Iglesia Católica, en su papel de tutora moral y de mediación, 
cumpliendo el mismo rol de la experiencia precedente con el M19. Sin embargo, tal como sucedió durante el 
anterior mandato, no se vehiculó la participación oficial de la sociedad civil y sus actividades se siguieron 
desarrollando en un nivel más regional y local. Después de cuatro rondas de diálogos entre junio y noviembre y 
una breve interrupción entremedias a causa del desacuerdo sobre el alto el fuego, la negociación se trasladó a 
Tlaxcala (México) debido al intento de golpe de estado en Venezuela de febrero de 1992. Hasta entonces, el 
balance no era esperanzador: existían graves dificultades para llegar a un punto en común en aspectos como 
paramilitarismo, secuestros, ubicación de la guerrilla y presencia de la fuerza pública. Se ha llegado a apuntar 
que la falta de entendimiento entre ambas partes radicaba en que creían más en las armas que en las palabras. 
El proceso negociador continuó a partir de marzo en Tlaxcala, pero el cambio de lugar no supuso una variante 
en el núcleo de la discrepancia: la conveniencia de acordar una tregua. Lo que para el Gobierno era un requisito 
para avanzar, para la CGSB era un resultado; primero se tendrían que discutir aspectos económicos, políticos y 
sociales, puesto que, y marcando una diferencia respecto a los procesos anteriores, se consideraba la lucha 
armada como una consecuencia del conflicto en Colombia y no como una causa. El Gobierno era reticente a 
estas exigencias, pues entendía que después de la aprobación de la nueva Constitución no había necesidad de 
más reformas, pero la CGSB, que no había participado en la elaboración de la misma, no compartía este 
punto de vista. La naturaleza de las discrepancias era de tal entidad que las conversaciones de Caracas-
Tlaxcala difícilmente podían llegar a buen puerto. 
 
La muerte por infarto del antiguo ministro Argelino Duran Quintero, retenido por el EPL, marcó el desenlace 
final. Al hacerse pública su defunción, las negociaciones quedaron rotas y no se celebraron las siguientes rondas 
previstas. A pesar de la intermediación de la Iglesia para que se volviera a la mesa de diálogo y el anuncio 
conjunto de la CGSB y el Gobierno para reiniciar los contactos antes del 31 octubre de 1992, este nuevo 
                                                           
23 Uno de las FARC-EP, uno del ELN y uno del EPL. 
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encuentro no se produjo por varios motivos. Por parte del Gobierno, se consideraba que era más eficiente 
negociar con cada guerrilla por separado que en bloque; además, hay que tener en cuenta la presión de los 
militares, que apostaban por la vía militar. Por parte de las guerrillas, las objeciones versaban sobre la negativa 
del Gobierno para emprender diálogos regionales, la guerra sucia y la intención de aplicar un modelo de 
negociación similar a los precedentes, situando el punto de partida en la desmovilización y el desarme, cuando 
para la CGSB era el punto de llegada. Además, el Gobierno planteaba el proceso de paz como un asunto a tratar 
únicamente con la CGSB, mientras que desde la CGSB se pretendía incluir a toda la nación en su conjunto. Otro 
factor clave fue la falta de cohesión del movimiento guerrillero. Las tres organizaciones (FARC-EP, ELN y EPL) 
estaban unidas en su voluntad de negociar, pero no tenían un discurso unificado, de forma que se trataba de 
una discusión muy compleja en la cual, a pesar de las proclamas de unidad, había tres voces disonantes. 
Finalmente, en octubre de 1992 el Gobierno daba por roto el proceso de paz y declaraba la “guerra integral” a 
los grupos armados de oposición, en un momento histórico (reciente caída de la URSS) en que se veía posible su 
derrota. Se le denominó “guerra integral” porque iba más allá del plano puramente militar, pues pretendía 
aislar a la guerrilla de sus bases sociales, en un esfuerzo para deslegitimarla y restarle carácter político. 
 
Pasado un mes, y después de que las FARC-EP matarán a 26 policías en Orito (Departamento del Putumayo), el 
Gobierno declaraba el estado de “conmoción interior”, que se prorrogó varias veces hasta convertir los 
decretos emitidos durante su vigencia en leyes permanentes. Esta nueva situación comportó la prohibición a las 
autoridades municipales y regionales de contactar con la guerrilla, a los medios de comunicación de publicar 
sus actividades o comunicados, unos beneficios a delatores y desertores, el control de cuentas bancarias, la 
creación del impuesto de guerra, etc. Fue un periodo que se prolongó hasta la finalización del mandato de 
Gaviria y que se caracterizó por la agudización de la guerra sucia, el fortalecimiento de la inteligencia militar, la 
concesión de carta blanca a los militares, el aumento de detenciones arbitrarias, las torturas, los procesos 
arreglados, el aumento del paramilitarismo y una serie de sucesos y de medidas en el marco de este asedio 
militar y judicial a la insurgencia que supuso una judicialización del conflicto armado. A pesar de que las 
organizaciones sociales y los movimientos populares quedaron muy debilitados, las guerrillas con mayor 
capacidad operativa no fueron doblegadas, de forma que el período que comprende desde la ruptura de las 
negociaciones hasta el Gobierno de Samper, se puede considerar como un momento álgido del conflicto 
armado colombiano. En contraste, durante el último medio año de legislatura, en plena guerra integral y bajo el 
manto de la segunda fase de la Estrategia Nacional contra la Violencia, se firmaron una serie de acuerdos 
finales con guerrillas menores, siguiendo los modelos utilizados con el EPL, el PRT y el MAQL. Fue el caso de la 
Corriente de Renovación Socialista, escisión del ELN que firmó un acuerdo en abril de 1994, seguido un mes 
después por el Acuerdo para la Convivencia Ciudadana entre el Gobierno y las Milicias Populares del Pueblo y 
para el Pueblo, las Milicias Independientes del Valle de Aburrá y las Milicias Metropolitanas de la ciudad de 
Medellín, y finalmente, en junio de 1994 se firmó un acuerdo con el Frente Francisco Garnica, escisión del 
sector del EPL que no se había desmovilizado en 1991. 
 
Como síntesis de lo que se ha expuesto sobre el mandato de César Gaviria podemos destacar dos hechos 
fundamentales, estrechamente relacionados, sobre la problemática de la paz: los acuerdos finales con varias 
organizaciones guerrilleras y la Constitución del 1991. Lo primero a destacar es que ninguno de los dos grupos 
armados de oposición más importantes, las FARC-EP y el ELN, tuvieron representación en la ANC, y a pesar de 
que el proceso de aprobación de la Constitución impulsó las negociaciones en marcha, como contrapartida se 
perdió la oportunidad histórica de incorporar a estos dos actores clave en un modelo de negociación 
difícilmente reproducible. En cuanto a la nueva Constitución, se habían generado muchas expectativas sobre la 
posibilidad que favoreciera la finalización del conflicto armado, pues se establecían una serie de mecanismos 
transitorios que autorizaban al Gobierno a crear circunscripciones especiales de paz, a nombrar congresistas a 
miembros de los grupos insurgentes que habían abandonado las armas, a instaurar mecanismos para facilitar la 
desmovilización, el desarme y la reinserción a la vida civil de los excombatientes, y con la misma finalidad, a 
declarar indultos y amnistías. Con todo, y a pesar de que se habían habilitado nuevos mecanismos de 
protección de derechos y de apertura a la participación política, se mantenía el estado de excepción, no se 
tocaba el status quo de las Fuerzas Armadas y no se abordaba la reforma de la Justicia. Además, en la práctica y 
por muy ambiciosos que fueran los textos, quedarían en papel mojado si las élites dominantes no tenían la 
voluntad política de aplicarlos. También cabe destacar, en relación con las conversaciones con la FARC-EP, una 
doble tendencia que se repetiría en los próximos Gobiernos. Por un lado, se dialogó sin condiciones previas y en 
medio de la confrontación armada, esquema que se mantuvo hasta el presidente Pastrana y posteriormente 
con el presidente Santos. Y, por otro lado, la participación internacional se intensificó a varios niveles: como 
países anfitriones de las conversaciones de paz, como testigos internacionales y como garantes. 
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Por lo que se refiere a la sociedad civil, fue durante esta legislatura que se asistió a una eclosión del movimiento 
por la paz. Los procesos de negociación y desmovilización de las guerrillas durante esta etapa, junto con la 
reforma constitucional de 1991, son dos hechos que marcaron este mandato y que repercutieron e impulsaron la 
movilización por la paz24. Así pues, durante este Gobierno, y a diferencia del anterior, se asistió a un incremento 
de la movilización social a favor de los procesos de paz en marcha, en apoyo a los acuerdos finales logrados con 
varias guerrillas y en defensa de la vida. Más allá de Bogotá, hubo acciones a nivel regional en las zonas más 
afectadas por la violencia, como fue el Pacto social por el desarrollo y la paz en Urabá, la campaña Medellín en 
Paz y la gran Marcha por la Vida en Cali, y también a nivel nacional, como el movimiento Viva la Ciudadanía. No 
obstante, la participación de la sociedad civil en los mecanismos oficiales de negociación seguía siendo escasa, 
puesto que desde la Presidencia se presentaba como un campo reservado al Gobierno y a la guerrilla, lo que no 
impidió que persistieran los diálogos a nivel local con el movimiento guerrillero. Ante la ruptura de las 
negociaciones de Caracas-Tlaxcala, el movimiento por la paz multiplicó sus actuaciones en rechazo a la violencia 
y en favor de la pacificación del país. Proliferaron las iniciativas y aparecieron nuevas organizaciones, a destacar: 
el Comité de Búsqueda de Paz, que englobaba un importante número de organizaciones sociales y ONG, y la Red 
Nacional de Iniciativas por la Paz y contra la Guerra (REDEPAZ), una entidad articuladora de las movilizaciones a 
nivel regional, que entre otras actividades promovió la Semana por la Paz, un espacio de reflexión que buscaba 
visibilizar el esfuerzo ciudadano en la construcción de la paz y que se convertiría en una actividad anual. Estas 
asociaciones aglutinaron buena parte del esfuerzo de los sectores de la sociedad civil en pro de las negociaciones 
y de la resolución pacífica del conflicto armado, así como favorecieron el acercamiento entre contendientes y 
promulgaron nuevas propuestas de paz. 
  
Por último, como consecuencia directa de la nueva Constitución, cabe destacar la liberalización de la política 
colombiana: el régimen democrático mejoró cualitativamente, se amplió el reconocimiento de los derechos 
civiles y políticos, además del reconocimiento de los derechos ancestrales de los indígenas y afrodescendientes, 
lo cual facilitó el surgimiento de iniciativas políticas por parte de estos colectivos y el desarrollo de experiencias 
de resistencia civil no violenta. También surgieron varias iniciativas que, desde el ámbito local, exigieron el 
respecto al DIH, tanto en relación con los pueblos indígenas, las comunidades afrodescendientes o campesinas, 
como con los desplazados que retornaban a su hogar. 
 

7. Ernesto Samper (agosto 1994 – agosto 
1998). Partido Liberal 
 

Este Gobierno inició la legislatura con la intención de restablecer contactos con todos los grupos guerrilleros en 
el marco de una política de paz integral y diálogo útil, que reconocía el carácter político del conflicto armado y 
de las guerrillas, y que pretendía superar los procesos precedentes centrados en la desmovilización y la 
reinserción de los combatientes. La experiencia de Caracas-Tlaxcala demostraba que no se podía pretender 
llegar a un acuerdo de paz con las FARC-EP y el ELN sin efectuar transformaciones políticas, económicas y 
sociales profundas. Siguiendo el modelo del anterior Gobierno, se propuso dialogar en medio del conflicto, sin 
condiciones previas y, como novedad, contar con la participación activa de la sociedad civil para una 
negociación unificada y nacional. Bajo esta premisa, se transformó la Consejería para la Paz en el Alto 
Comisionado para la Paz, como una forma de dar mayor relevancia a la búsqueda de la paz e impulsar los 
contactos entre el Gobierno y las guerrillas. Sin embargo, la experiencia socialdemócrata de Samper no duró ni 
un año, lo cual entorpeció este proyecto de negociación con el movimiento guerrillero. A mitad del 1995, la 
administración Samper entró en una profunda crisis política al destaparse la penetración del narcotráfico en 
todas las esferas gubernamentales. El mismo Presidente quedaba gravemente salpicado. El escándalo originó el 
llamado “Proceso 8.000”, que deslegitimó la autoridad del Estado y de sus instituciones frente a la ciudadanía. 
La situación se deterioró rápidamente: se produjo una crisis interna en el Alto Comisionado para la Paz y al 
finalizar el primer año de mandato su presidente renunció. Esta crisis política e institucional llevó al Gobierno a 
declarar el Estado de Conmoción Interior, que recortó los derechos de la ciudadanía. Del mismo modo, la 
coexistencia de una doble percepción por parte del Estado respeto al tratamiento del conflicto armado acabó 
convirtiéndose en un grave problema que marcó la gestión de la búsqueda de la paz durante esta legislatura: 
por una parte, el Gobierno impulsaba la vía de la negociación política y, en contradicción, las Fuerzas Armadas 
                                                           
24 Ver gráfico p. 59. 
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la saboteaban constantemente. En la práctica, la falta de legitimidad de Samper, obligó al estadista a ceder 
frecuentemente a los intereses del estamento militar. En consecuencia, las posibilidades de acercamiento entre 
el Gobierno y los grupos armados de oposición se desvanecieron y el Ejército inició una ofensiva militar y 
propagandística en la que se negaba el carácter político de la guerrilla25: no en vano, esta es la época en que se 
acuña el término peyorativo de narcoguerrilla. A pesar de esta ofensiva por parte del Ejército, las FARC-EP y el 
ELN vivían un momento de gran crecimiento, a diferencia del EPL, y aunque la CGSB formalmente seguía 
existiendo, en realidad cada organización actuaba de manera autónoma e independiente según sus propuestas 
y programas. 
 
Aun así, durante esta legislatura y sin detener la ofensiva militar, se buscaron acercamientos con las FARC-EP: 
se trataron aspectos como el DIH, la participación de la sociedad civil, la concesión de salvoconductos para los 
portavoces de la guerrilla y la creación de una Comisión Interinstitucional para investigar los asesinatos de los 
dirigentes de la UP. Con todo, existían serios obstáculos para iniciar una negociación. Entre los cuales cabe 
destacar: el posicionamiento del Gobierno respecto a los paramilitares, la falta de acuerdo sobre la 
desmilitarización de una zona del territorio para iniciar las conversaciones y la negativa a cualquier tipo de 
diálogo regional, puesto que el Gobierno apostaba por una negociación unificada y nacional. Pero sin duda, el 
mayor obstáculo para las FARC-EP era la falta de legitimidad del Gobierno. La inviabilidad de los contactos con 
las FARC-EP, en una coyuntura en la que se alentaba la participación de la sociedad civil, favoreció la aparición 
de nuevas iniciativas desde sectores no gubernamentales que recibieron el encargo por parte de la 
administración Samper de explorar posibles alternativas para lograr una solución estable y duradera al conflicto 
armado. Fue el caso de la Comisión de Conciliación Nacional, que inició un diálogo abierto con las FARC-EP 
inspirado en los modelos de negociación implementados en El Salvador y en Guatemala. A pesar de todo, 
durante el mandato de Samper no se produjo ningún avance significativo. La excepción fue el Acuerdo 
Humanitario de Remolinos del Caguán para la liberación de setenta prisioneros capturados en agosto de 1996 
en el ataque de las FARC-EP a la base militar de Las Delicias (departamento del Putumayo). Se desmilitarizaron 
cinco municipios para garantizar la total seguridad en la entrega de los capturados y, a través de la 
intermediación del CICR y ante la presencia de observadores internacionales, se liberaron los prisioneros en 
Cartagena del Chairá (departamento del Caquetá). Un acto que supuso un triunfo político para las FARC-EP, 
aunque el Ejército respondió asesinando a algunos miembros de los consejos municipales del área 
desmilitarizada. Se trataba del primer acuerdo humanitario entre Gobierno y guerrilla, y marcaba un 
precedente respecto a los acuerdos humanitarios del siguiente mandato. En cuanto a los contactos entre el 
Gobierno y las FARC-EP, cabe resaltar que, en los últimos meses del mandato de Samper, Andrés Pastrana, 
como nuevo presidente electo, visitó el campamento del Secretariado de las FARC-EP para una entrevista 
personal con Manuel Marulanda (Comandante en Jefe de las FARC-EP). Como consecuencia directa de este 
encuentro se asentaron las bases para iniciar un futuro proceso de paz: la desmilitarización de cinco municipios 
(Mesetas, La Uribe, La Macarena y Vista Hermosa, en el departamento del Meta y San Vicente del Caguán en el 
departamento del Caquetá), el reconocimiento del estatus político de las FARC-EP y la condición de 
representantes políticos a sus negociadores, y la aceptación por parte del Gobierno de dos exigencias de la 
guerrilla: una negociación en el territorio nacional y el orden del temario a tratar. 
 
En cuanto al ELN, desde un primer momento autorizó a sus portavoces, Francisco Galán y Carlos Arturo 
Velandia, alias “Felipe Torres”, para iniciar desde la prisión un proceso de consultas con el Gobierno. 
Seguidamente, empezó un diálogo con el Alto Comisionado para Paz, que quedó interrumpido al estallar el 
escándalo que culminó con el Proceso 8.000. Sin embargo, el ELN siempre mantuvo una actitud exploratoria, a 
pesar de que no se llegó a concretar en una negociación oficial, al valorar que el proceso negociador era con el 
Estado, independientemente de quien estuviera al cargo del Gobierno de la nación, a diferencia de las FARC-EP, 
que consideraban la ilegitimidad de la autoridad estatal durante esta legislatura como un impedimento 
insalvable. Las conversaciones de paz del ELN durante esta época se llevaron a cabo fundamentalmente con 
representantes de la sociedad colombiana. En su tercer congreso de junio de 1996 formuló su propuesta de 
Convención Nacional de base amplia para discutir los problemas políticos, sociales y económicos de Colombia. 
El objetivo de esta convención era crear un escenario en el cual pudieran participar todos los sectores de la 
sociedad (Iglesia, entidades políticas, organizaciones sociales, gremios, intelectuales, etc.), así como la 
comunidad internacional, en la búsqueda de propuestas para construir una solución nacional al conflicto 
armado, para posteriormente entrar en conversaciones directas con el Gobierno. En esta línea, durante el 
                                                           
25 Durante el mandato de Samper, Luis Alberto Villamarín Pulido (coronel de la reserva activa del ejército colombiano) publicó El cartel de las 
FARC, que se convirtió en uno de los textos de referencia para sustentar las tesis del Ejército.   
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último año de esta legislatura y fruto de las gestiones avanzadas por la Comisión de Conciliación Nacional, la 
Oficina del Alto Comisionado para Paz y con el apoyo del Gobierno de España, se firmó en febrero de 1998 el 
Pre-Acuerdo de Palacio de Viana entre delegados del Gobierno y del ELN. El Gobierno, el grupo guerrillero y la 
Comisión de Conciliación Nacional, acordaron las bases para la convocatoria de una Convención Nacional para 
Paz, la Democracia y la Justicia Social, y se preveía una reunión preparatoria para establecer la temática, el 
procedimiento y los participantes. La filtración del preacuerdo a la prensa española y colombiana a pocos 
meses de las elecciones presidenciales de 1998, fue considerada como un acto de conveniencia electoral por 
parte del ELN, que decidió disolver la reunión preparatoria: el preacuerdo quedó congelado sin haber sido 
ratificado. En un último intento por parte del Gobierno se ofreció la amnistía y el indulto a las guerrillas como 
contrapartida a su disposición a entrar en negociaciones efectivas. Este anuncio fue tomado por el movimiento 
insurgente como una maniobra puramente táctica y con fines electoralistas, sin implicar una voluntad real de 
emprender un proceso de paz, y respondieron pidiendo el boicot al proceso electoral. 
 
Durante los últimos meses del mandato de Samper, y con Pastrana como presidente electo, el ELN, miembros 
de la sociedad civil colombiana y el Comité Nacional de Paz, con el apoyo de las Conferencias Episcopales de 
Alemania y Colombia, subscribieron el Acuerdo de Puerta del Cielo26 en julio de 1998, en la ciudad alemana de 
Maguncia. Este acuerdo era el fruto de la conjunción del proceso de implicación de la sociedad civil, como actor 
en la exploración de alternativas para la resolución del conflicto armado, y la iniciativa de Convención Nacional 
del ELN. Este pacto entre una parte de la sociedad civil y la guerrilla se fundamentaba en dos pilares básicos: el 
respeto del DIH y la apuesta por una salida política negociada. En este sentido, se constituyó una agenda inicial 
para humanizar la guerra y se instauraron las bases para el diálogo en el marco de una Convención Nacional 
que pudiera conducir a un acuerdo de paz con justicia social. Este compromiso comportó el reconocimiento de 
los representantes de la sociedad civil como sujetos interlocutores en los procesos de construcción de paz en 
Colombia. En cuanto a los paramilitares (agrupados en las Autodefensas Unidas de Colombia, AUC), tomando 
como referencia el Acuerdo de Puerta del Cielo, establecieron contactos con colectivos ciudadanos a finales de 
junio de 1998. A raíz de estos acercamientos se firmó el Acuerdo del Nudo de Paramillo entre el Consejo 
Nacional de Paz, miembros de la sociedad civil y las AUC. Un acuerdo que planteaba una agenda mínima de 
negociación entre las AUC y el Gobierno para tratar cuestiones de índole política, económica y social, y que 
hacía un llamamiento a la paz negociada, al respeto de los DDHH y del DIH. Ambos acuerdos, tanto con el 
ELN como con las AUC, recibieron duras críticas por su incumplimiento. 
 
Como conclusión de lo que supuso este mandato respecto a la pacificación de Colombia, cabe resaltar que un 
Gobierno débil, sin grandes apoyos y enfrentado con la institución militar, tenía pocas posibilidades de 
conseguir progresos, con la excepción del Acuerdo Final en julio del 1998 con MIR-COAR, basado en el modelo 
del anterior Gobierno, y la primera experiencia de desmovilización de un sector de los grupos paramilitares en 
Puerto Boyacá y Córdoba. A pesar del fracaso en los diálogos con la insurgencia por parte del Gobierno, se 
produjeron varios hechos remarcables a favor de la paz. En primer lugar, hay que destacar la creciente 
importancia de la sociedad civil como actor en la construcción de la paz en Colombia, que venía a llenar el vacío 
dejado por el Estado y que firmó acuerdos con el ELN y las AUC. Igualmente, la participación de la comunidad 
internacional era cada vez más activa, una dinámica en ascenso desde el Gobierno anterior y que se consolidó 
durante este mandato con la intermediación del Gobierno español en el encuentro entre el ELN y el Gobierno 
colombiano, y la colaboración de Alemania, como país anfitrión, en el Acuerdo de Puerta del Cielo entre el ELN, 
miembros de la sociedad civil y el Comité Nacional de Paz. 
 
En relación a la actividad de la sociedad civil, muy marcada por la ilegitimidad y debilidad del Gobierno, así 
como por la crisis de la Oficina del Alto Comisionado para Paz, cabe subrayar la movilización para ofrecer 
alternativas dentro de los mecanismos de negociación oficial, como fue el caso de la creación por parte del 
gobierno de la Comisión Facilitadora de Paz para las negociaciones con el Movimiento Jaime Bateman Cayón en 
julio de 1995 o, un mes después, el apoyo del Presidente a la propuesta del presidente de la Conferencia 
Episcopal de Colombia para convocar una Comisión de Conciliación Nacional. Se trataba de una entidad 
independiente, integrada por sectores diversos de la población colombiana (Iglesia Católica, gremios 
económicos, políticos, intelectuales y representantes de los medios de comunicación), que buscaba soluciones 
políticas al conflicto armado a través de la promoción de una Política Nacional y Permanente de Paz, así como 
participar en las negociaciones y facilitar el acercamiento entre el Gobierno, las guerrillas y las Autodefensas. Al 
final del mandato de Samper, esta participación de la sociedad civil se institucionalizó con la creación del 
                                                           
26 Ver texto integral de los Acuerdos de Puerta del Cielo en la p. 53. 
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Consejo Nacional de Paz, que se convertía en una nueva instancia consultiva y asesora del Gobierno enfocada a 
la consecución de la paz. A los intentos por parte del Gobierno de incluir a la sociedad civil en los mecanismos 
oficiales de negociación, hay que añadir la actividad independiente de varios colectivos ciudadanos 
(especialmente activos a partir de 1993 con la declaración de “guerra integral” a las guerrillas del Gobierno 
anterior). La crisis política desencadenada por el Proceso 8.000 provocó una crisis de legitimidad del Gobierno 
para liderar las negociaciones con la oposición armada, la cual fue aprovechada por miembros de estos 
colectivos para adquirir mayor protagonismo político y aumentar su margen de actuación, supliendo, en gran 
parte, el papel del Estado en este ámbito. No es extraño, por lo tanto, que en este periodo se produjeran 
movilizaciones masivas27 y que se mejorara de manera significativa la organización de los movimientos 
pacifistas. Así pues, por ejemplo, en el último mes de esta legislatura se constituyó la primera Plenaria de la 
Asamblea Permanente de la Sociedad Civil por la Paz, que participó en el comité preparatorio de la Convención 
Nacional propuesta por el ELN, en el marco del Acuerdo de Puerta del Cielo. Se trataba de un instrumento 
creado desde la sociedad civil en el cual estaban representadas todas las regiones, sectores sociales y 
organizaciones que formulaban propuestas sobre temas varios relacionados con la construcción de la paz. 
Igualmente, y de manera independiente, tal como ya sucedía desde el mandato de Virgilio Barco, continuaron 
los diálogos regionales con los grupos armados, a los cuales se añadieron espacios de trabajo por la paz a nivel 
municipal y provincial, como, por ejemplo, la Jornada de Neutralidad Activa en Medellín. 
 
A nivel de expresión popular, sobresale el Mandato de los Niños por la Paz que surgió en mayo de 1996, cuando 
varias organizaciones nacionales e internacionales se unieron para enaltecer el papel de los niños y de las niñas 
como actores capacitados para participar en los asuntos que les afectaban. Después de unos meses de 
formación en los derechos de los niños y de las niñas consagrados en la Convención sobre los Derechos del 
Niño, se programó, previo acuerdo con la Registraduría Nacional del Estado Civil, una votación para finales de 
octubre del mismo año, en la que los niños y las niñas escogieron el derecho que consideraban más importante. 
Como consecuencia directa del éxito de esta iniciativa, con 2.7 millones de votos, y de las posibilidades que 
ofrecía la nueva Constitución en este campo, algunas de las organizaciones que participaron en este mandato 
impulsaron otro más ambicioso: el Mandato Ciudadano por la Paz, la Vida y la Libertad, que se convirtió en la 
mayor movilización popular en pro de la paz durante esta legislatura. El documento promovía la participación 
ciudadana en la construcción de la paz en el país, pues los convocantes consideraban que la búsqueda de la paz 
había sido prácticamente monopolizada por el Gobierno y la guerrilla. Aprovechando las elecciones regionales 
de octubre del 1997, se promovió una votación para avalar el Mandato Ciudadano por la Paz, la Vida y la 
Libertad, que rechazaba el secuestro, la desaparición forzada, la vinculación de civiles en la lucha armada, 
denunciaba la recluta de menores, propugnaba el respeto del DIH y reclamaba un final negociado del 
enfrentamiento armado. Recibió el apoyo de unos 10 millones de votos. 
 
En el sentido organizativo y a nivel estatal, también hay que destacar la creación de la Ruta Pacífica de Mujeres 
por la Paz el 25 de noviembre de 1996 (Día Mundial de la No Violencia contra la Mujer). Desde entonces ha 
llevado a cabo movilizaciones en favor de la negociación y se ha centrado en objetivos anuales muy concretos 
vinculados a la consecución de la paz y al papel de la mujer en el marco de la confrontación armada. A subrayar 
también, la creación durante estos años de espacios sectoriales en defensa de la paz, como Medios para Paz, 
Red Universitaria por la Paz (REDUNIPAZ) y Empresarios por la Paz, así como la experiencia conocida como 
Destino Colombia, una iniciativa de empresarios colombianos para tratar de construir posibles escenarios 
futuros con perspectiva de superar el enfrentamiento armado. A nivel local, en el marco de las iniciativas desde 
la base e involucrando a los sectores sociales tradicionalmente excluidos (campesinos, afrodescendientes e 
indígenas), fue durante este mandato que surgieron las primeras propuestas de resistencia civil no violenta. A 
modo de precedente, en octubre del 1994 en Apartadó, se realizó la Proclama de los gobernadores indígenas 
de Urabá por la paz, en que la Organización Indígena de Antioquia propugnó la postura de neutralidad 
activa ante el conflicto armado y marcó el comienzo de este tipo de proclamas de resistencia civil. En la misma 
línea, empezaron a aparecer las primeras comunidades de paz. La primera iniciativa surgió en marzo de 1997 a 
partir de la Declaración relativa a las comunidades de paz en la región de Urabá corregimiento de San José de 
Apartadó. Todas ellas son experiencias de resistencia civil que demuestran el gran potencial de las bases como 
constructoras de paz en Colombia, y que ponen de manifiesto que la gestión de la paz tendría que estar 
asociada a la inclusión social, a la identidad, a la cultura, al reconocimiento de la diversidad y a la 
profundización de la democracia. 
 
                                                           
27 Ver gráfico p. 59. 
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8. Andrés Pastrana (agosto 1998 – agosto 
2002). Partido Conservador 
 

Andrés Pastrana asumió la presidencia en agosto de 1998 y tras haber mantenido diálogos previos con la 
comandancia de las FARC-EP. Pasados 7 años desde el inicio de las conversaciones de Caracas-Tlaxcala, el nuevo 
presidente manifestaba su intención de desarrollar una nueva estrategia para conseguir una paz duradera por 
vía de la negociación y de la implementación del Mandato Ciudadano por la Paz, la Vida y la Libertad, con el 
objetivo de convertir la consecución de la paz en un propósito nacional. Como punto de partida, se reconocía el 
carácter político del conflicto armado y de las FARC-EP: es decir, se admitía que las causas de la guerra eran de 
naturaleza económica, política y social, y que las guerrillas buscaban la transformación de estas estructuras. Tal 
como Pastrana había convenido con el Secretariado de las FARC-EP, tanto como candidato presidencial así 
como presidente electo, en pro de un proceso de paz innovador y más efectivo, a los pocos meses de tomar el 
cargo se creó una zona desmilitarizada de cinco municipios (San Vicente del Caguán, en el departamento del 
Caquetá, Vista Hermosa, La Macarena, Mesetas y La Uribe, en el departamento del Meta), con una extensión 
total de unos 42.000 km2, en la cual se evacuaría al Ejército y a los funcionarios del Estado, y pasaría a estar 
bajo el control de las FARC-EP. Esta zona de distensión tenía que servir para que a principios del año siguiente 
se entrara plenamente en conversaciones directas con la guerrilla y era la única parte del territorio nacional en 
que el Gobierno y la guerrilla estaban en tregua. El desarrollo de las negociaciones en medio de un conflicto 
abierto y la imposibilidad de conseguir un acuerdo de cese el fuego bilateral, mantuvo la tensión armada en 
todo momento. Esta situación derivó en un pulso continuo entre las partes, acompañado de la presión y la 
impaciencia de la opinión pública, que después de tres años de negociación y de algunas concesiones a las 
guerrillas, apreciaba símbolos de debilidad en el Gobierno y no veía disminuir la intensidad del enfrentamiento 
armado. La credibilidad de Pastrana, que había empezado su presidencia con altos índices de popularidad, se 
iba desgastando a medida que perdía apoyos, tanto a nivel nacional como internacional. Ante esta coyuntura, el 
secuestro del senador Jorge Eduardo Géchem actuó como catalizador y condujo al Presidente a anunciar el final 
definitivo del proceso de paz a principios del año 2002. La zona de distensión fue abolida y retomada por el 
Gobierno, se retiró el estatus político a las FARC-EP y se intensificó la ofensiva militar contra las guerrillas. 
 
A pesar de todo, a lo largo del proceso de negociación se firmaron varios acuerdos. En primer lugar, el Acuerdo 
de Caquetania a principios de mayo de 1999. Se trataba de un comunicado conjunto de las FARC-EP y el 
Gobierno, firmado respectivamente por Manuel Marulanda Vélez y Andrés Pastrana Arango, en el que se hacía 
referencia al proceso iniciado en julio de 1998 hasta el momento presente, se expresaba la voluntad de una 
solución pactada y se anunciaba que el acuerdo total para la agenda común de negociación estaba muy 
cercano. De hecho, unos pocos días después, las FARC-EP y el Gobierno firmaban la Agenda Común por el 
Cambio hacia una Nueva Colombia, que se convertía en el documento base del proceso de paz. Se trataba de 
un pacto compuesto por doce puntos en que se dejaba constancia de los graves problemas del país y se 
abogaba por un acuerdo final que incluyera transformaciones de carácter político, económico y social. A partir 
de este momento empezaron las primeras audiencias públicas, un espacio que servía de puente entre la mesa 
de negociación y la sociedad civil. Posteriormente, en febrero del 2001, Pastrana y Marulanda firmaron el 
Acuerdo de los Pozos, que ratificaba el objetivo de encontrar una salida negociada al conflicto, invitaba a 
participar en el proceso a la sociedad civil y a la comunidad internacional, y priorizaba la lucha contra el 
paramilitarismo y la disminución de la intensidad armada, así como la creación de una Comisión de Notables 
para elaborar las recomendaciones pertinentes para lograr estos propósitos. Este pacto constituía un avance 
hacia un alto el fuego y hacia un acuerdo humanitario entre los contendientes. En octubre del 2001 se suscribía 
un nuevo acuerdo entre el Gobierno y la guerrilla: el Acuerdo de San Francisco de la Sombra, que recogía 
muchos de los puntos presentes en el Acuerdo de los Pozos, pero hacía una mención explícita al informe de la 
Comisión de Notables. Este informe hacía referencia a la dificultad de desarrollar un proceso de paz en medio 
de una confrontación armada y, en relación directa, a la necesidad de pactar una tregua bilateral. Asimismo, 
contemplaba la posibilidad de convocar una ANC y ponía énfasis en la importancia de mantener el estatus 
político de la negociación. Como siguiente paso, en enero del 2002 se firmó el Acuerdo de Cronograma de 
Consenso para el Futuro del Proceso de Paz, en el que se volvió a hacer referencia a la Agenda Común por el 
Cambio hacia una Nueva Colombia como documento base para el diálogo y se reiteraban los compromisos 
adquiridos en el Acuerdo de Caquetania, el Acuerdo de los Pozos y el Acuerdo de San Francisco de la Sombra. 
Como principal novedad, se establecían reglas de orden procedimental para el desarrollo de las conversaciones 
y se presentaba un programa de trabajo para la Mesa Nacional de Diálogo y Negociación, que además 
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incorporaba un límite concreto (7 de abril del 2002) para concertar acuerdos precisos de cese el fuego. Al mes 
siguiente, y como refuerzo del proceso de paz, el Gobierno y las FARC-EP firmaron el Acuerdo sobre 
Acompañamiento Nacional e Internacional a la Mesa de Diálogo y Negociación, que oficializaba el 
acompañamiento de la Iglesia Católica y de la Comisión de Facilitación Internacional a las conversaciones de 
paz, e incluía la designación por parte del Secretario General de las Naciones Unidas de un Asesor Especial para 
Colombia. 
 
En conjunto, el proceso de negociación se enfrentó con enormes complicaciones y estuvo sometido a continuas 
interrupciones. Los principales motivos de desconfianza por parte de las FARC-EP fueron: la actitud del 
Gobierno hacia el paramilitarismo, la injerencia de los EEUU con la aprobación del Plan Colombia28, las fuertes 
tensiones por el control sobre la zona de distensión, la continuación de la guerra sucia y la campaña a nivel 
nacional en contra del proceso de paz por parte de los grandes medios de comunicación y de la oligarquía. Por 
parte del Gobierno, las mayores dificultades se presentaron a causa de los secuestros realizados por las FARC-
EP, el asesinato de tres indigenistas norteamericanos y de la exministra Consuelo Araújo, la destrucción de 
oleoductos y torres de energía, y la negativa de la guerrilla a aceptar una Comisión de Verificación Internacional 
para la zona desmilitarizada. En cuanto a los partidos políticos, el Partido Liberal fue muy crítico con el proceso 
de paz y dentro del propio Partido Conservador hubo divergencias. Nos encontramos de nuevo ante la aparente 
paradoja de que los conservadores parecen más abiertos a la negociación y los liberales, en cambio, se 
posicionan en contra. Dentro del Partido Liberal, se creía que uno de los propósitos ocultos de la negociación 
con las FARC-EP era convocar una ANC con la participación de esta fuerza guerrillera, con el objetivo de 
redefinir el espectro político y marginar la mayoría liberal del Congreso. Por otro lado, también existía una 
oposición por parte de altos cargos militares, algunos de los cuales acabarían dimitiendo como el propio 
ministro de Defensa, y, en cuanto a la oligarquía económica, intentó desestabilizar el proceso mostrándose en 
contra de la agenda de paz y apoyando al Plan Colombia, pues quería mantener sus privilegios. Por lo tanto, y a 
pesar del compromiso personal por parte del presidente Pastrana, no se consiguió involucrar a todos los 
estamentos del Estado para presentar una propuesta nacional y propinar un mayor impulso al proceso de paz. 
En este sentido, tampoco hubo unanimidad en el seno de las FARC-EP en momentos clave de la negociación. 
Igualmente, tampoco ayudó la impaciencia y la inquietud de la ciudadanía colombiana ante la carencia de 
resultados, a pesar de que tanto desde el Gobierno como desde los grupos armados de oposición se intentó 
concienciar de que se trataba de un camino lento. 
 
Es importante relacionar este conjunto de oposiciones al proceso de paz con el hecho de que durante esta 
legislatura nos encontramos en el periodo de máximo crecimiento y expansión territorial de las AUC, que se 
convirtieron en uno de los mayores obstáculos de la negociación. Esta mayor influencia en la política regional y 
nacional del paramilitarismo responde a dos factores fundamentales: en primer lugar, querían entrar con más 
firmeza y seguridad en unas posibles negociaciones, y, en segundo lugar, las élites políticas regionales, 
temerosas de un acuerdo definitivo con las FARC-EP y en su afán de evitar el cambio de las estructuras 
democráticas, apoyaron a las AUC. En la misma línea, durante el año 1999 y posteriores, la cúpula de las AUC 
celebró varias reuniones con dirigentes políticos regionales, narcotraficantes, militares y empresarios, que 
querían expandir el paramilitarismo en diferentes áreas del país, pues consideraban que la negociación 
amenazaba sus intereses. Paradójicamente, a pesar de que las conversaciones de las FARC-EP y el ELN con el 
Gobierno no llegaron a buen puerto, sirvieron como excusa para que las AUC aumentaran exponencialmente su 
poder militar y político, y se convirtieran en un obstáculo para alcanzar la paz con ambas guerrillas. 
 
En cuanto al propio proceso de paz, cabe destacar algunas críticas e interpretaciones que se han anunciado de 
forma reiterada por parte de varios autores. En primer lugar, se ha subrayado que tanto las FARC-EP como el 
Gobierno velaron más por sus intereses inmediatos que por los puntos a discutir establecidos en los 
acuerdos. Bajo esta circunstancia, la guerrilla habría priorizado la prórroga de la zona de distensión, el 
mantenimiento del estatus de fuerza beligerante y la lucha contra el fenómeno paramilitar. En cambio, por 
parte del Gobierno, sus pretensiones habrían ido más encaminadas a la consecución de una tregua y a 
acuerdos humanitarios. Otra perspectiva es la que considera que tanto las FARC-EP como el Gobierno 
aprovecharon el propio proceso de paz como una oportunidad para asentar y aumentar sus progresos políticos 
y militares, pues se consideraban capaces de obtener la victoria sobre el enemigo por la vía armada. Según esta 
                                                           
28 El Plan Colombia es un acuerdo bilateral que fue suscrito entre los gobiernos de Colombia y Estados Unidos con tres objetivos 
específicos: generar una revitalización social y económica, terminar el conflicto armado en Colombia y crear una estrategia antinarcóticos. 



                                        Colombia: el largo camino hacia la paz. Perspectiva histórica (1978 – 2017) 
. 

  

29 
 

visión militarista, serían los propios posicionamientos de los actores implicados en la negociación los que 
habrían provocado la ruptura de la misma. 
 
En cuanto al ELN, bajo la inercia del Acuerdo de Puerta del Cielo entre la sociedad civil y la guerrilla, se gestaron 
los primeros contactos con el Gobierno. La administración Pastrana asumía el diálogo con este grupo guerrillero 
como una continuación de la presidencia de Samper. Sin embargo, el Gobierno actual cuestionaba al anterior, y 
por este motivo, el ELN cargaba con el lastre de haber iniciado conversaciones de paz durante la legislatura 
precedente. Además, el diálogo con el ELN era tratado como secundario y estaba supeditado en gran medida a 
la negociación con las FARC-EP, prioritaria para el Gobierno, lo que acabó provocado que las discusiones con el 
ELN no avanzaran más allá de la etapa inicial de acercamiento. Así pues, estos dos procesos se influenciaron 
mutuamente. Un claro ejemplo es que cuando el proceso de paz con las FARC-EP entraba en crisis, para el 
Gobierno adquirían mayor interés las conversaciones de paz con la otra formación guerrillera. En este aspecto, 
varios analistas interpretan que desde el Gobierno se consideraba que era posible derrotar militarmente al ELN 
y conducirlo hacia la desmovilización sin pagar un coste político alto, el cual se reservaba para el proceso de paz 
con las FARC-EP. Aun así, la presión desde abajo ejercida por colectivos ciudadanos en favor de la paz cobró 
especial relevancia durante estas negociaciones, ya sea a partir de la participación directa en las mismas, 
mediante intervenciones para rebajar la tensión entre el Gobierno y el ELN, o facilitando encuentros entre las 
partes. Mención especial merece el buen oficio de la Comisión de Facilitación Civil29 para el proceso con el ELN, 
que tuvo una tarea especialmente relevante al convertirse, en la práctica, en el interlocutor nacional de este 
grupo armado durante los mandatos de Pastrana y de Uribe, y que se centró en aproximar posturas entre las 
partes enfrentadas a través de la presentación de nuevas propuestas para alcanzar la paz. La comunidad 
internacional también estuvo vinculada a la negociación, especialmente a partir de junio del 2001 cuando el 
Gobierno, siguiendo el modelo aplicado a las FARC-EP, acordó con el ELN la constitución del Grupo de Países 
Amigos del Proceso de Paz con el ELN, y del mismo modo que la gira europea de los negociadores de las FARC-
EP y del Gobierno, el ELN tuvo varios encuentros en Suiza, Venezuela, Costa Rica, Alemania y Cuba. A destacar 
que nunca antes la comunidad internacional había tenido tanta presencia ni había estado tan involucrada en los 
procesos de paz como durante este periodo. 
 
A pesar del reconocimiento del estatus político del ELN y la implicación de sectores de la sociedad civil y la 
comunidad internacional en la negociación, el acuerdo final no fue posible debido a la confluencia de varios 
factores estrechamente relacionados. El proceso estuvo muy marcado por la imposibilidad, por parte del 
Gobierno y del grupo guerrillero, de delimitar una zona desmilitarizada al sur del departamento de Bolívar, para 
posteriormente poder convocar una Convención Nacional enfocada a construir un consenso nacional por la paz. 
Estos obstáculos se presentaron a causa de las grandes movilizaciones campesinas en la zona donde se tenía 
que realizar el encuentro. La población de la posible zona de despeje estaba inquieta, pues no quería que se 
repitieran los abusos que se estaban denunciando en la zona de despeje de las FARC-EP, y además estaba 
presionada por las AUC, que le habían ganado la guerra en la región al ELN y que no aceptaban que se le 
devolviera una zona que había perdido. Esta cuestión fue un punto de tensión constante e impidió pactar una 
tregua. En consecuencia, y como medida de presión para acordar la zona de encuentro e iniciar el diálogo, el 
ELN redobló su accionar militar, pues consideraba que no recibía suficiente atención como fuerza rebelde. El 
resultado fue una legislatura en la que se produjeron numerosos secuestros masivos (avión de Avianca, iglesia 
Santa María de Cali, trabajadores de la multinacional petrolera norteamericana Occidental Petroleum 
Corporation, etc.). En determinados momentos el Gobierno respondió con la interrupción del diálogo e incluso 
llegó a revocar el estatus político del ELN, pero los acuerdos humanitarios para la liberación de rehenes y la 
intervención de la sociedad civil propiciaron nuevos acercamientos. Después de varios encuentros en La 
Habana, en noviembre del 2001 y en presencia de los representantes del grupo de países amigos, se subscribió 
el Acuerdo por Colombia entre el Gobierno y el ELN. El acuerdo comportaba la reanudación de las 
conversaciones para impulsar la celebración de una cumbre por la paz en enero del 2002, programaba una 
agenda de transición y establecía la primera ronda de diálogo para el mes siguiente en Cuba. El objetivo era 
intentar que todos los progresos en materia de paz no se perdieran, sino que se acumularan. Aun así, en mayo 
del 2002 y debido a las dificultades para pactar un acuerdo y para decretar una tregua, Pastrana suspendió las 
negociaciones al entender que no había un compromiso real del ELN para poner fin al conflicto armado. Por 
su parte, la guerrilla reafirmó su postura de continuar trabajando por una solución negociada y criticó al 
Gobierno su incapacidad de cumplir los acuerdos suscritos.  
                                                           
29 Esta comisión se fundó por iniciativa de algunos miembros de la sociedad civil. Su trabajo fue de vital importancia, puesto que 
conjuntamente con la Oficina del Alto Comisionado para la Paz y el Grupo de Países Amigos del Proceso de Paz con el ELN, fueron las únicas 
instancias que gozaron de reconocimiento por parte del gobierno de Uribe para adelantar contactos con el ELN. 
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En síntesis y recogiendo las ideas antes expuestas, este Gobierno apostó por integrar a las FARC-EP al sistema 
político a través de una negociación acompañada de reformas. En cuanto al ELN, la intención no fue tan clara, y 
la posibilidad de una negociación estaba más supeditada a las problemáticas del proceso con las FARC-EP que a 
la convicción del propio Gobierno. No obstante, y a pesar de que en esta legislatura no se produjeron avances 
en la consecución de la paz, se aportaron grandes experiencias de aprendizaje. 
 
En cuanto a las iniciativas de la sociedad civil, con Pastrana se apostó más por la inclusión de la comunidad 
internacional en la negociación que por la representatividad de todos los estamentos del Estado en la misma, 
de forma que la sociedad civil, como actor en la negociación, perdió gran parte del peso político adquirido 
durante la anterior legislatura. Este papel al que se vio relegada la sociedad civil se explica, por un lado, como 
consecuencia de la satisfacción por la búsqueda de una solución negociada, lo cual le otorgaba una mayor 
credibilidad al Gobierno. Por otro lado, la élite tradicional colombiana desconfiaba de la implicación de actores 
no controlados por el Estado, al considerarlos potencialmente perturbadores. Aparte, con la excusa de la 
discreción se prescindía de su participación, lo que mantenía en parálisis al Consejo Nacional de Paz. Por lo 
tanto, desde las instancias gubernamentales tampoco existió una mayor preocupación en promover la 
movilización y la participación desde la base, y solo cuando el proceso se estancó, se convocó al Consejo 
Nacional de Paz y al Frente Común por la Paz y contra la Violencia30. En su conjunto, la contribución en las 
negociaciones de la sociedad civil colombiana estuvo reducida a la participación en la Mesa de Diálogo y 
Negociación, en las Mesas Ciudadanas por la Paz y en las audiencias públicas del Caguán. En consecuencia, el 
proceso de paz estuvo manejado de forma casi exclusiva por las FARC-EP y por el Gobierno colombiano. En 
cualquier caso, se trató de un momento de impasse hacia un nuevo periodo de movilizaciones durante la 
siguiente legislatura. 
 
Cabe mencionar, que a nivel nacional las movilizaciones estuvieron más encaminadas a la condena de los 
secuestros y, en este sentido, destacaron las marchas del No Más en 1999, que llegaron a unas cuarenta en 
todo el país y congregaron a unos diez millones de ciudadanos colombianos. Asimismo, a partir del 2002 y con 
la ruptura de los diálogos, el movimiento de las mujeres por la paz logró una presencia significativa: 
continuaban las movilizaciones anuales convocadas por la Ruta Pacífica de Mujeres, y al mismo tiempo 
aparecían nuevos colectivos, como el Consenso de Mujeres Barco de la Paz. Igualmente, proseguían las 
iniciativas desde los sectores sociales populares, como el Proyecto Planeta Paz del año 2000, así como desde el 
sector privado, como la Fundación Ideas para la Paz en el 1999. En esta línea, también hay que destacar como 
respuesta al Plan Colombia, la propuesta Paz Colombia, que englobaba una amalgama de movimientos sociales 
y ONG en pro de los DDHH, y cuya prioridad era convocar una conferencia en Costa Rica para abrir un escenario 
de diálogo entre la sociedad civil, la insurgencia, la comunidad internacional y el Gobierno. Por otro lado, a nivel 
regional y local se constataba un gran dinamismo relacionado con la resistencia civil a través de las 
comunidades de paz, especialmente en la zona del Urabá, donde la comunidad de San José de Apartadó 
impulsó la creación de la Red de Comunidades en Resistencia. 
 

9. Álvaro Uribe (agosto 2002 – agosto 
2010). Primero Colombia 
 

El efecto simultáneo, por un lado, del desgaste del Gobierno anterior a causa de la violencia que azotaba el país 
y el fracaso de las negociaciones y, por otro lado, de la aparición de un candidato presidencial muy crítico con el 
anterior proceso de paz y que preconizaba una política de mano dura, de orden y de Seguridad Democrática, 
catapultaron a Álvaro Uribe a la presidencia. El nuevo presidente ganó las elecciones de mayo de 2002 en la 
primera vuelta, cuando las negociaciones con las FARC-EP ya se habían roto y con las del ELN a punto de 
quebrarse. Con un discurso militarista y enmarcando el conflicto armado colombiano en el campo del 
terrorismo internacional31, se mantendría en el poder durante dos mandatos (2002-2006 y 2006-2010). A pesar 
de que la política de Seguridad Democrática se basaba en el reforzamiento de las Fuerzas Armadas para 
priorizar la estrategia militar, no se renunciaba al diálogo, limitado a una agenda mínima de discusión y bajo la 
                                                           
30 El Frente Común por la Paz y contra la Violencia en el que participaban la mayoría de fuerzas políticas, estaba enfocado en la búsqueda de 
una solución negociada del conflicto armado y trataba de unificar una posición en común con el Consejo Nacional de Paz. 
31 Cabe tener en cuenta la nueva coyuntura geopolítica mundial en relación al terrorismo internacional a partir de los atentados del 11 de 
septiembre del 2001 en los EEUU. 
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condición de que los grupos armados hubieran decretado un alto el fuego unilateral y mostraran una voluntad 
clara de desmovilización. En cualquier caso, el diálogo con el movimiento guerrillero, tal como se llevó a cabo 
durante el anterior mandato, era imposible teniendo en cuenta las tesis defendidas por Uribe, pues 
consideraba que en Colombia no había un conflicto armado, sino terrorismo, causa a la vez del atraso 
económico del país. Esta visión representaba un cambio drástico respecto a las causas objetivas y subjetivas de 
la violencia, defendidas por primera vez por Belisario Betancur, y privaba a la guerrilla de cualquier legitimidad 
en sus objetivos, a la vez que eliminaba la posibilidad de considerarla una fuerza beligerante, lo cual excluía la 
negociación política. 
 
En concordancia con este posicionamiento gubernamental, únicamente los paramilitares, que no exigían 
reformas sociales ni políticas, se mostraron predispuestos a una asimilación o acomodación negociada. Apenas 
dos meses después de la victoria electoral de Uribe, la mayoría de los bloques que integraban las AUC 
expresaban, en una carta enviada al Presidente, su voluntad de acogerse a la iniciativa del Gobierno, lo cual 
posibilitó las primeras reuniones entre el Gobierno y las AUC. Así pues, en diciembre del 2002 las AUC 
decretaron un cese de hostilidades, y el mismo mes, el Alto Comisionado para la Paz anunció la conformación 
de una Comisión Exploratoria de Paz con la facilitación de la Iglesia Católica. El resultado final de este proceso 
fue el Acuerdo de Santa Fe de Ralito para contribuir a la paz en Colombia32, en julio del 2003, firmado por las 
AUC y el Gobierno colombiano, representado por el Alto Comisionado para la Paz, y que tuvo como testigos a 
miembros de la Comisión Exploratoria de Paz y a delegados de la Iglesia Católica. Entre los puntos pactados, las 
AUC anunciaron la desmovilización gradual de todos sus miembros, fijando como fecha límite el 31 de 
diciembre del 2005, y el Gobierno se comprometió a llevar a cabo las acciones pertinentes para la reinserción a 
la vida civil de los excombatientes. Con este acuerdo finalizó la fase exploratoria y empezó propiamente la 
etapa de negociación, que concluyó sin que se conociera un acuerdo final público. En cualquier caso, las 
Autodefensas rechazaron el debate político, económico y social, lo qué convirtió su desmantelamiento en una 
capitulación. Por eso mismo, algunos estudiosos del conflicto armado colombiano no consideran que se trate 
propiamente de un proceso de paz, sino de una de rendición incondicional. Tal como establecía el Acuerdo de 
Santa Fe de Ralito, se inició la desmovilización dentro del mismo año en que se firmó y cuando terminó, más de 
32.000 excombatientes se habían acogido al acuerdo. En el marco de un convenio firmado en enero del 2004 
entre el Gobierno de la República de Colombia y la Secretaría General de la Organización de los Estados 
Americanos (OEA), todo el proceso estuvo monitoreado por la Misión de Apoyo al Proceso de Paz en Colombia 
de la OEA (MAPP-OEA), que se encargó de verificar el cese el fuego, la desmovilización y el desarme. 
 
Con el supuesto objetivo de allanar y regular la desmovilización de los paramilitares y otros grupos guerrilleros 
que quisieran sumarse al proceso, el Congreso aprobó la Ley 975 o Ley de Justicia y Paz de julio del 2005 que, 
entre otros aspectos, obligaba a los antiguos miembros de las AUC a declarar ante la justicia. A raíz de esta ley 
se creó la Comisión Nacional de Reparación y Reconciliación, un órgano de composición mixta que estaba 
integrado por miembros del Gobierno, representantes de la sociedad civil y de las organizaciones de víctimas, 
así como por la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo. Su misión era facilitar la 
reincorporación individual o colectiva a la vida civil de los excombatientes y garantizar los derechos de las 
víctimas a la verdad, la justicia y la reparación. En virtud de ello, se ocupaba de la memoria histórica vinculada a 
las violaciones cometidas por los paramilitares. Por lo que se refiere propiamente a la Ley de Justicia y Paz, fue 
objeto de numerosas críticas al considerar que parecía una norma hecha a medida de las Autodefensas, es 
decir, un proceso de desintegración generoso amparado por un marco legal que les permitiría la reinserción a la 
sociedad, como supuesta contrapartida al apoyo dado a un gran número de parlamentarios para entrar al 
Congreso en las elecciones presidenciales del 2002. En esta línea, varios grupos de defensa de DDHH 
denunciaron la ley por excesivamente benévola y porque garantizaba la impunidad de los excombatientes. De 
hecho, durante el proceso de aprobación, la Oficina del Alto Comisionado de Naciones Unidas para los 
Derechos Humanos, Human Rights Watch, Amnistía Internacional, la Comisión Interamericana de Derechos 
Humanos, así como el Partido Liberal y el Polo Democrático, cuestionaron su pertinencia para la investigación 
de la verdad, la justicia y la reparación, además de no respetar los estándares internacionales de DDHH y de no 
garantizar la no repetición de los delitos. En consecuencia, la Corte Constitucional, que actuaba al margen de las 
presiones de la clase política, del propio Presidente y de las AUC, modificó la norma, retirando el estatus 
político a los desmovilizados, convirtiendo en obligatoria la verdad en la confesión y aplicando unas penas más 
rigurosas. En consecuencia, el texto que salió de la Corte Constitucional fue rotundamente rechazado por los 
                                                           
32 Ver el texto integral del Acuerdo de Santa Fe de Ralito para contribuir a la paz en Colombia en la p.57. 
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paramilitares. A su vez, los EEUU insistían en la extradición de la cúpula de las AUC, lo que en su conjunto ponía 
en entredicho su tranquila transición hacia la vida civil. 
 
A finales del 2006, las relaciones entre el Gobierno y las AUC se fueron tensando a medida que el primero tenía 
cada vez más dificultades para satisfacer las exigencias planteadas por la formación paramilitar. Se levantaron 
voces críticas contra Uribe por haber incumplido sus compromisos y los líderes de las Autodefensas, que se 
sentían desamparados, empezaron a divulgar los nexos existentes con la clase política colombiana. A destacar, 
la divulgación de un documento firmado en julio del 2001 en Santa Fe de Ralito entre los dirigentes políticos de 
la costa atlántica (4 senadores y 7 representantes de la cámara) y la cúpula de las Autodefensas. Varios 
parlamentarios y dirigentes políticos fueron convocados a la Corte Suprema de Justicia y a la Fiscalía por sus 
supuestos lazos con el paramilitarismo, en lo que se bautizó como el “escándalo de la parapolítica”. Todo este 
proceso originó en las AUC un desapego hacia las negociaciones con el Gobierno (la cuestión de la extradición 
no quedaba clara, la obtención de beneficios jurídicos quedaba en entredicho, etc.), lo que en parte está detrás 
de la formación de los llamados nuevos grupos armados ilegales o BACRIM (bandas criminales), con una mayor 
vinculación a los negocios ilícitos, especialmente al narcotráfico, y conformados por antiguos altos mandos, 
mandos medios y excombatientes de las AUC. El desconocimiento de un acuerdo final público y la extradición 
de quince líderes paramilitares a los EEUU en mayo del 2008, en un momento en que se estaba implicando en 
el “escándalo de la parapolítica” a la clase política y al mismo Gobierno colombiano, levantaban todavía más 
suspicacias sobre la aplicación efectiva de la Ley de Justicia y Paz. A raíz de este escándalo, la desmovilización 
pasó de ser una solución para la contención de las AUC a convertirse en un problema de legitimidad del 
Gobierno, tanto en el ámbito nacional como internacional, pues se pasó de percibir al Estado como una víctima 
del conflicto armado, a considerar que una parte de las élites políticas regionales y nacionales estaban 
vinculadas con uno de los actores armados que actuaban fuera de la legalidad institucional. 
 
Llegado a este punto, cabe analizar los motivos por los cuales el Gobierno y las AUC iniciaron negociaciones. Por 
parte del Gobierno, se buscaba fortalecer el Estado mediante el desmantelamiento de un grupo armado que 
acumulaba un gran poder militar y político, y muy vinculado a este objetivo, la desmovilización también era una 
forma de redefinir mayorías electorales favorables, tal como quedó patente en las elecciones presidenciales del 
2006. Asimismo, se ha denunciado que el énfasis puesto por Uribe en el desmantelamiento de las AUC 
respondía a un intento de demostrar que no mantenía ningún tipo de nexo con las Autodefensas. Igualmente, 
la desintegración de las AUC se podía leer en clave de victoria política sobre las guerrillas, identificándolas como 
una rémora del pasado que se empecinaba en la lucha armada, a pesar de estar condenada al fracaso. Por parte 
de los paramilitares, el reforzamiento de las Fuerzas Armadas, la mejora de la seguridad estatal y un presidente 
que abogaba por la vía militar contra la insurgencia, eran factores que inspiraban confianza para avalar una 
salida negociada ventajosa, con bajo coste jurídico y que les permitiera legalizarse como medio para consolidar 
todo el poder político y económico acumulado durante años. 
 
En cualquier caso, esta negociación fue fuertemente criticada desde varias perspectivas. En primer lugar, se ha 
constatado que durante todo el proceso no hubo un cese real de hostilidades. Continuaron los asesinatos 
selectivos, se recurrió a la presión armada para influir en las elecciones presidenciales del 2006 y muchos 
desmovilizados volvieron a combatir. Otros analistas apuntan que el proceso de desmantelamiento de las 
Autodefensas nació de un acuerdo entre el Gobierno y sus líderes y, por lo tanto, no participó el resto de la 
organización. En relación directa con este hecho, diferentes fuentes confirman que no se llegaron a desmontar 
las estructuras de los grupos paramilitares, lo cual derivó en una nueva generación de paramilitarismo 
fragmentada en una multiplicidad de grupos. En cuanto a la reinserción de aquellos que habían dejado las 
armas, ni existía una política definida para facilitarla, ni fue asumida a nivel nacional: su aplicación se dejó en 
manos de instancias de ámbito no estatal (gobernaciones, alcaldías y sociedades locales) que no tenían, en la 
mayoría de los casos, ni la capacidad financiera, ni institucional, ni técnica, para asumir con esta 
responsabilidad. Esto explica, en gran medida, que en aquellas regiones en que los frentes de las AUC se habían 
desmontado existiera una tendencia a la privatización de la seguridad, puesto que los políticos regionales, 
inversores y propietarios rurales, que se sentían desprotegidos ante la desmovilización, se acogieron a la 
oferta de protección de los nuevos actores armados. Muy a menudo, este servicio era ofrecido por los antiguos 
líderes paramilitares o sectores cercanos a ellos, vía empresa privada de seguridad o conformando nuevos 
grupúsculos armados. En definitiva, es patente que la desintegración de las Autodefensas no supuso el final del 
paramilitarismo, pues mientras perdurara el conflicto armado y determinados sectores de la población sintieran 
sus intereses amenazados por las guerrillas, permanecerían como una expresión de las lógicas de la seguridad 
privada. 
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Más allá de las AUC, también hay aspectos relevantes a destacar en cuanto a las FARC-EP y al ELN. En cuanto a 
las primeras, no se llegaron a entablar conversaciones oficiales para conseguir una salida pactada, pues el 
Presidente, que en buena medida había basado su victoria electoral en la crítica al proceso de paz de Pastrana 
con este grupo guerrillero, no mostraba ninguna predisposición a iniciar un diálogo. Por lo tanto, en la práctica, 
durante el conjunto de las dos legislaturas de Uribe solo se produjeron intentos esporádicos de acercamiento 
con escaso éxito, y conversaciones para lograr acuerdos humanitarios de intercambio de retenidos en manos de 
las FARC-EP por guerrilleros encarcelados. Entre estos acercamientos, hay que destacar que, durante el último 
año de legislatura del segundo mandato de Uribe, el Alto Comisionado para la Paz, Frank Pearl, en 
representación del Gobierno, realizó algunos contactos iniciales con las FARC-EP para sondear la posibilidad de 
llevar a cabo un encuentro secreto en Brasil. Estas aproximaciones se rompieron en 2010 después de que las 
FARC-EP entregaran el cadáver de Julián Ernesto Guevara (coronel colombiano que fue capturado por las FARC-
EP durante la toma de Mitú en noviembre de 1998). Durante sus exequias, a principios de abril del 2010, el 
Presidente pronunció un agresivo discurso contra la guerrilla en el cual cerraba cualquier posibilidad de 
negociación. Como reacción a este discurso y durante el propio mes de abril, las FARC-EP contestaron en una 
carta pública a la carta recibida el mes anterior por parte del Alto Comisionado para la Paz. Hay que destacar el 
punto 2 de la misma, en el que las FARC-EP declaraban que: “2. Lamentamos sí, que su nota haya llegado a 
escasos 4 meses del cambio de gobierno y que, poco después de recibida, hayamos escuchado al presidente 
afirmar categóricamente, que su gobierno no va a conversar con la guerrilla, sin que haya mediado nada 
distinto que haber liberado dos prisioneros de guerra y entregado los restos del coronel Guevara a su familia, 
como gestos unilaterales de buena voluntad de nuestra parte”33. 
 
Por el contrario, con el ELN sí que hubo conversaciones exploratorias desde el inicio, pero sin llegar a establecer 
una negociación formal. La diferencia respecto a la FARC-EP residía en que el ELN, desde las conversaciones de 
Caracas-Tlaxcala, había mostrado una actitud más receptiva, sin importar la inclinación política del gobernante, 
al interpretar que el problema de Colombia trascendía a las ideologías de los partidos. En consecuencia, el 
Gobierno consideraba que los dos movimientos guerrilleros diferían no tan solo en sus programas e idearios 
políticos, sino también, por su actitud ante las negociaciones. Por eso mismo se consideraba posible llegar a un 
proceso de diálogo y desmovilización con el ELN, mientras que con las FARC-EP, aparte de contactos 
esporádicos, la estrategia fue de guerra abierta. Por lo tanto, desde el inicio del mandato de Uribe comenzó una 
fase de acercamiento entre el Gobierno y el ELN. Estas primeras rondas exploratorias se vieron interrumpidas 
en el momento en que las AUC declararon un alto el fuego y empezaron las conversaciones formales con el 
Gobierno, lo que fue interpretado por el ELN como un diálogo entre aliados. En ese momento, el ELN decidió 
suspender las conversaciones temporalmente porque no quería que unos posibles acuerdos con ellos dieran 
legitimidad a los acuerdos opacos con los paramilitares. Solo cuando se entró en un punto de no retorno en la 
desmovilización de las Autodefensas, el ELN hizo una reevaluación y consideró que, si continuaban las rondas 
exploratorias con el Gobierno, éstas ya no podrían ser utilizadas para apuntalar un proceso prácticamente a 
punto de concluir. A partir de aquí, se produjeron nuevos acercamientos a través de mediaciones y 
facilitaciones a nivel nacional e internacional: como la actuación de la Comisión de Facilitación Civil, creada en 
la época de Andrés Pastrana y la participación del Grupo de Países Amigos del Proceso de Paz con el ELN. 
 
En primera instancia y de cara a la negociación, a partir de junio del 2004 comenzó la mediación de México, que 
concluyó casi un año después, cuando el ELN descalificó el papel de México como mediador debido a su voto 
favorable a una resolución de condena contra Cuba por violaciones de DDHH en la Comisión de Derechos 
Humanos de la ONU. El diálogo entre el Gobierno de Colombia y el mando central del ELN prosiguió en La 
Habana, a partir de diciembre del 2005, con el acompañamiento de España, Noruega y Suiza, en lo que se 
denominó “mesa de acercamiento en el exterior”. Estas rondas iniciales, en las que se concedió el 
reconocimiento como interlocutores a los representantes del ELN, contribuyeron a construir un acuerdo base 
para el proceso de paz. Sin embargo, para el Gobierno, el núcleo de este acuerdo era el cese de hostilidades y 
en cambio, para la formación guerrillera, lo más importante era crear las bases para la superación del conflicto 
armado y una mayor implicación de la comunidad internacional, así como de la sociedad civil en el marco de 
una convención nacional. El principal problema era que el Alto Comisionado para la Paz, basándose en la 
experiencia particular de la negociación con las AUC, quería aplicar la misma estrategia con el ELN, es decir, 
condicionar el camino de la paz a la desmovilización a partir de concesiones unilaterales y sin aplicar ningún 
tipo de reforma. Está estrategia no fue aceptada por la cúpula del movimiento insurgente, que exigía unas 
                                                           
33 Carta del Secretariado del Estado Mayor Central de las FARC al Alto Comisionado para la Paz, abril 2010. 
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condiciones más sólidas para desarmarse, lo que acabó provocando una situación de estancamiento. En este 
aspecto, el Alto Comisionado para la Paz colocó al ELN entre la espada y la pared, pues le exigió que para 
asegurar el cese efectivo de hostilidades tenía que concentrar todos sus militantes en un solo lugar. La guerrilla 
consideró que la exigencia de concesiones unilaterales era inaceptable, puesto que se formularon sin que se 
hubiera dado ningún avance y se interpretó como una forma de intentar ganar una guerra en la mesa de 
negociación. Ante las dificultades para llegar a un acuerdo, en 2007 el Gobierno solicitó la mediación 
internacional del presidente venezolano Hugo Chávez. Éste dio prioridad a la consecución de un acuerdo 
humanitario con las FARC-EP y a desbloquear la negociación con el ELN. No obstante, después de algunas 
divergencias entre el presidente venezolano y su homólogo colombiano, Álvaro Uribe rompió de forma 
unilateral su mediación sin consultar al ELN, lo cual provocó el final de las conversaciones con la guerrilla y, del 
mismo modo que con las FARC-EP, la guerra abierta. 
 
Así pues, durante la presidencia de Álvaro Uribe, el único acuerdo de paz que se subscribió con una guerrilla fue 
con una escisión del ELN, el Ejército Revolucionario Guevarista (ERG), una guerrilla menor que actuaba a nivel 
regional (departamentos del Chocó, Antioquia y Risaralda). En la línea de las premisas del Gobierno para 
negociar, este acuerdo, firmado en agosto del 2008, básicamente contemplaba que el desmantelamiento de la 
guerrilla quedaba enmarcado dentro de la Ley de Justicia y Paz de 2005 y que los exguerrilleros recibirían los 
beneficios establecidos en el Programa de Reincorporación a la Vida Civil. 
 
Vistos en perspectiva, los resultados de la política aplicada durante estas dos legislaturas ponen claramente de 
manifiesto los límites de los acuerdos parciales con solo uno de los actores del conflicto, puesto que beneficia 
exclusivamente a un grupo armado y al Gobierno de turno, sin conseguir superar la confrontación armada, la 
cual se perpetúa. Por lo tanto, cabe concluir que los avances realizados en favor de la paz fueron escasos. Sin 
embargo, el Presidente mantuvo un fuerte apoyo electoral, a pesar de que a lo largo de sus mandatos 
aumentaron las movilizaciones por la paz, especialmente en relación al rechazo a la violencia y por una solución 
negociada. 
 
En cuanto a las iniciativas de la sociedad civil, por su parte, se vieron fuertemente perjudicadas por la política 
del Gobierno, que tendía a criminalizar las acciones en pro de la paz, lo que desembocó en una reducción de las 
mismas y en una marcada polarización social. En el marco de esta coyuntura negativa, las movilizaciones 
nacionales para exigir la paz disminuyeron considerablemente, en cambio, tuvieron mucho eco las que iban 
dirigidas contra la violencia provocada por el conflicto armado, como la multitudinaria marcha “un millón de 
voces contra las FARC”, en febrero del 2008, y otra en apoyo a las víctimas de los grupos paramilitares y del 
Estado el mes siguiente. Igualmente, aprovechando los nuevos espacios que abría la Ley de Justicia y Paz, se 
produjo una creciente movilización de las víctimas, y más de 100.000 reclamaron a las instancias judiciales para 
exigir justicia y el cumplimiento de sus derechos. A partir de entonces, las víctimas asumieron un gran 
protagonismo y entraron de pleno en la esfera de la política, tal como se constató en la discusión de la Ley de 
Víctimas en el Congreso de la República durante el segundo mandato de Uribe. 
 
Asimismo, las organizaciones de coordinación de movimientos por la paz encargadas de crear nuevos 
escenarios e impulsar la negociación entre contendientes, como el Consejo Nacional de Paz, estaban en declive, 
puesto que durante este gobierno la consecución de la paz se convirtió en una tarea exclusivamente 
institucional y se impidió la participación de los activistas por la paz en las conversaciones con los grupos 
armados. Aun así, se llevaron a cabo actuaciones independientes a la institución pública. En cuanto a la 
participación en las negociaciones con el ELN, cabe destacar una iniciativa desde algunos sectores de la 
sociedad civil que, en un momento en que se paralizó el diálogo, recuperaron una vieja propuesta, ya 
planteada durante el mandato de Samper, en relación al lugar más adecuado para llevar a cabo las 
negociaciones: la Casa de Paz. Dado que al portavoz del ELN, Francisco Galán, le quedaban unos pocos días de 
encarcelamiento, en septiembre del 2005 el Gobierno le autorizó a salir y lo reinstaló en la Casa de Paz en 
Medellín, un lugar que facilitaba las consultas y que le permitía avanzar gestiones de cara a un eventual proceso 
de paz. Gracias a la presión popular se constituyó un Grupo de Garantes de la Casa de Paz para dar continuidad 
a las negociaciones y llevar a cabo una mediación entre el ELN y el Gobierno, pero sin conseguir articular una 
negociación formal. Igualmente, en cuanto a las FARC-EP hay que mencionar otras iniciativas independientes al 
Gobierno, como fue la gestión de Colombianos y Colombianas por la Paz en la liberación de algunos retenidos 
en febrero del 2009, acción que fue descalificada por el Presidente. En este sentido, la desacreditación de las 
ONG, especialmente aquellas que trabajaban en pro de los DDHH y l a  construcción de paz, fue una constante 
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durante el mandato de este estadista. Esta desautorización de las acciones por la paz acabó provocando una 
disminución de las mismas a nivel estatal, pero como efecto opuesto, impulsó las iniciativas de paz a nivel local. 
 

10. Juan Manuel Santos (agosto 2010 – 
febrero 2017). Partido Social de 
Unidad Nacional 
 

Juan Manuel Santos venía de ser ministro de Defensa (2006-2009) del Gobierno precedente, pero durante el 
último año del mandato de Álvaro Uribe renunció al cargo para poder ser candidato presidencial. Se presentó 
con una agenda uribista, como el hombre de la continuidad, por lo tanto, defendiendo la política de Seguridad 
Democrática. En junio del año 2010 ganó las elecciones presidenciales, en segunda vuelta, por prácticamente 
5.5 millones de votos de diferencia respecto a su adversario. Al mes siguiente, Alonso Cano, líder de las FARC-
EP, hizo un llamamiento al proceso de paz de cara al próximo Gobierno. El futuro vicepresidente, Angelino 
Garzón, respondió positivamente, pero condicionando el proceso de paz al final del reclutamiento de menores, 
de los secuestros y a la entrega de todos los retenidos en su poder. A pesar de ello, al tomar posesión el nuevo 
Gobierno, se produjo un énfasis en la acción militar; aparentando ser un modelo cercano a los Gobiernos de 
Turbay Ayala y de Uribe. Pero más allá de las apariencias, las primeras discusiones informales con las FARC-EP 
empezaron inmediatamente después de que Santos asumiera la presidencia, pactándose unos contactos sin 
publicidad. Mientras tanto, el Gobierno colombiano envió señales positivas a la guerrilla para crear un contexto 
propicio, como fue la aprobación de la Ley de Víctimas y Restitución de Tierras, así como la aplicación de la 
Política Nacional de Consolidación y Reconstrucción Territorial; pasos fundamentales para una futura paz. 
Igualmente, impulsó el Marco Jurídico para la Paz, una reforma constitucional que contemplaba la aplicación de 
mecanismos de justicia transicional, a la vez que facilitaba las desmovilizaciones masivas y la participación en 
política de los excombatientes, sin dejar de lado los derechos de las víctimas. En respuesta, las FARC-EP 
liberaron unilateralmente a los 10 uniformados que todavía mantenían cautivos y dieron por acabada la 
práctica de los secuestros con finalidad financiera. Este hecho fue aplaudido por el Presidente, que reclamó la 
liberación de todas las personas que todavía continuaban secuestradas. 
 
Por otro lado, durante este periodo de tiempo, el ejército colombiano abatió al Mono Jojoy, jefe militar de las 
FARC-EP, y posteriormente a Alonso Cano, líder de la organización guerrillera. Aun así, los contactos 
preliminares continuaron hasta que en febrero del año 2012 se inició en La Habana un diálogo exploratorio 
directo en secreto, que acabó el 26 de agosto con la firma del Acuerdo General para la Terminación del 
Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera. Este acuerdo establecía los principios y 
procedimientos de las negociaciones, y se convertía en el documento base para iniciar conversaciones de paz a 
partir de 5 temas a negociar: la política de desarrollo agrario integral, la participación política de las FARC-EP 
con garantías de oposición, el final del conflicto (desmovilización, desarme y reintegración a la vida civil de los 
combatientes), la solución al problema de las drogas ilícitas, así como la reparación y los derechos de las 
víctimas. Habría que añadir un punto final, que correspondería a la última fase del proceso y consistiría en la 
implementación, verificación y refrendación de los acuerdos, para la que se contaría con la veeduría de la OEA y 
la ONU. A priori, los puntos a debatir en esta negociación parecían más realistas y asequibles en comparación 
con el proceso de paz de Pastrana. Además, algunos de los puntos que la guerrilla quería debatir coincidían con 
cambios estructurales y propuestas que el propio Gobierno quería llevar a cabo, como son la cuestión de las 
víctimas y la estimulación de la política agraria, aparte de otros temas, como la participación política de la 
guerrilla, que se venía discutiendo desde la época del presidente Betancur. Un día después de la firma de este 
acuerdo y en un contexto de gran rumorología, el presidente Santos confirmaba la existencia de conversaciones 
exploratorias y oficializaba la apertura formal de conversaciones con las FARC-EP. Igualmente, y evitando 
paralelismos con el anterior proceso de paz liderado por el presidente Pastrana, anunciaba los tres principios 
que regirían la negociación: aprender de los errores del pasado para no repetirlos, el mantenimiento de las 
operaciones y de la presencia militar en todo el territorio nacional y que el proceso tendría que conducir al final 
del conflicto y no a su prolongación. Por lo tanto, se trataba de una negociación sin zona de distensión, en el 
exterior y sin bajar la presión militar. También se invitaba a participar al ELN bajo los mismos preceptos, pues el 
propio ELN anunció el mismo día, unas horas antes de la comparecencia del presidente, su predisposición a 
participar en un proceso de paz. La inauguración oficial del diálogo fue en octubre en Oslo y posteriormente, a 
partir de noviembre, continuaría en La Habana. Noruega y Cuba actuaban como garantes, y Venezuela y Chile 
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como acompañantes. Para facilitar estos encuentros se suspendieron 191 órdenes de captura contra los 
delegados de las FARC-EP, suspensión solamente efectiva en Noruega y Cuba, países sede de las 
conversaciones. Cabe mencionar, que algunos estudiosos del conflicto armado colombiano interpretan que, si 
el actual Gobierno pudo iniciar una negociación, es porque el anterior mandatario, con su política militarista, 
consiguió replegar y debilitar a las FARC-EP y, por lo tanto, la superioridad militar del Estado habría forzado a la 
guerrilla a buscar un final negociado. 
 
Desde el inicio de los diálogos las FARC-EP exigieron un alto el fuego, el cual fue rechazado por el Gobierno 
colombiano, que en varias ocasiones había anunciado que solo si se llegaba a acuerdos habría concesiones de 
cariz militar. A pesar de no recibir una respuesta positiva, las FARC-EP declararon una tregua navideña 
unilateral de dos meses, del 20 de noviembre del 2012 al 20 de enero del 2013, lo que para algunos analistas 
fue considerado como un gesto de paz y para otros como una forma de intentar presionar al Gobierno para 
conseguir un cese de hostilidades bilateral o como mínimo para regularizarlas. Una vez acabada la tregua 
unilateral, la guerrilla capturó a dos policías y a un soldado, que serían liberados en febrero, a la vez que 
anunciaban que se reservaban el derecho a retener “prisioneros de guerra”. Esta acción, interpretada como 
una forma de forzar al Gobierno a pactar una tregua, causó la primera crisis importante del proceso de paz. 
Pero pasada esta traba, a mediados de marzo se respiraba un cierto aire de optimismo en La Habana, pues los 
portavoces, tanto del Gobierno como de la guerrilla, hablaban de avances sustantivos respecto a la cuestión 
agraria. Por parte del Gobierno se confirmaban acuerdos sobre este primer punto de la agenda, y por parte de 
las FARC-EP se reconocía que nunca se había llegado tan lejos en negociaciones anteriores. Finalmente, a 
finales de mayo del 2013, los dos grupos negociadores anunciaban que se había llegado a un acuerdo en el 
primer punto de la agenda centrado en el desarrollo rural, lo cual era considerado un hito histórico. 
 
Unos días después se iniciarían las discusiones sobre el segundo punto de la agenda, la participación en política 
de la guerrilla, que recibiría un importante impulso como consecuencia de la decisión del máximo tribunal 
administrativo de Colombia al otorgar personalidad jurídica a la UP34, lo cual podría facilitar el viraje de la 
guerrilla hacia el terreno de la política. Pero habría nuevos contratiempos: el secuestro de un ex marine de los 
EEUU en junio y la muerte de casi veinte militares en combate con las FARC-EP en julio, volvían a tensar la 
situación. En cuanto al secuestro, a finales de octubre la guerrilla confirmaba la liberación del ex marine 
cautivo, pero el Gobierno replicaba que habían roto el compromiso de no realizar más secuestros.  A pesar de 
ello, las negociaciones continuaban su camino, y a principios de noviembre las FARC-EP y el Gobierno emitían 
un comunicado conjunto en el que se anunciaba que se había llegado a un acuerdo sobre el segundo punto de 
la agenda, la participación política. El acuerdo incluía el acceso a los mecanismos democráticos de participación 
directa, la creación de partidos y movimientos políticos, así como las garantías necesarias para poder ejercer la 
oposición política en el marco de la institucionalidad democrática y el reforzamiento de la participación de la 
sociedad civil, entre otros aspectos. En un momento en el que la popularidad del Presidente era baja, este 
acuerdo tuvo como efecto directo el reforzamiento de la candidatura de Juan Manuel Santos a la reelección 
presidencial. Poco tiempo después, las FARC-EP anunciarían una nueva tregua navideña de un mes, del 15 de 
diciembre del 2013 al 15 de enero del 2014. 
 
Pasada la tregua, a la vez que continuaban las accionas bélicas entre Ejército y guerrilla, y ya en plena campaña 
electoral para las siguientes elecciones presidenciales convocadas en mayo, se desarrollaban las conversaciones 
sobre el tercer punto de la agenda: las drogas ilícitas. Mientras las conversaciones proseguían en La Habana y la 
fecha de las elecciones se aproximaba, el proceso de paz continuaba con sus descalabros y tensiones 
provocados por la propia dinámica del conflicto. Aun así, la negociación se mantenía y tanto las FARC-EP como 
el ELN, con motivo de las elecciones presidenciales del día 25 de mayo, anunciaban un cese unilateral de 
hostilidades entre el día 20 y 28 de mayo. De hecho, tanto el proceso de paz como la propia candidatura de 
Juan Manuel Santos recibirían un fuerte impulso con el anuncio, pocos días antes de la jornada electoral, de un 
acuerdo entre el Gobierno y las FARC-EP sobre el problema de las drogas ilícitas. Se consiguió llegar a un 
consenso entre ambas partes sobre los tres apartados que contenía este punto: la sustitución de los cultivos 
ilícitos, el consumo y la salud pública, así como la comercialización y el narcotráfico. Con la firma de este 
acuerdo se habían pactado tres de los cinco puntos de la agenda de negociación y restarían dos puntos: la 
reparación y los derechos de las víctimas y el final del conflicto (desmovilización, desarme y reintegración a la 
vida civil de los combatientes). En cuanto a las elecciones, como era previsible, no hubo un ganador con 
                                                           
34 Partido político que se creó durante la presidencia de Belisario Betancur en el marco de los Acuerdos de la Uribe y que permitió participar 
en política a varios miembros de las FARC-EP. Véase p.13. 
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suficiente margen como para evitar una segunda vuelta para el 25 de junio. Las FARC-EP, esta vez en solitario, 
volverían a decretar un alto el fuego para la segunda vuelta entre los días 9 y 30 de junio. Finalmente, Juan 
Manuel Santos sería reelegido y a principios de agosto del 2014 iniciaría su segunda legislatura, en un momento 
en que el proceso de paz atravesaba un momento delicado, debido a la escalada armada de las FARC-EP contra 
las Fuerzas Armadas y la infraestructura energética y petrolera. 
 
El siguiente tema de negociación entre el Gobierno y las FARC-EP era sobre el final del conflicto. En relación a 
este punto, pocos días antes de la segunda investidura de Santos, el Gobierno y las FARC-EP, en un comunicado 
conjunto, anunciaban la creación de una subcomisión compuesta por miembros de cada delegación para tratar 
el cese el fuego definitivo y el desarme. En este sentido y complementariamente, se conformó una delegación 
de altos cargos de las Fuerzas Armadas para debatir con las FARC-EP sobre la desmovilización y el cese el fuego 
bilateral. Por otro lado, durante este periodo también se pactó la creación de una subcomisión de género, con 
el objetivo de asegurar y verificar un adecuado enfoque de género en cada uno de los ejes centrales de los 
acuerdos. Respecto a todo el proceso de paz en su conjunto, hay que añadir que a finales de septiembre del 
2014, el Gobierno, en un ejercicio de transparencia y con el objetivo de silenciar las especulaciones sobre las 
negociaciones, reveló parte de los tres primeros acuerdos. Igualmente, y con el fin de dar mayor solidez y 
garantizar la disponibilidad de los recursos necesarios para afrontar la fase de posconflicto, el Gobierno anunció 
que los puntos pactados en los acuerdos de paz serían incluidos en el Plan Nacional de Desarrollo del periodo 
2014-2018. 
 
A pesar de ello, la captura del general Alzate a mitad de noviembre del 2014, provocó la suspensión de los 
diálogos por parte del Gobierno hasta su liberación, dos semanas más tarde. Se reanudó la negociación y las 
FARC-EP, a la vez que le reclamaban al Gobierno un cese el fuego bilateral, declaraban un alto el fuego 
unilateral e indefinido a partir del 20 de diciembre. En el marco de esta coyuntura, la negociación sobre el final 
del conflicto avanzaba y en marzo del 2015 se alcanzaba un acuerdo sobre desminado, que vendría 
acompañado unos días después por el anuncio por parte del Gobierno de la suspensión de bombardeos contra 
las FARC-EP durante un mes. A pesar de que la suspensión se prorrogó un mes más, el Gobierno reactivó los 
bombardeos a causa de la muerte de once militares en el Cauca por parte de las FARC-EP. En esta misma línea, 
un mes después y tras la muerte de 26 guerrilleros en el Cauca a causa de los bombardeos de las Fuerzas 
Armadas, las FARC-EP también suspendieron el cese el fuego. Como consecuencia directa de estos hechos, a 
mitades del año 2015 el proceso de negociación estaba en crisis. Empero, finalmente se llegó a un acuerdo 
sobre desescalamiento del conflicto entre las FARC-EP y el Gobierno, que vino acompañado, a partir del 20 de 
julio, de un cese del fuego de un mes por parte de las FARC-EP, que se acabaría prorrogando cuatro meses más, 
y de una nueva suspensión de bombardeos contra los campamentos de las FARC-EP a partir de finales del 
mismo mes. 
 
Al comenzar el siguiente año y como un nuevo paso previo al cese el fuego bilateral, Gobierno y FARC-EP 
sellaban un acuerdo para establecer un mecanismo de verificación para la dejación de las armas por parte de la 
guerrilla. Se pactó que la ONU enviaría una misión para encargarse del monitoreo y verificación de este proceso 
una vez se firmará el acuerdo final de paz. El proceso de negociación entraría en su etapa final, y en mayo del 
2016 Gobierno y guerrilla firmarían un acuerdo sobre mecanismos para blindar jurídicamente el acuerdo de paz 
final, y por tanto, garantizar su cumplimiento. Pocos días después se pactaba un nuevo acuerdo para la 
protección integral de los menores de edad vinculados al conflicto, a través del cual, las FARC-EP se 
comprometían a facilitar la salida de los menores de 15 años de los campamentos de la guerrilla. 
Seguidamente, las FARC-EP y el Gobierno pactaron las garantías de seguridad y las zonas de ubicación de los 
guerrilleros para su posterior desmovilización. Como punto final, en agosto se anunciaba que se había 
alcanzado el Acuerdo Final para la Terminación del Conflicto y la Construcción de una Paz Estable y Duradera. 
Posteriormente, se declaraba un cese el fuego bilateral que ponía fin a medio siglo de confrontación armada. 
 
Finalmente, cabe tratar el último tema de negociación entre el Gobierno y las FARC-EP: las víctimas del 
conflicto. Como punto de partida sobre este punto, cabe hacer referencia a la publicación a principios de agosto 
del 2013 del informe del Centro Nacional de Memoria Histórica, titulado, “¡Basta ya! Colombia: Memorias de 
guerra y dignidad”. En base a este informe el presidente Santos reconoció ante la Corte Constitucional que el 
Estado colombiano había sido responsable de violaciones de los DDHH y del DIH relacionados con el conflicto 
armado y, por lo tanto, se asumía incluso que la responsabilidad del Estado era mayor que la de los otros 
actores, puesto que su función era garantizar y proteger los derechos de los ciudadanos colombianos. En esta 
sesión, el Presidente invitó a las FARC-EP, al ELN y a los paramilitares desmovilizados a asumir su parte de 
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responsabilidad. Pocos días después, por primera vez, las FARC-EP reconocían su parte de responsabilidad por 
el sufrimiento de miles de víctimas del conflicto armado. Este reconocimiento era un paso importante en 
relación al punto de la agenda de negociación vinculado a la reparación y al derecho de las víctimas. 
 
Casi un año después de la publicación de este informe, y de forma paralela a la negociación del cuarto punto de 
la agenda sobre el fin del conflicto, el Gobierno y las FARC-EP, iniciaban las discusiones sobre el último apartado 
de la negociación vinculado a las víctimas y basado en los principios de verdad, justica, reparación y no 
repetición. En virtud de ello, a principios de junio del año 2014, las partes emitían un comunicado conjunto en 
el que se anunciaba una declaración de principios centrada en las víctimas y que hacía alusión, entre otros 
aspectos, al reconocimiento de las víctimas del conflicto y al reconocimiento de la responsabilidad de las partes 
enfrentadas. Asimismo, se acordaba la participación de las víctimas durante este punto de la negociación, lo 
cual era un aspecto muy relevante y novedoso en comparación con otros procesos de paz. Seguidamente se 
anunciaba el establecimiento de tres foros regionales de víctimas para el mes de julio y un foro nacional en 
agosto, con el objetivo de recoger propuestas para la mesa de negociación. Estos foros fueron organizados por 
la ONU y la Universidad Nacional, que ya habían organizado foros regionales y nacionales sobre los tres puntos 
precedentes. Entre la elección de Santos como presidente y su segunda investidura, se definían en La Habana 
los procedimientos de participación de las víctimas. Entre otros aspectos, se establecían los criterios de 
selección, el número de delegaciones y se fijaba a mediados de agosto la primera de las cinco audiencias de las 
víctimas en La Habana. En esta misma línea, también se notificaba la inminente constitución de una Comisión 
Histórica del Conflicto y sus Víctimas, la cual tendría que servir de base para una futura comisión de la verdad. 
Precisamente, la negociación sobre el apartado de las víctimas avanzó sustancialmente cuando, en junio del 
2015, las FARC-EP y el Gobierno llegaron a un acuerdo para crear una Comisión para el esclarecimiento de la 
Verdad, la Convivencia y la No Repetición, que se pondría en marcha una vez se firmará el acuerdo final de paz. 
Posteriormente, en septiembre se firmó un acuerdo sobre justicia transicional, pactándose que tras la firma del 
acuerdo de paz se crearía una Jurisdicción Especial para la Paz. Un mes más tarde, y vinculado al derecho de la 
verdad, se firmaba un acuerdo para esclarecer los casos de desaparición forzada y finalmente, antes de concluir 
el año, se llegaba a un acuerdo final sobre el quinto punto de la agenda, que aparte de incluir los aspectos 
previamente acordados, también incorporaría medidas concretas de reparación y no repetición. 
 
Con todos los puntos de la agenda pactados y tras la instalación de una Comisión de Implementación, 
Seguimiento, Verificación del Acuerdo Final de Paz y de Resolución de Diferencias (CSVR), las FARC-EP iniciarían 
la X Conferencia Nacional Guerrillera en la que se socializarían y aprobarían los acuerdos internamente para 
que posteriormente, a finales de septiembre del 2016, Gobierno y guerrilla los suscribieran. No obstante, y 
como mecanismo de refrendación de los acuerdos, se había convocado un plebiscito popular para principios de 
octubre. Por un pequeño margen, el NO a los acuerdos superó al SÍ: 50,21% contra el 49,79% de los votos. 
Varios factores influyeron en la victoria del NO, como la compleja situación económica del año 2016. El Paro 
Nacional contra la política económica del Gobierno, el paro camionero, el aumento de las tasas de interés y una 
inflación alta con la subsiguiente pérdida de poder adquisitivo, entre otros aspectos, comportó que para un 
sector de la población no solo se votara en clave del acuerdo de paz, sino que también se tuvo presente la 
gestión del Gobierno. Cabe añadir la efectiva oposición del Centro Democrático liderada por Uribe, que elaboró 
un discurso directo basado en el miedo y odio hacia las FARC-EP, que provocó que parte del electorado votara 
en contra de las FARC-EP y no del proceso en sí. Asimismo, otro de los factores que determinaron la victoria del 
NO, fue la alta abstención en un país en el que la democracia se ha visto debilitada a causa del conflicto 
armado. A todo ello se sumaba la complejidad del acuerdo y falta de comprensión del mismo por parte de la 
población. 
 
No obstante, y tras la obtención del Nobel de la Paz por parte de Juan Manuel Santos unos días después del 
plebiscito, el Gobierno y las FARC-EP continuaron negociando a la vez que el Gobierno anunciaba que el cese el 
fuego bilateral se prolongaba hasta el 31 de octubre. Para continuar con el proceso y garantizar el éxito del 
mismo, tras una intensa renegociación entre el Gobierno y las FARC-EP, y un periodo de negociación entre el 
Gobierno y los promotores del NO, se incorporaron la mayoría de propuestas de éstos últimos, con la principal 
excepción de no vetar la participación política de los jefes guerrilleros. Finalmente, se firmó un nuevo acuerdo 
que sería refrendado vía Congreso a finales de noviembre.  
 
A partir de ese momento, y como parte de la implementación del acuerdo, se avanzaría en la preparación de las 
zonas de concentración de las FARC-EP a la vez que se le daba luz verde al ejército colombiano para llevar a 
cabo operaciones militares contra los disidentes de la guerrilla. Se trataba del inicio de la fase de posconflicto, 
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para la cual el Gobierno había creado un Consejo Interinstitucional del Posconflicto, que estaría encargado de 
supervisar la correcta implementación de los acuerdos, así como la creación de un fondo único para la paz, 
denominado Colombia en Paz, que serviría para centralizar y canalizar todos los fondos de la cooperación 
destinados al posconflicto. En relación con la aplicación del acuerdo en sí, a finales del 2016 el Congreso de la 
República aprobó la ley de amnistía para excombatientes y tratamiento especial para los militares, que se 
aplicaría a muchos de los integrantes de las FARC-EP, así como a militares y a policías. Como paso siguiente, a 
principios del 2017 y tal como se acordó en la negociación sobre el apartado de víctimas, la Cámara de 
Representantes otorgaba su aprobación a la reforma constitucional que creaba la Jurisdicción Especial para la 
Paz, un mecanismo de justicia transicional e independiente del sistema de justicia ordinaria, basado en los 
principios de verdad, justicia, reparación y no repetición. Paralelamente, a principios del año 2017 las FARC-EP 
iniciaban el proceso de concentración en las 26 Zonas Veredales Transitorias de Normalización (ZVTN) pactadas, 
y a partir del 1 de marzo del 2017 daba comienzo el proceso de desarme bajo la supervisión de la misión de 
Naciones Unidas en Colombia. 
 
Por lo que se refiere propiamente a la decisión del Gobierno de iniciar un proceso paz durante la primera 
legislatura del presidente Santos, se consideraba que Colombia tenía una condición más sólida para lograr la 
paz que en la época de Pastrana. No solo por el crecimiento económico, ni porque las Fuerzas armadas 
estuvieran mejor preparadas y contaran con el apoyo logístico de los EEUU frente al debilitamiento militar de 
las FARC-EP, sino porque la oligarquía rural, representada por Uribe, ya no tenía tanto poder como en el 
pasado, cuando frustró cualquier intento de reforma agraria, más bien al contrario, se encontraba en 
detrimento frente a la oligarquía urbana, representada por el actual presidente. En este sentido, la oligarquía 
urbana y empresarial eran las que tenían más interés en la pacificación del país por motivos económicos, pues 
la reforma agraria no les afectaría mucho y se impulsaría el desarrollo de la exploración y la explotación minera 
y petrolera, además se integrarían plenamente en la economía global y en una nueva fase de modernización 
capitalista. Así pues, en un país en paz habría un entorno de seguridad para las inversiones extranjeras, 
disminuiría el presupuesto militar y, por lo tanto, se podrían llevar a cabo políticas de redistribución que 
disminuyeran las desigualdades sociales, con el subsiguiente aumento del consumo que iría ligado al 
crecimiento de la producción nacional y a la proliferación de empresas locales. También es a destacar el hecho 
de que una vez firmada la paz se suavizarían las relaciones entre Colombia y los países vecinos (Venezuela y 
Ecuador), lo que a su vez debería favorecer la integración regional del país. En cuanto a las FARC-EP, sin 
perspectiva de victoria militar y bajo la presión de un mayor control de sus comunicaciones y desplazamientos, 
tenían interés en llevar a cabo una negociación con perspectivas de participar en política con la garantía de la 
protección del Estado. Esta posibilidad se presentaba como una oportunidad de transformar el país desde la 
democracia, tal y como ha sucedido en otros países de la región en los que organizaciones guerrilleras, después 
de abandonar la lucha armada, han llegado al poder democráticamente y han iniciado las transformaciones 
sociales y económicas que no habían podido llevar a cabo por la vía armada. Cabe indicar sobre esta cuestión, 
que algunos especialistas del conflicto armado consideran que el Gobierno apostaba por una paz rápida y 
barata para garantizar la inversión extranjera en el sector extractivo, mientras que las FARC-EP querían cambios 
estructurales. 
 
Por otro lado, la coyuntura nacional para llevar a cabo un proceso de paz era propicia, pues había recibido el 
apoyo de las principales fuerzas políticas: el Partido Social de Unidad Nacional, partido del actual y del anterior 
presidente, el Partido Liberal, el Partido Conservador, el Polo Democrático Alternativo y el Partido Verde. Este 
apoyo se consagró a través de la conformación del denominado Pacto por la Paz, un bloque compuesto por la 
mayoría de partidos políticos (con la principal excepción del Centro Democrático), que aunaba esfuerzos en pro 
de la finalización del conflicto armado. En esta misma línea, el Presidente creó la Comisión Asesora para la Paz, 
conformada por representantes de diversas fuerzas económicas, políticas y sociales del país, cuyo objetivo era 
convertir la paz en un propósito nacional. También a destacar, lo cual aportó mucha estabilidad, que las Fuerzas 
Armadas estaban representadas en el proceso de paz y que el presidente Santos, antiguo ministro de Defensa y 
de  familia de militares, contara con su respeto y aval. La coyuntura internacional también era favorable, con la 
Iglesia Católica y múltiples Gobiernos extranjeros manifestando su apoyo a las negociaciones y/o implicándose 
activamente en las mismas, así como organismos de integración latinoamericana como UNASUR, ALBA y CELAC, 
organizaciones transnacionales como la ONU, UE y la OEA, y organizaciones nacionales no gubernamentales 
como Colombianos y Colombianas por la Paz. En este aspecto, a medida que la negociación fue avanzando y se 
pactaban los acuerdos de la agenda, tanto la ONU, la UE, el Banco Mundial, como varios Estados europeos y 
americanos, se comprometieron a apoyar financieramente la fase de posconflicto. En cuanto a la situación 
política internacional, algunos estudiosos del conflicto consideraban que la victoria de Hugo Chávez en las 
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elecciones presidenciales venezolanas del año 2012 complicaba un posible acuerdo de paz, pues la victoria de la 
oposición hubiera privado a las FARC-EP de una retaguardia, apoyo logístico, refugio y referentes políticos e 
ideológicos. Tras la muerte de Hugo Chávez, la victoria electoral de Nicolás Maduro en las elecciones 
presidenciales venezolanas del año 2013 garantizaban la continuidad de la línea política de Venezuela y, por lo 
tanto, su papel en las negociaciones, a pesar de que la visita a Colombia del candidato opositor a la Presidencia, 
Henrique Capriles, después de las elecciones venezolanas, las cuales denunciaba por fraude, tensó las 
relaciones entre ambos países y Venezuela se llegó a plantear su participación, como país acompañante, en el 
proceso de paz. 
 
A pesar de que la coyuntura general era propicia, son varios los factores desestabilizadores y las trabas que 
surgieron durante la negociación. En primer lugar, existieron puntos de discrepancia entre las FARC-EP y el 
Gobierno. Aparte de los secuestros realizados por las FARC-EP, que causaron una primera crisis, y de la petición 
insistente de pactar un cese de hostilidades, la guerrilla reclamó, sin éxito, aplazar un año las elecciones 
parlamentarias y presidenciales para evitar la presión del calendario electoral. Asimismo, demandó la 
participación de la sociedad civil en las mesas de negociación y que después del acuerdo final se crease una 
ANC para asentar las bases de la paz. Sin embargo, el Gobierno rechazaba estas demandas o argumentaba que 
la agenda pactada era inamovible. En cuanto al propio Gobierno, a diferencia de otros procesos, contaba con 
un gran apoyo del espectro político del país y con la participación de las Fuerzas Armadas en el diálogo, 
evitando así posibles boicoteadores internos. Aun así, el expresidente Uribe se convirtió en el líder de la 
oposición a las negociaciones. De hecho, esta divergencia de planteamientos entre el actual presidente y su 
predecesor llegó a su punto culminante cuando Álvaro Uribe, en enero del 2013 y con la premisa de acabar con 
las conversaciones de paz, lideró la creación de un partido que representaba sus posicionamientos: el Centro 
Democrático, que fue el partido más votado en la primera vuelta de las elecciones presidenciales del año 2014. 
En la misma línea, el ex presidente Uribe se opuso al plebiscito por la paz a través de campañas como la jornada 
de “resistencia civil” para recolectar firmas contra el mismo, y posteriormente, lideró la opción del NO en el 
plebiscito a través de campañas de gran movilización social. A pesar de que se suponía que el actual presidente 
seguiría las pautas marcadas por su predecesor, la confrontación entre ambas posturas llegó a tal punto, que 
algunos analistas de la política colombiana consideraron que un acuerdo de paz podría dejar a Uribe muy 
debilitado, pero que si se rompía la negociación podría resurgir políticamente. Un punto de vista generalizado 
dentro del uribismo es que, a pesar del acuerdo final entre Gobierno y guerrilla, no habrá paz, pues consideran 
que los agentes del narcotráfico se nutrirán de muchos guerrilleros de las FARC-EP para mantener su cobertura. 
Otras posturas defienden que, en todo caso, no habrá paz porque el narcotráfico y los nuevos grupos armados 
ilegales continuarán generando violencia y podrían ocupar el vacío territorial de las guerrillas. 
 
En este sentido, otro elemento de tensión fue la aprobación por parte del Parlamento del Marco Jurídico para 
la Paz, una reforma constitucional que establece algunos principios y mecanismos de justicia transicional y que 
trataba algunos puntos clave de la agenda del proceso de paz, como la responsabilidad por delitos cometidos 
por los excombatientes y su reintegración a la vida civil, así como la cuestión de la participación política de 
aquellos guerrilleros que hayan cometido delitos de lesa humanidad o crímenes de guerra. De hecho, uno de 
los argumentos esgrimidos por la oposición en contra de la negociación, es que esta reforma constitucional 
abría la puerta a la impunidad, lo cual no se podía tolerar, puesto que el indulto o la amnistía podrían chocar 
frontalmente con los derechos de las víctimas, que era otro punto de la agenda. Por otro lado, el Gobierno 
defendía que esta reforma establecía un marco constitucional que permitía iniciar una estrategia integral de 
justicia transicional y justicia restaurativa, que a la vez garantizaba los derechos de las víctimas y la transición 
hacia un escenario de paz. Así mismo, se pretendía investigar y juzgar a los máximos responsables de crímenes 
de lesa humanidad y crímenes de guerra, pero no a todos los desmovilizados, pues resultaría materialmente 
imposible. De acuerdo con esto, el Gobierno descartaba amnistías totales o indultos generales y apostaba por la 
aplicación de mecanismos extrajudiciales como el de una comisión de la verdad, una vez firmado un acuerdo de 
paz final. Por lo tanto, se aplicaría un trato de favorabilidad jurídica vinculada a la verdad y a la reparación. Por 
otro lado, los portavoces de las FARC-EP en Cuba se pronunciaron afirmando que no aceptarían el 
encarcelamiento, es más, también se mostraban en contra de este marco jurídico, puesto que consideran que 
se trataba de una iniciativa unilateral que no había contado con su aceptación. En cualquier caso, Colombia ha 
ratificado el Estatuto de Roma, que es el instrumento constitutivo de la Corte Penal Internacional (CPI). La CPI 
establece que todos los crímenes de guerra y lesa humanidad tienen que ser investigados y no tolera la 
impunidad, con lo cual, tanto la amnistía como el indulto quedarían en entredicho, lo cual complicaba todavía 
más la cuestión y se consideraba una amenaza externa al proceso de paz. Cabe añadir que los paramilitares 
extraditados aprovecharon esta nueva coyuntura para recordar que el proceso con las AUC no había finalizado, 
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al considerar que fue interrumpido bruscamente por el anterior mandatario, y querían retomar el diálogo para 
culminarlo exitosamente, esperando que el Marco Jurídico para la Paz supliera las carencias de la Ley de Justicia 
y Paz (vigente hasta el 2006) y se abrieran nuevas oportunidades para conseguir beneficios penitenciarios. 
 
Otro factor desestabilizador durante la primera legislatura de Juan Manuel Santos fue el tiempo, pues los 
ritmos de la negociación y los institucionales no concordaban. A pesar de que en un principio el presidente 
Santos pusiera como límite para llegar a un acuerdo de paz el mes de junio del año 2013 y a finales del 2012 
ampliara este margen hasta noviembre, el Congreso redujo el margen hasta julio, pues era la fecha tope para 
que el Congreso pudiera ratificar los acuerdos a través de una reforma estatutaria que otorgase las garantías 
políticas y jurídicas que requeriría un eventual acuerdo y, por lo tanto, para que las FARC-EP pudieran participar 
en política en las elecciones legislativas y presidenciales del año 2014. Pasada esta fecha, con el primer punto 
de la agenda pactado y en plenas discusiones sobre el segundo, las FARC-EP abrieron la posibilidad de firmar la 
paz en noviembre del 2013, es decir, la fecha límite que había previsto el presidente Santos, pues en noviembre 
empezaba la campaña presidencial y su reelección estaba ligada a la negociación. Con todo, en el caso de que 
se hubiera rubricado un acuerdo final entre Gobierno y guerrilla, su ratificación solo hubiera quedado 
asegurada si el actual Gobierno volvía a ser reelegido, pues si el próximo Gobierno hubiera estado en contra, el 
acuerdo no hubiera sido ratificado y no tendría validez. En este sentido, las elecciones presidenciales estuvieron 
rodeadas de polémica, pues parte de la opinión pública y de la oposición política criticaron a Juan Manuel 
Santos por utilizar el proceso de paz como una estrategia electoral en favor de su reelección, por ejemplo, 
anunciando diez días antes de la primera vuelta, un acuerdo sobre el problema de las drogas ilícitas o cinco días 
antes de la segunda vuelta, un comunicado conjunto entre el Gobierno y el ELN informando que se 
encontraban en una fase exploratoria. Las propias FARC-EP también criticaron que el Presidente buscaba la 
reelección como un fin en sí mismo y no como el medio para lograr la paz en Colombia durante la siguiente 
legislatura. En cualquier caso, la reelección de Juan Manuel Santos en segunda vuelta aportó las garantías 
necesarias para la continuación de las negociaciones. 
 
Asimismo, también hubo una gran presión por parte de la opinión pública, pues el proceso de paz fue la 
iniciativa que definió la primera legislatura de la presidencia de Santos. A pesar del optimismo de los 
negociadores, la opinión pública fue virando de una esperanza inicial a un cierto escepticismo. Y es que los 
secuestros, que para muchos ponían en entredicho las verdaderas intenciones de las FARC-EP, la posición 
contraria de Uribe a la negociación, junto con la protesta social continua, provocaron una caída en la 
popularidad del Presidente, la cual se recuperó parcialmente durante las elecciones presidenciales, con una 
mayoría de la población apoyando el proceso de paz, según algunas encuestas, como el Barómetro de las 
Américas del Proyecto de Opinión Pública de América Latina (LAPOP). Otros riesgos a tener en cuenta que 
podrían haber afectado directa o indirectamente al proceso de paz son: los personalismos excesivos, la propia 
dinámica de los enfrentamientos armados y los posibles saboteadores, como  los terratenientes, los extremistas 
de las fuerzas armadas, los grupos paramilitares posdesmovilizados, así como las mafias que no tenían ningún 
interés en la desintegración de las FARC-EP, pues como efecto inmediato supondría que el Estado concentraría 
todas sus fuerzas en perseguir al crimen organizado. Otra de las cuestiones debatidas sobre este proceso es que 
no era lo suficientemente incluyente como para acabar con el conflicto armado, pues no se había incorporado 
al ELN desde un principio, ni se había abierto una vía propia de negociación. El ELN tiene una larga tradición en 
las conversaciones de paz y, ya desde el momento en que el Gobierno hizo oficial el diálogo con las FARC-EP, 
reclamaron su espacio en la negociación. Con esta finalidad, anunciaron públicamente la conformación de una 
delegación para un diálogo exploratorio, pero la respuesta de Santos fue que el primer principio que se tenía 
que respetar era el de la discreción: “si el ELN quiere algún tipo de acercamiento tiene que respetar ese 
principio. En su debido momento le responderemos por los canales adecuados”. Desde un inicio, Santos 
consideró que había posibilidades de incorporar al ELN o de crear un espacio propio de negociación, pero que 
todavía no se habían dado las condiciones adecuadas. En contraposición, el máximo comandante del ELN 
Nicolás Rodríguez, alías “Gabino”, llegó a declarar que no existía voluntad política por parte del Gobierno. Ante 
esta negativa, y según algunos especialistas del conflicto armado colombiano, el ELN contestó con una serie de 
secuestros para presionar al Gobierno a iniciar un diálogo con la guerrilla y no quedar al margen del proceso, 
aunque se considera que, paradójicamente, estos secuestros habrían sido contraproducentes y podrían haber 
retrasado la apertura de las negociaciones. A modo comparativo, algunos analistas veían paralelismos entre la 
postura del Gobierno actual con el ELN y la de Pastrana, cuando éste se centraba en la negociación con la 
organización con mayor capacidad operativa, las FARC-EP, y dejaba de lado al ELN, que presionaba con acciones 
militares para ser tenida en cuenta. 
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En esta línea y en cuanto a la negociación con el ELN, pocos días antes de cumplirse el tercer año de legislatura 
del primer mandato de Santos, y poco después de la desmovilización de 30 guerrilleros del ELN a mediados de 
julio del 201335, el Presidente anunciaba que el inicio del proceso de paz con el ELN se produciría 
próximamente, pero aclaraba que a pesar de la liberación de varios secuestrados, la apertura del diálogo 
quedaba condicionada a la liberación de varios retenidos, entre los cuales había ciudadano canadiense. Ante 
este posible inicio de un diálogo oficial con el ELN, el propio Gobierno consideró que lo más conveniente era 
instalar una mesa de negociación paralela a la de las FARC-EP. Por otro lado, estos mismos analistas afirmaban 
que si no se producía una negociación con el ELN, existía el riesgo de que en caso de acuerdo de paz con las 
FARC-EP, en los territorios en los que operaban las dos guerrillas el acuerdo sería muy frágil, además del peligro 
de que el ELN absorbiera excombatientes desmovilizados de las FARC-EP, lo cual dificultaría enormemente un 
escenario posconflicto. A pesar del interés del Gobierno y del apoyo de las FARC-EP a la apertura de 
conversaciones con el ELN, ésta no era sencilla, pues se consideraba que posiblemente el ELN insistiría en una 
agenda de negociación más amplia y reclamaría la participación de la sociedad civil, rescatando su antigua 
propuesta de Convención Nacional, a diferencia del proceso con las FARC-EP, con una agenda más acotada y a 
discutir entre Gobierno y guerrilla. Además, en la línea de las FARC-EP, el ELN también consideraba que el 
proceso de paz tendría que finalizar en la formación de una ANC que diera solidez a los acuerdos, a lo que el 
Gobierno se oponía. La petición de formación de una ANC también fue formulada por parte del EPL, una 
guerrilla menor que también aspiraba a iniciar conversaciones de paz con el gobierno. 
 
Finalmente, aunque a finales de agosto del 2013 el ELN liberó al ciudadano canadiense, lo que era una de las 
condiciones del Gobierno para iniciar contactos, aparentemente, no fue hasta enero del 2014 cuando se inició 
una fase exploratoria entre el Gobierno y el ELN en el exterior. Esta fase comenzó después de una serie de 
contactos y reuniones durante el año 2013, tal y como lo hacían constar en un comunicado conjunto en el que 
se anunciaba, entre la primera y la segunda vuelta de las elecciones presidenciales del 2014, que la guerrilla y el 
Gobierno se encontraban en una fase exploratoria. En el punto 1 del comunicado se afirmaba que tenían como 
objetivo “acordar una agenda y el diseño del proceso que haga viable el fin del conflicto, y la construcción de la 
paz duradera y estable para Colombia”, asimismo, en el punto 2 se detallaba que “la agenda de conversaciones 
incluirá los puntos de víctimas y participación de la sociedad. Los demás temas están por acordar”. Por otro 
lado, en la misma aparición pública en que se daba a conocer el comunicado conjunto, Juan Manuel Santos 
afirmaba que si no se daban todas las condiciones para el diálogo no se iniciaría una mesa formal de 
negociación, y que las condiciones que se pondrían al ELN para iniciar un proceso de paz serían similares a las 
de las FARC-EP, es decir: en el exterior y sin cese de hostilidades ni zonas desmilitarizadas. Seguidamente, tanto 
los EEUU como la OEA darían su apoyo y beneplácito al comunicado conjunto entre Gobierno y guerrilla. Sin 
embargo, la falta de entendimiento entre las partes sobre el fin de los secuestros, así como las propias 
dinámicas del conflicto, retrasaron la construcción de una agenda durante la etapa exploratoria y, por tanto, el 
inicio de una negociación formal. No fue hasta finales de marzo del año 2016, tras más de dos años de diálogos 
exploratorios, que se alcanzó un acuerdo en Caracas para establecer la primera mesa pública de negociación en 
base a una agenda compuesta por 6 puntos centrales: participación de la sociedad civil en la construcción de 
paz; democracia para la paz; transformaciones para la paz; víctimas; fin del conflicto armado; e implementación 
de lo acordado. Se preveía que las sesiones de diálogo se llevarían a cabo en el exterior, y que la primera sesión 
sería en Ecuador, que junto a Venezuela, Chile, Brasil, Cuba y Noruega serían países garantes. A pesar de este 
acuerdo, la fecha para iniciar esta mesa de negociación no se concretaba. La guerrilla culpaba al Gobierno por 
congelar los acercamientos y por su falta de voluntad, y el Gobierno insistía en finalizar con la práctica de los 
secuestros y la liberación de los retenidos para poder iniciar la negociación formal. Igualmente, y a pesar de que 
ELN decretó el cese de acciones armadas durante la semana previa y la jornada del plebiscito (principios de 
octubre del 2016) sobre el acuerdo entre el Gobierno y las FARC-EP, marcaba distancias frente al proceso de 
paz con la FARC-EP. Sin embargo, unos días después del plebiscito, se anunció oficialmente el inicio de los 
diálogos para finales de octubre del 2016. Pero de nuevo la fase pública de la negociación se pospuso, entre 
otros aspectos, porque el Gobierno condicionaba el inicio de la misma a la liberación del ex congresista Odín 
Sánchez, a la vez que el ELN pedía el indulto para dos de sus guerrilleros con problemas de salud. En este 
sentido, a principios de febrero del 2017, se cumplían estas condiciones: el ELN liberaba al rehén y el Gobierno 
concedía el indulto, así como la habilitación de dos gestores de paz designados por el ELN. Tras unos tres años 
de diálogos exploratorios, se despejaba el camino para iniciar la fase pública de conversaciones y establecer 
una mesa de diálogo en Ecuador.  
 
                                                           
35 La desmovilización más numerosa de la historia de la guerrilla.  
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Durante esta fase inicial de conversaciones oficiales se pactaron las reglas de funcionamiento del proceso: 
diálogo directo sin intermediarios, en medio de la confrontación armada y en el exterior. También se preveía 
incorporar a un segundo grupo de países garantes, que se sumaría al primero, entre los que se encontrarían 
Alemania, Suecia, Holanda, Italia y Suiza. En cuanto a los primeros puntos de la agenda a tratar, y en línea con la 
agenda pactada en el Acuerdo de Caracas del 30 de marzo del 2016, se conformarían dos mesas que 
abordarían, por un lado, el mecanismo idóneo para que la sociedad civil participe en la construcción de paz y, 
por otro lado, la mesa humanitaria, elemento esencial para el desescalamiento del conflicto y la construcción 
de la confianza mutua necesaria para acordar un cese el fuego bilateral y de hostilidades. Sin embargo, y 
aunque la fase formal de negociación apenas había comenzado, a finales de febrero, y tras el reconocimiento 
de la responsabilidad por parte del ELN de un atentado cometido en el centro de Bogotá contra la Policía, se 
desataba la primera crisis en la mesa de conversaciones de paz. A subrayar en cuanto al desarrollo de esta 
negociación, que algunos expertos sobre el conflicto armado colombiano consideran que, en comparación con 
el proceso de paz con las FARC-EP, el proceso con el ELN será diferente y más complicado. Un elemento de 
diferencia importante es que, a pesar de que el ELN acepte incorporar los aspectos que se consideren 
necesarios del Acuerdo de la Habana entre el Gobierno y las FARC-EP, también considera la participación de la 
sociedad civil como el eje principal del proceso y sus reivindicaciones contemplan transformaciones más 
profundas. A todo ello, cabe añadir el factor tiempo, pues en aproximadamente un año y medio acabará 
acabaría la segunda y última legislatura del Gobierno de Juan Manuel Santos. 
 
En cuanto al resto de actores armados, a finales de julio del 2014, el EPL expresó su voluntad de iniciar un 
proceso de negociación con el Gobierno en una carta abierta a varias organizaciones y personas que 
conformaban Clamor por la Paz. Del mismo modo, grupos paramilitares posdesmovilizados que se formaron a 
raíz de la desintegración de las AUC, como las Autodefensas Gaitanistas de Colombia, reclamaron al Gobierno 
su propia mesa de negociación. Al día de hoy, en ninguno de los dos casos se conocen contactos exploratorios 
entre estos actores armados y el Gobierno. 
 
Aun así, durante la primera legislatura de Santos se dio el primer ejemplo de un grupo armado con raíces en la 
desmovilización de las AUC, el Ejército Revolucionario Popular Antiterrorista de Colombia (ERPAC), que 
abandonaba las armas en diciembre del 2011. Según el análisis de algunos especialistas sobre el conflicto 
armado colombiano, el sometimiento36 de este grupo fue una oportunidad perdida del Gobierno para 
incentivar y facilitar el desmantelamiento de otros grupos paramilitares posdesmovilizados (Águilas Negras, 
Rastrojos, Urabeños, etc.), a los que el Gobierno denomina BACRIM (bandas criminales) y no considera grupos 
armados. A partir de este criterio, el sometimiento de este grupo se gestionó directamente a través del derecho 
penal ordinario y, por lo tanto, sus miembros no tuvieron derecho a integrarse en ningún programa 
gubernamental de DDR ni a la justicia transicional, lo cual también afectaba directamente a sus víctimas, que en 
principio se quedarían sin las garantías ni los beneficios que se extienden a las víctimas de las guerrillas y de las 
AUC. En definitiva, esta entrega de un nuevo grupo armado ilegal fue un mensaje negativo para los grupos 
paramilitares posdesmovilizados en activo, pues no se les daba ningún incentivo para abandonar las armas. 
Además, hay pocos indicios respecto al efecto positivo del desmantelamiento del ERPAC sobre la dinámica del 
conflicto, puesto que los miembros que no se entregaron, por no tener una perspectiva clara sobre la 
reintegración a la vida civil, pueden haberse integrado en otros grupos armados. Cabe añadir que, como 
impacto directo de este proceso, comenzó una lucha entre los otros grupos paramilitares posdesmovilizados 
para apropiarse del territorio que estaba controlado por el ERPAC y, por lo tanto, no disminuyó el grado de 
violencia en el territorio donde este grupo armado operaba. Para concluir, este procedimiento presentó 
muchas lagunas que menguaron su credibilidad, pues aparte de la falta de transparencia y de un monitoreo 
independiente, poco más de un tercio de los miembros del ERPAC se entregó. 
 
En cuanto a la participación de las organizaciones de base en la mesa de negociación, el Gobierno, en principio, 
quería evitarla, pues estimaba que la presencia de agentes nacionales e internacionales entorpecería las 
conversaciones. En este aspecto, el documento base para iniciar el diálogo no preveía la representación directa 
de la sociedad civil, a pesar de que ésta fue una reivindicación de la guerrilla y de la propia sociedad civil desde 
el comienzo. Así pues, al inicio del proceso de paz, el Gobierno relegaba la implicación del conjunto de la 
sociedad a una modalidad de consulta menor, poniendo a disposición una plataforma electrónica37 para 
recoger las propuestas de individuos, de organizaciones y de las regiones colombianas, afirmando que algunas 
                                                           
36 En este caso no se puede considerar una desmovilización, puesto que, según los criterios del Gobierno colombiano, ésta estaba reservada 
para los actores implicados en el conflicto armado interno. 
37 www.mesadeconversaciones.com.co 
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de éstas podrían ser incluidas en la mesa de negociación. Esta colaboración adquirió mayor protagonismo 
cuando el Gobierno y la guerrilla llegaron a un acuerdo y anunciaron la convocatoria para diciembre del año 
2012 del Foro Política de Desarrollo Agrario Integral (Enfoque Territorial), un espacio de participación 
ciudadana para recoger aportaciones y propuestas para el primer punto de la agenda: la política agraria. Las 
conclusiones del Foro fueron entregadas a la mesa de negociación como una aportación a considerar. La 
convocatoria de estos tipos de foros de participación social se fue reproduciendo, a medida que avanzaba la 
negociación, para cada uno de los puntos de la agenda a discutir. Al mismo tiempo, desde la mesa de 
negociación de La Habana se afirmaba que las propuestas de los foros eran una contribución fundamental para 
los acuerdos logrados. 
 
También hay que apuntar que el Presidente aceptó, a petición de las Comisiones de Paz del Congreso, convocar 
al Consejo Nacional de Paz, creado en 1998 por Ernesto Samper, pero inactivo durante un periodo prolongado 
de tiempo. Este consejo, constituido por representantes estatales y organizaciones de base, se encargaba de 
articular propuestas de los estamentos del Estado y de la sociedad civil con el objetivo de buscar soluciones 
negociadas. Es decir, se trataba de un espacio de participación para que la sociedad civil pudiera involucrarse 
activamente en la negociación, lo cual lo convertía en su principal medio de participación y en una plataforma 
de apoyo al proceso de paz. Más adelante, y a nivel local, hay que destacar que el presidente Santos anunció 
que los municipios serían los protagonistas de la fase de posconflicto, pues se les otorgaría mayor autonomía 
en temas de seguridad y se promovería la participación local en el Consejo Nacional de Paz. Estas decisiones 
satisfacían parcialmente las demandas de inclusión de la participación popular en los diálogos, pero las 
conversaciones de La Habana seguían siendo un espacio reservado a las FARC-EP y al Gobierno. Un caso 
especial es el que representaban las víctimas del conflicto, pues el Gobierno reconocía que la voz y los derechos 
de las víctimas serían especialmente relevantes. En este sentido, cabe destacar una serie de eventos, tales 
como el Foro Nacional “Colombia abraza a las víctimas de las FARC-EP”, en octubre del 2016 y cuyo objetivo era 
formular un documento con aportes y propuestas concretas a tener en cuenta. Fruto de este foro y con la 
finalidad de tener más peso en la negociación, las víctimas crearían la Federación Nacional de Víctimas. 
Asimismo, y a nivel internacional, también destacó la actividad del Foro Internacional de Víctimas, una iniciativa 
ciudadana por parte de la diáspora colombiana para contribuir al proceso de paz. Las conclusiones de este foro 
fueron entregadas a la sede de ACNUR en Ginebra para ser remitidas a la mesa de negociación en Cuba. 
 
Sin vínculos con el Gobierno y sin provenir de una convocatoria por parte del Estado o de un acuerdo en La 
Habana, hay que destacar en el mes de octubre del 2012 la convocatoria por parte de una multitud de 
organizaciones sociales y por la paz de la “semana de la indignación”, que se convirtió en una de las expresiones 
populares más importantes de descontento por la situación social del país y en favor de la participación 
ciudadana en la negociación. En el marco de esta semana se presentó la Ruta Social Común para la Paz, una 
convergencia de organizaciones creada para avanzar en la construcción de un escenario de unidad en favor del 
proceso y para reclamar un espacio de participación popular efectiva y real, así como demandar la construcción 
de una paz con justicia social y la inclusión de todos los actores armados en la negociación. Explícitamente se 
abogaba por la participación del ELN en el proceso, petición que también fue acompañada por una carta 
dirigida al Gobierno y a la guerrilla, firmada por más de ochenta personas y/o entidades, entre ellas 
académicos, políticos, analistas y ONG nacionales e internacionales, en la cual se argumentaba que un acuerdo 
de paz sin el ELN sería incompleto. Además, la Ruta Social Común para la Paz desarrolló una serie de actividades 
en pro de la paz, siendo una de las primeras la convocatoria del primer Foro social común para la paz con 
justicia social, con la presencia de organizaciones sociales y populares de toda Colombia.  
 
A estas expresiones populares, habría que añadir una gran cantidad de acontecimientos desde ámbitos diversos 
y a nivel internacional, nacional y regional en favor de la paz, tales como manifestaciones, marchas y acciones, 
que eran expresiones de acompañamiento, de legitimización o de crítica que se producían en el marco de la 
negociación y que demostraban que el movimiento por la paz se mantenía muy activo. Por mencionar algunos 
ejemplos, destacamos: la jornada ciudadana de apoyo al proceso de paz con las FARC-EP, en octubre del 2012; 
el foro Protección a la población civil en el marco del conflicto armado y los diálogos de paz, a finales de 
octubre del año 2012; el Congreso Internacional por la Paz, en diciembre; la convocatoria de una marcha 
nacional contra el secuestro, a mediados de febrero del 2013; la marcha por la paz y las víctimas del conflicto, 
inaugurada por el presidente Santos, en abril; el Encuentro Internacional para la Paz, también en abril del año 
2013; el Congreso Nacional para la Paz, unos días después; el Foro sobre Participación Política, a finales de abril; 
el Foro Ecuménico por la Paz, en mayo del 2013; el Foro por la Paz en Colombia, a finales de mayo en Porto 
Alegre; el llamado mundial por el fin de la guerra en Colombia, a finales de mayo del 2014; la marcha por la 
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vida, en marzo del 2015; las mesas de trabajo para la paz de la población históricamente discriminada, 
convocada en abril del 2016; y la convocatoria anual de la Semana por la Paz, en apoyo al proceso de paz. En la 
misma línea, destacan las múltiples marchas en favor del SÍ y del NO en el plebiscito sobre el acuerdo de paz 
previamente al mismo, así como las marchas en favor del acuerdo de paz tras la victoria del NO en 2016. Por 
otro lado, y desde el ámbito universitario, se llevó a cabo el primer y el segundo Congreso Regional de Paz en el 
mes de septiembre y de noviembre del 2012 respectivamente, que tenían que servir para preparar el Sexto 
Congreso Nacional y Primero Internacional por la Paz convocado por REDUNIPAZ en octubre del 2013. 
 
A nivel local, se deben mencionar las Mesas Regionales de Paz, que subrayaban los problemas de cada región y 
debatían temas de la agenda, como la política agraria, la participación política y la cuestión de las víctimas, 
enviando sus propuestas a la mesa de negociación. También cabe destacar los múltiples encuentros regionales 
por la paz que se dieron en toda la geografía colombiana y cuya finalidad era realizar aportes al proceso de paz 
por parte de diversos actores. Por su parte, la Organización Nacional Indígena de Colombia y el Consejo 
Regional Indígena del Cauca, presentaron la Propuesta indígena y popular de paz, para que se tuvieran 
presentes sus requerimientos y especificidades.  
 
 

11. Consideraciones generales 
  
Tras examinar los diferentes procesos de paz que se han desarrollado en Colombia y sus resultados, cabe 
analizar cuáles han sido los aspectos clave en las negociaciones entre el Gobierno y los múltiples actores 
armados colombianos, los factores que las han favorecido u obstaculizado, así como las conclusiones y 
recomendaciones que pueden extraerse. 
 
Uno de los primeros puntos a destacar durante el período de bipartidismo es que el Partido Conservador ha 
mostrado, por regla general, una mayor voluntad política en la negociación y se ha aproximado más a la firma 
de un acuerdo de paz con las FARC-EP que el Partido Liberal. Dado que, en su conjunto, las formaciones de 
talante conservador han seguido políticas menos progresistas que las ubicadas a su izquierda, parece que 
tendría que haber sido el Partido Liberal el agente natural de negociación con la guerrilla. Esta actitud del 
Partido Conservador se entiende mejor si se analiza la evolución del partido, que, desde los inicios de los años 
80, con la llegada de las tendencias socialcristianas y la influencia de la doctrina social de la Iglesia en los 
partidos conservadores latinoamericanos, provocaron un viraje hacia actitudes más en consonancia con el 
reformismo social, lo cual acabó impregnando al Partido Conservador Colombiano. Un ejemplo bastante claro 
de esta política con inclinaciones reformistas sería la seguida por el presidente Belisario Betancur. Habría que 
añadir el hecho de que las FARC-EP, que provienen del mundo rural, tienen reivindicaciones relacionadas con la 
distribución, la tenencia y el uso de la tierra y, por lo tanto, su contraparte natural serían los terratenientes, la 
mayoría de los cuales forman parte del Partido Conservador, lo que favoreció el entendimiento entre la 
guerrilla y los distintos Gobiernos conservadores. Caso contrario al del ELN, que nace a raíz de una iniciativa de 
ciudadanos con formación universitaria y que está más vinculado a los centros urbanos, por lo que su 
contraparte lógica sería el Partido Liberal, mucho más relacionado con la industria y el comercio. 
 
Todavía hay otro factor muy importante que debe tomarse en consideración y que explica por qué con la 
formación conservadora en el poder se avanzó más en la firma de un acuerdo final con las FARC-EP: el uso 
político de la paz, una constante en muchos países en conflicto, Colombia incluida. De hecho, el Partido 
Conservador, a través de este uso político de la paz, intentó condicionar algunos procesos de elección 
presidencial. También, en otras ocasiones, intentó utilizar la negociación como estrategia para redefinir 
mayorías en el Congreso ya que, mediante un proceso de paz exitoso, las guerrillas podrían convertirse en una 
fuerza política con presencia parlamentaria potencialmente aliada. Este hecho fue especialmente relevante 
para el Partido Conservador durante los mandatos de Betancur y Pastrana, al ser ejecutivos asociados con 
facciones del Partido Liberal, lo que era equivalente a coaliciones inestables y sin mayorías en el Congreso. En 
este sentido, el Partido Liberal se opuso a las negociaciones del Partido Conservador con las FARC-EP, puesto 
que, entre otros aspectos, una eventual presencia en el Congreso de un partido político vinculado a la guerrilla 
les podía perjudicar. Además, hay que añadir que la propia debilidad de los Gobiernos conservadores durante 
los mandatos de Betancur y Pastrana, a la vez que propiciaba un interés en redefinir mayorías en el Congreso 
para fortalecer su posición en el Gobierno, también dificultaba la negociación al no poder garantizar una 
postura gubernamental unificada. Asimismo, el Partido Liberal también desaprobaba la desmovilización de las 
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AUC, dado que implicaba una redistribución de fuerzas políticas que amenazaban la mayoría liberal en algunas 
regiones. En cuanto a la coyuntura del momento, también cabe tener presente que durante el mandato de 
Betancur las FARC-EP estaban políticamente en auge y con Pastrana se encontraban militarmente muy activas, 
lo cual presionó a ambos mandatarios a establecer contactos con la guerrilla, pues su poder representaba una 
amenaza real para el mantenimiento del orden constitucional. 
 
Así pues, el largo camino hacia la paz en Colombia evidencia la necesidad de convertir la pacificación del país en 
un asunto de Estado, que no puede depender exclusivamente de la iniciativa del gobierno o del presidente de 
turno, y que debe tener como finalidad última lograr un acuerdo de paz a nivel nacional. En base a este 
objetivo, se requiere un Gobierno con mayorías en el Congreso, capaz de coordinar un frente nacional y 
unificado que incorpore en un eventual proceso de paz a las Fuerzas Armadas y a las élites dominantes, o como 
mínimo, que pueda evitar que lo saboteen, tal como sucedió durante la legislatura de Belisario Betancur, 
Ernesto Samper y Andrés Pastrana. Esta oposición se ha activado siempre que el proceso ha amenazado sus 
privilegios y/o poderes adquiridos, instante en el cual su apoyo al mismo disminuye o directamente lo 
obstruyen a través de los medios de comunicación e incluso de los paramilitares, principales saboteadores. Por 
el contrario, han favorecido la negociación unas condiciones políticas particulares, entre las cuales podríamos 
destacar un fuerte apoyo nacional e internacional, y políticas que no requieran de un mismo presidente, como 
aconteció en la transición de Virgilio Barco a César Gaviria, que dio continuidad a los procesos que se estaban 
llevando a cabo con varias guerrillas. No obstante, aquellas negociaciones que han dependido de un Gobierno o 
de la existencia de una fecha límite, marcada por unas elecciones, pueden conllevar un componente 
desestabilizador, especialmente si un presidente aspira a ser reelegido, tal y como sucedió durante la primera 
legislatura de Juan Manuel Santos. Por otro lado, también es esencial que el Gobierno tenga suficiente 
legitimidad ante la ciudadanía, las fuerzas armadas y la insurgencia, pues en caso contrario, como fue el caso 
del presidente Samper, la guerrilla puede llegar a no considerarlo como una contraparte válida para negociar. 
 
En esta línea, se requiere un Gobierno con la suficiente fortaleza política y militar como para pactar un acuerdo 
de paz general que englobe a todos los grupos armados. De lo contrario, el fracaso de un proceso de paz puede 
incluso deteriorar la coyuntura previa al mismo. En este sentido, es una paradoja que los dos dirigentes que 
más avanzaron en las conversaciones con las FARC-EP previamente a Santos, como son Betancur y Pastrana, no 
solo no consiguieron firmar la paz, sino que en el primer caso, las guerrillas que no negociaban aumentaron su 
grado de organización al crear la CNG, y en el segundo, las AUC expandieron su poder político y militar 
aprovechándose de los temores de un sector de la clase dominante, que veía amenazados sus intereses ante la 
posibilidad de un acuerdo de paz. Hay que añadir, en el caso de las AUC, que el acuerdo de desmovilización, al 
no incluir al resto de grupos armados, no supuso la pacificación de Colombia y solamente benefició a uno de los 
actores del conflicto y al Gobierno de turno. 
 
Otro factor clave para la firma de los acuerdos de paz durante los mandatos de Virgilio Barco y César Gaviria fue 
presentar un modelo único de negociación para todo el movimiento insurgente, pero esta estrategia, por sus 
propias características solo era aplicable a las guerrillas menores o debilitadas. En cambio, cuando Gaviria inició 
un proceso simultáneo con las FARC-EP y el ELN (agrupadas en la CGSB), éste fracasó, entre otros motivos, 
porque cada parte quería hacer valer su propia agenda. Del mismo modo, no prosperó el modelo de Andrés 
Pastrana de negociar con las dos guerrillas por separado, priorizando a la que tenía mayor capacidad operativa. 
Presentando dinámicas similares al Gobierno de Pastrana, el Gobierno de Juan Manuel Santos solo ha 
empezado la negociación oficial con el ELN tras haber pactado un acuerdo de paz con las FARC-EP. Con todo, 
parece que, en favor de un acuerdo de paz global, la vía a seguir sería llevar a cabo una negociación sin priorizar 
una guerrilla sobre la otra, de forma simultánea y por separado, pues cada una afronta el diálogo con su propia 
agenda y objetivos. 
 
Del mismo modo, se concluye que la negociación debe afrontar las causas objetivas que han generado y 
condicionado el conflicto, y no focalizarla tanto en la finalización de la lucha armada sin cuestionar aspectos de 
índole política, económica y social, tal como ha sucedido en muchos casos, equiparando la conclusión del 
enfrentamiento armado con el desarme, la desmovilización, el indulto y la reincorporación a la vida civil de los 
combatientes. Bajo esta percepción no se valora ningún tipo de reforma, pues se considera que la conflictividad 
armada está provocada por factores externos y, por lo tanto, se le deniegan sus raíces políticas o directamente 
no se acepta la existencia de un conflicto armado, sino la existencia de una amenaza terrorista. En el marco de 
estos presupuestos, no se le otorga ningún tipo de legitimidad a los objetivos del movimiento guerrillero y, en 
consecuencia, el debate político queda excluido y se refuerza la visión militarista para acabar con el movimiento 
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insurgente. Este modelo de paz como sinónimo de finalización de la lucha armada, solo ha servido para las 
guerrillas menores o debilitadas, o para los paramilitares, pero en cambio, demostró ser un planteamiento 
inadecuado para enfocar el diálogo con las FARC-EP y el ELN, pues no contempla cambios estructurales 
profundos en el sistema político y económico. De hecho, durante los mandatos de Belisario Betancur y de 
Andrés Pastrana se reconoció que, en parte, las causas de la guerra eran de naturaleza política, económica y 
social y, consecuentemente, le concedían un carácter político. Durante la presidencia de Juan Manuel Santos se 
fue más allá de este reconocimiento, y en un gesto histórico y sin precedentes, se admitió la responsabilidad del 
Estado en las graves violaciones de DDHH que ha sufrido Colombia en los últimos 50 años y se asumió la 
existencia de la guerra sucia y del terrorismo de Estado. Así pues, y a partir de esta percepción, no es de 
extrañar que solo durante las presidencias de Betancur, Pastrana y Santos, se haya contemplado la posibilidad 
de llevar a cabo las reformas políticas, institucionales, económicas y sociales necesarias para pacificar el país. En 
consecuencia, la paz tendría que ir acompañada de una apertura de la democracia que integrara la oposición 
armada al sistema político, además del desarrollo del país, el respeto de los DDHH y el final de la impunidad, 
entre otros aspectos, pues la superación de una situación tan prolongada en el tiempo va más allá de la 
expiración de la lucha armada y exige una solución compleja y duradera. 
 
Otro motivo que ha impedido que la paz prosperara en Colombia, ha sido el hecho de que el Estado colombiano 
y/o los movimientos guerrilleros, en determinadas circunstancias se han inclinado por una solución militar. Por 
ello, se ha criticado al Ejército, a la guerrilla, y sobre todo al Gobierno, su falta de voluntad y de decisión política 
para llegar a un acuerdo definitivo, privilegiando en diferentes momentos la pacificación del Estado por la vía 
armada. Desde este punto de vista se explicaría, en algunos periodos, la escasa disposición del Gobierno a 
discutir cambios estructurales, y plantear solamente la desmovilización y la reinserción sin incluir ningún tipo de 
reforma ni condiciones políticas favorables, tal como proponían Julio César Turbay Ayala o Álvaro Uribe. 
También ha sido motivo de debate, más allá de las posibilidades reales por parte de los movimientos 
guerrilleros o del Estado de conseguir una victoria militar, la tesis que considera que la guerra se habría 
convertido en estructural en Colombia, es decir, en una forma de vida tanto para el Ejército como para las 
guerrillas, lo que iría acompañado de una economía de guerra que ambas partes tenían interés en mantener. 
Esta tesis defiende que la confrontación armada se habría llegado a convertir en un fin en sí misma y no en un 
medio para conseguir unos objetivos, pues tanto la cúpula del Estado, como la del Ejército, como la de los 
grupos guerrilleros, se verían beneficiados por su prolongación. 
 
En cualquier caso, las acciones armadas han dificultado la resolución del conflicto y ha sido determinante la 
declaración de una tregua para crear un clima de distensión adecuado para el desarrollo del diálogo: así lo 
demuestran el mandato de Belisario Betancur, en que se firmaron los Acuerdos de la Uribe con las FARC-EP y 
los Acuerdos de Corinto con el M19 y el EPL, o los mandatos de Virgilio Barco y César Gaviria, en que se 
firmaron acuerdos con varias guerrillas. En cambio, a partir de Caracas-Tlaxcala (1992) en adelante, las 
conversaciones se han gestionado sin haber pactado un cese de hostilidades y las dinámicas propias de la 
guerra han actuado como factores desestabilizadores, principalmente a causa de los secuestros: durante el 
mandato de César Gaviria y de Andrés Pastrana, en que se negoció con las FARC-EP y el ELN sin un alto el fuego, 
la muerte de un exministro que estaba retenido en el primer caso, y el secuestro de un senador en el segundo, 
serían los detonantes que rompieron el diálogo. Igualmente, durante la presidencia de Santos, los secuestros 
realizados por las FARC-EP causaron una de las mayores crisis del proceso de paz. 
 
En relación a los últimos puntos expuestos, cabe resaltar que tanto la inclinación por una solución militar como 
las dificultades para pactar un alto el fuego han estado influenciadas directamente por la actividad armada de 
los paramilitares. El paramilitarismo ha supuesto un obstáculo casi insalvable para poder lograr la paz en 
Colombia, puesto que, en determinados momentos históricos, tanto el Ejército, como una parte importante de 
la oligarquía colombiana, han canalizado su oposición a un posible acuerdo de paz fomentando la guerra sucia 
contra la insurgencia y contra las negociaciones a través del paramilitarismo. De igual forma, ha sido una 
constante la desconfianza de las guerrillas en las instituciones del Estado debido a su actitud laxa hacia las AUC. 
En este sentido, cabe mencionar que el paramilitarismo siempre tuvo un mayor margen de actuación fuera de 
la legalidad respecto a la guerrilla y que, posteriormente a su desmovilización se destaparon sus vínculos con 
sectores del Gobierno. 
 
Otra circunstancia diferencial en las conversaciones de paz a lo largo del tiempo ha sido el lugar donde se han 
producido, es decir, en el interior o en el exterior del país. En este sentido, no se podría extraer una conclusión 
clara sobre la idoneidad de una opción o de otra. Por un lado, hay que subrayar que las negociaciones de los 
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acuerdos de paz firmados hasta la presidencia de Santos (M19, MAQL, EPL, PRT, ERG, etc.), se han desarrollado 
en Colombia. Pero, por otro lado, cuando se ha dialogado con las dos guerrillas más potentes (FARC-EP y ELN), 
la presión mediática y de la opinión pública han sido muy elevadas, lo cual puede llegar a convertirse en un 
obstáculo, puesto que los actores enfrentados se pueden ver más directamente afectados y condicionados si las 
discusiones se producen dentro del territorio nacional. Éste fue el caso de Andrés Pastrana, que declaró una 
zona desmilitarizada en el interior del país: esta decisión favoreció un diálogo más directo y fluido, pero a la vez, 
la zona de distensión se convirtió en un foco de críticas por parte de los medios de comunicación, lo que 
impacientó a gran parte de la sociedad colombiana y acabó teniendo un impacto negativo. En cambio, cuando 
los procesos de paz se han producido en el exterior han encontrado una atmósfera más propicia, además de la 
indispensable discreción que requieren este tipo de acontecimientos, como ha sido todo el proceso con las 
FARC-EP durante el Gobierno de Santos, que ha culminado en un acuerdo de paz final en 2016. 
 
Este último elemento, la discreción, así como la prudencia, han sido fundamentales para avanzar en los 
diferentes procesos de paz de los últimos tres decenios, pues la filtración a la prensa de una información 
concreta, puede desestabilizar o romper el diálogo, como fue el caso del Pre-Acuerdo de Palacio de Viana con el 
ELN en 1998. Hay otros muchos factores que facilitan y agilizan las discusiones entre el Gobierno y la guerrilla, 
como por ejemplo la creación de un ambiente propicio, tal como sucedió durante el mandato de Belisario 
Betancur, en el que se decretó una amnistía previa al inicio de los diálogos, o la aprobación durante la 
presidencia de Juan Manuel Santos de una serie de leyes que daban mayor solidez al proceso de paz y a una 
posible desmovilización de las guerrillas. Otra decisión gubernamental que ha posibilitado un mejor 
entendimiento entre el Gobierno y las organizaciones guerrilleras, es el reconocimiento del estatus de 
beligerancia al grupo armado de oposición y la condición de representantes a sus negociadores, o como 
mínimo, la suspensión de las órdenes de captura contra sus delegados, lo cual aporta mayor legitimidad al 
diálogo y coloca a la guerrilla en una posición de mayor igualdad frente al Gobierno. Del mismo modo, la 
existencia de una coyuntura reformista que atenúe algunas de las causas del conflicto armado es un elemento 
positivo para el éxito, pues la propia negociación permite la posibilidad de incidir en las reformas que se están 
llevando a cabo y asociarlas a la superación de la confrontación militar, como fue el caso de la convocatoria de 
la ANC y la posterior aprobación de la Constitución de 1991. 
 
En cuanto a los actores clave en la negociación más allá del Gobierno y de los grupos armados, se constata 
como la sociedad civil ha ido adquiriendo un mayor protagonismo a lo largo del tiempo. Se ha pasado de 
manera progresiva a considerar que la consecución de la paz era una cuestión que solo incumbía al Estado y a la 
guerrilla, a ver a los colectivos sociales que promueven la paz como agentes esenciales en la superación del 
conflicto armado colombiano por medio de su implicación en los escenarios de decisión política, en la 
construcción de paz y también como copartícipes en la creación de un clima de confianza necesario en la fase 
de acercamiento entre las partes enfrentadas. Sin embargo, hemos visto en el caso colombiano que, cuando un 
Gobierno lleva a cabo conversaciones de paz, en la mayoría de los casos apuesta por un trato directo con el 
movimiento guerrillero, dejando en segundo plano el papel de la sociedad civil, al considerar que su implicación 
retarda y entorpece el desarrollo de la negociación. En cambio, por parte de las organizaciones guerrilleras y 
con el objetivo de obtener una mayor legitimidad, sí ha existido una mayor predisposición en perseguir 
acuerdos de paz de base amplia, como fue la petición de Diálogo Nacional del M19 o la propuesta de 
Convención Nacional del ELN. En este aspecto, encontramos un espectro de opiniones que van desde 
posiciones minimalistas, que consideran que en el marco de una negociación la participación social no tiene 
que ser tenida en cuenta, pues el Gobierno electo ya representa al pueblo, a posiciones maximalistas, que 
sostienen que toda la población, de una forma u otra, tiene derecho a participar. Otro actor clave a destacar, 
especialmente desde principios de los años noventa, y como punto álgido durante el mandato de Pastrana y 
posteriormente con Santos, ha sido la comunidad internacional en su papel de acompañante, observadora y 
garante de los procesos de paz, al mismo tiempo que ha aportado una base más sólida a la negociación y a los 
acuerdos subscritos. 
 
A la luz del análisis realizado en estas consideraciones generales, el reciente proceso de paz entre el Gobierno 
de Santos y las FARC-EP, merece alguna consideración suplementaria. En primer lugar, hay que destacar que 
Colombia estaba en mejores condiciones para encarar una negociación que durante la presidencia de Andrés 
Pastrana, pues la situación económica era favorable y las Fuerzas Armadas estaban mucho mejor equipadas 
frente a una guerrilla más debilitada. Asimismo, la coyuntura internacional y nacional era propicia, pues el 
Gobierno consiguió liderar un frente nacional y unido en favor de la paz, en el que estaban incluidos el Ejército, 
las principales fuerzas políticas y gran parte de la oligarquía. Por otro lado, el diálogo entre el Gobierno y la 
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guerrilla se vio beneficiado por el hecho de que la agenda de negociación era más realista y viable que en 
anteriores procesos y porque ambos actores coincidían en la necesidad de llevar a cabo reformas de índole 
política y económica. 
 
No obstante, durante la presidencia de Santos hubo varios elementos desestabilizadores, como los círculos de 
poder que se oponían a las negociaciones y que se acabaron convirtiendo en saboteadores, así como la 
cuestión de la impunidad de los dirigentes de las FARC-EP, un tema muy controvertido en el que chocaban dos 
pilares del proceso de paz: la necesidad de incentivar la desmovilización de los guerrilleros y el derecho a la 
justicia de las víctimas. Igualmente, otro elemento distorsionador durante el actual Gobierno fue el tiempo, 
pues la posibilidad de continuar con la negociación con las FARC-EP solo estaba asegurada en el supuesto de 
una segunda legislatura de Juan Manuel Santos, de la misma forma que las negociaciones con el ELN deberían 
concluir antes de finalizar la segunda y última legislatura de Juan Manual Santos. Hoy en día, después de la 
firma del acuerdo de paz en 2016, aún no queda claro que ello conduzca a la pacificación del país, ya que es una 
solución parcial, pues de momento no se ha firmado la paz con el ELN, aparte que nuevos grupos armados 
ilegales descendientes de las AUC y el narcotráfico, con toda probabilidad, continuarán generando violencia. 
Por eso es importante, que se creen unos mecanismos que favorezcan la desmovilización de los nuevos grupos 
armados ilegales y que garanticen los derechos de las víctimas. Sin el desmantelamiento de estos grupos 
armados difícilmente se puede lograr una paz total, puesto que cuando la guerrilla abandone muchos de los 
territorios donde operaba, dichos grupos podrían ocupar estos territorios y reclutar exguerrilleros reclutados. 
En cuanto a las organizaciones internacionales del narcotráfico que operan en Colombia y que también 
obstaculización la pacificación del país, hay un doble aspecto que se debe tener presente para combatirlas: en 
primer lugar, y en origen, la implementación de políticas y de recursos para promover el crecimiento de cultivos 
alternativos; en segundo término, y en destino, la colaboración de los EEUU y Europa para reducir la demanda 
creciente de drogas. 
 
Por lo tanto, más allá de la firma del acuerdo, hay varios aspectos que conviene tomar en consideración para 
asegurar una paz estable y duradera. Por un lado, la correcta implementación y una adecuada política de 
seguimiento de los puntos pactados es esencial para garantizar la reincorporación a la sociedad de los 
excombatientes y evitar posibles escisiones dentro la guerrilla, así como asegurar el derecho a la verdad, 
justicia, reparación y garantías de no repetición de las víctimas. Por otro lado, relacionado con los derechos de 
las víctimas y con la reconciliación del país, es de vital importancia la creación de una comisión de la verdad, la 
cual está prevista en el marco del acuerdo final de paz entre Gobierno y FARC-EP. Es indispensable llevar a cabo 
este proceso de reconstrucción de la memoria histórica para el futuro del país, puesto que, a pesar de la firma 
de la paz, queda un largo camino de transición hasta la verdadera paz, la cual debe ir acompañada por el 
perdón y por la reconciliación, procesos culturales que necesitan tiempo. 
 
Finalmente, y aparte de las consideraciones esgrimidas hasta el momento, cabe aportar una serie de 
recomendaciones fruto de una compilación de diferentes informes38 (algunas de las cuales están presentes en 
el actual acuerdo de paz), que plantean un escenario de construcción de paz que elimine las causas que 
hicieron estallar el conflicto armado y que han condicionado su continuidad. A destacar: 
 
- El Gobierno colombiano y el Congreso tendrían que llevar a cabo las reformas normativas e institucionales 
adecuadas con el objetivo de fortalecer la democracia, el estado social de derecho y la inclusión social, 
combatir la corrupción y la impunidad, lograr el respeto lleno de los DDHH, y fomentar una cultura de 
igualdad y resolución de conflictos cívica. Esta recomendación incluiría la necesidad de depurar las 
instituciones estatales del servicio público que hayan mantenido vínculos con los grupos armados o estén 
implicadas en violaciones de los DDHH. 

 
- Igualmente, sería muy positivo para ir superando las causas objetivas de la confrontación armada, la 
implementación de una reforma fiscal que combata las desigualdades sociales a través de la financiación de 
políticas sociales públicas. 

 
- También habría que incluir la creación de un mecanismo de reconstrucción integral de las regiones 
devastadas por el conflicto armado, centrado en educación, salud, vivienda y derechos colectivos. 

                                                           
38 A destacar: Grupo de Memoria Histórica. ¡Basta ya! Colombia: Memorias de guerra y dignidad. Imprenta Nacional, Bogotá, 2013. 
 



                                        Colombia: el largo camino hacia la paz. Perspectiva histórica (1978 – 2017) 
. 

  

50 
 

 
- En cuanto a la desmovilización, haría falta un programa de DDR que adoptara medidas concretas para evitar 
escisiones dentro de los grupos armados desmovilizados o que los excombatientes puedan ser reclutados por 
los grupos paramilitares posdesmovilizados. 

 
- Por lo que refiere al reconocimiento del sufrimiento de las víctimas y el reconocimiento de sus derechos, 
éstas deberían tener la posibilidad de ser sujetos activos y partícipes en el desarrollo de programas y medidas 
de reparación integral. 

 
- Habría que implementar políticas concretas para los desplazados y refugiados que permitan su regreso en 
las mejores condiciones posibles y con garantías de no repetición. El acuerdo de paz no tendría que 
invisibilizar la crisis humanitaria que se vive en muchas regiones del país debido a los desplazamientos, pues 
no se puede esperar lograr un escenario de posconflicto mientras esta situación perdure. 

 
- Otra recomendación al Gobierno consiste en asegurar la apropiación, el apoyo y la implicación de la 
sociedad civil en el proceso de construcción de paz para que forme parte del mismo y aporte solidez a la 
transición hacia una paz duradera, dando especial relevancia a la contribución efectiva de las mujeres y de la 
población de aquellas zonas afectadas directamente por los enfrentamientos armados. 

 
- El Gobierno también tendría que promover la presencia y el apoyo de agentes de cooperación internacional, 
que a través de diferentes programas de acción específicos y en coordinación con el Gobierno, pueden 
aportar una mayor solidez a la construcción de la paz. 

 
- En cuanto a la comunidad internacional se demanda apoyo político, técnico y financiero para la 
implementación de los acuerdos de paz, la defensa y la promoción de los defensores de DDHH y de las 
iniciativas locales y regionales de paz, así como la promoción de programas de apoyo financiero para mejorar 
las condiciones humanitarias de la población afectada por el conflicto. 

 
 



                                        Colombia: el largo camino hacia la paz. Perspectiva histórica (1978 – 2017) 
. 

  

51 
 

 IV. Anexos  
 

1. Acuerdos de la Uribe 
 

Con el fin de afianzar la paz nacional, que es el requisito indispensable para la prosperidad general del pueblo 
colombiano, y para lograr el desarrollo de la actividad social y económica sobre bases de libertad y de justicia, la 
Comisión de paz y las Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia, FARC-EP, acuerdan los siguientes puntos. 

1. Las FARC-EP ordenarán el cese al fuego y demás operativos militares a todos sus frentes en el país, a partir del 
día 28 de mayo de 1984 a las 0:00 horas, fecha que podrá posponerse, como máximo, hasta por dos meses si 
fuere necesario. 

La orden de que antes se habla se mantendrá indefinidamente si el señor presidente de la República, doctor 
Belisario Betancur, corresponde a este gesto efectivo de paz con una orden semejante suya, dada a todas las 
autoridades civiles y militares bajo su jurisdicción, en la oportunidad debida. 

2. Las FARC-EP condenarán y desautorizarán nuevamente el secuestro, la extorsión y el terrorismo en todas sus 
formas y contribuirán a que termine su práctica, como atentados que son contra la libertad y la dignidad 
humanas. 

3. La orden del señor presidente de la República se cumplirá únicamente respecto de los grupos y personas que 
acaten y respeten estas bases y no infrinjan la ley penal. 

4. Una Comisión nacional amplia y representativa de las fuerzas implicadas en los enfrentamientos, designada 
por el señor presidente de la República, será encargada de la verificación de todas las disposiciones contenidas 
en este Acuerdo, con la finalidad de consolidar el proceso de pacificación. La Comisión creará subcomisiones en 
Florencia (Caquetá), Vistahermosa (Meta), Barrancabermeja (Santander), Saravena (Arauca), Santa Marta 
(Magdalena), Medellín (Antioquia), Neiva (Huila), Orito (Putumayo), y Cali (Valle), y podrá asesorarse de personas 
extrañas a ella para estudiar, con su concurso, en las regiones o sitios en que fueren conducentes sus servicios, 
las quejas o reclamos por hechos que pudieren interferir al anhelo nacional de paz y seguridad. La Comisión 
funcionará por todo el tiempo que fuere necesario y podrá acordar sus propios reglamentos. 

5. La Comisión nacional de verificación funcionará en Bogotá, y se trasladará periódicamente para sesionar, con 
plenas garantías de acceso y libre tránsito, a una de las siguientes localidades, a elección del señor presidente de 
la República: a) San Juan de Arama, Granada, Vistahermosa, (Meta); b) San Vicente del Caguán (Caquetá); c) 
Colombia (Huila); d) Dolores y Prado (Tolima), y e) La Uribe (Meta). 

6. El gobierno dotará a la Comisión de todos los elementos necesarios de comunicación para el mejor 
desempeño de sus funciones y expedirá a sus miembros las credenciales indispensables para garantizar su libre 
tránsito y seguridad. 

7. Cuando a juicio de la Comisión nacional de verificación, hayan cesado los enfrentamientos armados, se abrirá 
un período de prueba o espera de un (1) año para que los integrantes de la agrupación hasta ahora denominada 
Fuerzas Armadas Revolucionarias de Colombia (FARC-EP), puedan organizarse política, económica y socialmente, 
según su libre decisión. El gobierno les otorgará, de acuerdo con la Constitución y las leyes, las garantías y los 
estímulos pertinentes. Durante este mismo período el gobierno tomará las medidas necesarias para restablecer 
en las zonas de violencia la normalidad civil. 

8. Los integrantes de las FARC-EP podrán acogerse a los beneficios de la ley 35 de 1982 y decretos 
complementarios, cuando llenen las condiciones en ella y en ellos establecidos. En el Plan Nacional de 
Rehabilitación el gobierno dará prelación a los colombianos que han padecido, directa o indirectamente, los 
estragos de la violencia y estimulará la creación de los medios jurídicos necesarios para el restablecimiento de 
derechos injustamente conculcados como consecuencia de la alteración del orden público y la inseguridad social. 
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9. La Comisión de paz da fe de que el gobierno tiene una amplia voluntad de: 

a. Promover la modernización de las instituciones políticas, dirigida a enriquecer la vida democrática de la 
nación, e insistir ante las Cámaras en la pronta tramitación de los proyectos sobre reforma política, 
garantías a la oposición, elección popular de alcaldes, reforma electoral, acceso adecuado de las fuerzas 
políticas a los medios de información, control político de la actividad estatal, eficacia de la administración 
de justicia, impulso al proceso de mejoramiento de la administración pública y nuevas iniciativas 
encaminadas a fortalecer las funciones constitucionales del Estado y a procurar la constante elevación de la 
moral pública. 

b. Impulsar vigorosamente la aplicación de una política de reforma agraria en reconocimiento a que los 
problemas de la tierra están presentes en los actuales conflictos sociales, y las demás acciones de las 
agencias del Estado dirigidas a ampliar permanentemente los servicios al campesinado para mejorar la 
calidad de vida y la normal producción de alimentos y de materias primas para la industria, para lo cual 
dispone del instrumento jurídico contenido en el artículo 32 de la Constitución Nacional, que establece la 
dirección de la economía por el Estado. 

c. Robustecer y facilitar la organización comunal, de usuarios campesinos y de indígenas, las asociaciones 
cooperativas y sindicales, a favor de todos los trabajadores urbanos y rurales, así como sus organizaciones 
políticas. 

d. Hacer constantes esfuerzos por el incremento de la educación a todos sus niveles, así como de la salud, la 
vivienda y el empleo. 

e. Mantener su propósito indeclinable de que para la protección de los derechos que a favor de los 
ciudadanos consagran la Constitución y las leyes y para la conservación y restablecimiento del orden 
público, sólo existan las fuerzas institucionales del Estado, de cuyo profesionalismo y permanente 
mejoramiento depende la tranquilidad ciudadana. 

f. Promover, una vez restablecida la paz, y tal como ocurrió en otras oportunidades, iniciativas para 
fortalecer las mejores condiciones de la fraternidad democrática, que requiere perdón y olvido, y del mejor 
estar en lo económico, político y social de todo el pueblo colombiano. 

10. La Comisión de paz estima que los enunciados anteriores representan un notable mejoramiento de las 
condiciones objetivas para la acción política y electoral y reitera su invitación a los sectores comprometidos en 
acciones disturbadoras del orden público, a que se acojan a la normalidad y apliquen sus talentos y prestigio a la 
conquista de la opinión pública por procedimientos democráticos y pacíficos. 

11. El presente Acuerdo será válido respecto de cualquiera otro grupo alzado en armas que exprese su decisión 
de acogerse a él, previa manifestación de tal voluntad hecha al gobierno por intermedio de la Comisión de paz. 

Para facilitar la adhesión a este Acuerdo de los grupos que deseen hacerlo, se realizará una reunión con todos 
ellos en el lugar y la fecha que las partes convengan. 

12. Este Acuerdo, para su validez, requiere la ratificación del señor presidente de la República. 

Para constancia se firma el presente documento en La Uribe, municipio de Mesetas, departamento del Meta, a 
los 28 días del mes de marzo de 1984. 

Por la comisión de paz JOHN AGUDELO RÍOS, presidente - RAFAEL RIVAS POSADA - SAMUEL HOYOS ARANGO - 
CÉSAR GÓMEZ ESTRADA - ALBERTO ROJAS PUYO - MARGARITA VIDAL DE PUYO. 

Por el Estado Mayor de las FARC-EP MANUEL MARULANDA VÉLEZ - JACOBO ARENAS - JAIME GUARACA - RAÚL 
REYES - ALFONSO CANO. 
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2. Acuerdo de Puerta del Cielo 

La Sociedad Civil aquí representada, el ELN y el Comité Nacional de Paz, con la facilitación de las Conferencias 
Episcopales de Alemania y Colombia, 

ACORDAMOS: 

1. Dar inicio al Proceso de Paz con el ELN. 

Con respecto a la participación de la Sociedad Civil: 

2. Reconocer y patrocinar la actuación permanente de la. Sociedad Civil para conseguir la culminación del 
Proceso de Paz.  

3. Propiciar un mayor trabajo en la investigación y propuestas sobre temas de Paz que busquen cambios 
estructurales o parciales en la vida de la Nación.  

4. Provocar encuentros con distintos sectores para consolidar lo conseguido en el Proceso de Paz. 

5. Promover la proyección del espíritu de este documento ante el Gobierno y continuar la acción en favor de la 
Paz, con la colaboración de la comunidad internacional.  

6. Facilitar encuentros del Gobierno con las Comandancias del ELN y EPL. Al mismo tiempo, promover una 
reunión de quienes firman este acuerdo con las comandancias de las FARC, de la CGSB y de otros actores de la 
guerra. En ese sentido: saludar como valioso para el futuro de la Paz, el encuentro del Presidente electo, Andrés 
Pastrana Arango, con la Comandancia de las FARC. 

7. Ponernos al servicio del gran movimiento nacional inspirado en el Mandato por la Paz y que en procura del 
final de la guerra ha surgido en todo el país, promoviendo su ampliación y consolidación en eventos tales como la 
Asamblea Permanente de la Sociedad Civil por la Paz. 

8. Procurar que la Sociedad Civil facilite y busque espacios con el Gobierno para exigir el cumplimiento de las 
garantías políticas y libertades ciudadanas amparadas por la Constitución en cualquier lugar del País.  

Con respecto a la humanización de la guerra: 

9. Condenar acciones hostiles y masacres de civiles financiados desde distintos sectores y que se acrecientan por 
omisión o acción de algunos agentes del Estado. 

10. El ELN se compromete a suspender la retención o privación de la libertad de personas con propósitos 
financieros, en la medida en que se resuelva por otros medios la suficiente disponibilidad de recursos para el 
ELN, siempre que mientras culmina el proceso de paz con esta organización- no se incurra en su debilitamiento 
estratégico. También, a partir de hoy, cesa la retención de menores de edad y de mayores de 65 años y en 
ningún caso se privar de la libertad a mujeres embarazadas.  

11. Exigir la superación real de la impunidad de crímenes de lesa humanidad, tales como las desapariciones 
forzadas, las masacres, el genocidio y la tortura, que responda integralmente al espíritu del ordenamiento 
internacional sobre la materia.  

12. Con base en los conceptos de la ONU, estar atentos a que no se prorrogue la vigencia de la Justicia Regional 
más allá del actual mandato legal. Del mismo modo, se insistió en la urgencia de recuperar para la Justicia su 
eficacia, prontitud, imparcialidad y garantías procesales. 
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13. En cuanto al grave problema de desplazados forzosos, fomentaremos y apoyaremos su organización e 
interlocución para la defensa de sus legítimos intereses y necesidades en especial el retorno seguro, la titulación 
de tierras si fuere pertinente y su desarrollo integral y el de sus regiones.  

14. Con el fin de sustraerlos de los ataques de los actores armados se procederá con el liderazgo de la sociedad 
civil y la coordinación de la Procuraduría General de la Nación y la Defensoría del Pueblo a la identificación y la 
demarcación de todos los bienes protegidos por el DIH tales como: 

 Acueductos y represas. 
 Escuelas. 
 Centros de salud humana y animal. Hospitales. 
 Centros y medios de abastecimiento de la población civil. 
 Ambulancias, bomberos y vehículos de socorro. 
 Vehículos, naves y aeronaves de uso civil que no están siendo utilizados en tareas militares. 
 Campanas de higiene humana, animal o de interés social. 
 Centros educativos, deportivos, culturales, recreacionales y para el culto religioso. 
 Infraestructura de transmisión eléctrica con destino a la población civil. 
 Instalaciones que contengan fuerzas peligrosas como aguas represadas o material nuclear. 

15. El ELN reafirma su acogimiento unilateral a las recomendaciones hechas por Amnistía Internacional para el 
movimiento insurgente en su informe de 1.994 sobre Colombia. Tales recomendaciones cuyo cumplimiento 
confirma son: 

A. Tratar con humanidad a los prisioneros, heridos y a quienes intentan rendirse, Ya se trate de civiles o de 
miembros de las Fuerzas Armadas, no se les debe quitar la vida. 

B. Están prohibidos los homicidios deliberados y arbitrarios de no combatientes en cualquier circunstancia. 

C. No se utilizarán a los cautivos como rehenes. Se identificará a las personas detenidas y se garantizará su 
liberación sanas y salvas. 

D. No se utilizarán minas para matar o mutilar deliberadamente a civiles. 

E. Se investigarán los presuntos abusos cometidos por los guerrilleros con el fin de determinar 
responsabilidades. 

F. Los guerrilleros sospechosos de haber cometido u ordenado abusos, serán apartados de todo cargo de 
autoridad y de cualquier servicio que los coloque en condiciones de volver a cometer dichos abusos. 

16. Impulsar con todos los actores armados y partes concernientes el respeto a la autonomía, creencias, cultura y 
derecho a la neutralidad de las comunidades indígenas y demás etnias y de sus territorios.  

17. Reafirmar el compromiso de la Sociedad Civil y el E.L.N. de respetar y hacer respetar cabalmente los 
Derechos del Niño y esta organización no incorporar menores de 16 años para la fuerza militar permanente. 
Hacia el futuro esta edad será de 18 años.  

18. Impulsar la ratificación por parte del Congreso de la Convención de Ottawa sobre prohibición de uso de 
minas antipersonales. Igualmente, se estableció el compromiso de no sembrar minas antipersonales en sitios de 
riesgo para la población civil especialmente para los niños. 

Asimismo, exigimos el cumplimiento de la prohibición de bombardear bienes y áreas de uso de la población civil. 

19. La reunión consideró que los prisioneros y detenidos de la insurgencia deben ser tratados con humanidad, 
respeto de su dignidad y de su fuero como prisioneros políticos. Se apoyará la no penalización de la protesta 
social. 
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De los recursos naturales 

20. Los firmantes de este acuerdo promueven la realización de un foro amplio enmarcado en la Convención 
Nacional para la discusión de la problemática de la soberanía sobre los recursos naturales, entre ellos el petróleo, 
con el fin de proponer al Congreso y al Gobierno, los cambios que fueren de conveniencia nacional en las 
políticas y normatividad a este respecto. 

Este foro se realizará en una zona cuyo despeje se solicitará al Gobierno para tal efecto. 

Mientras se realiza este evento, el ELN cesará en los sabotajes a los oleoductos, que la organización reconoce ha 
venido realizando como único responsable de la Convención Nacional. 

En vista de los resultados positivos obtenidos en esta reunión, acordamos también: la convocatoria de una 
Convención Nacional con miras a la obtención de la Paz y la justicia social, la ampliación de la democracia y la 
consolidación de la soberanía nacional; bajo los siguientes parámetros: 

Por Convención Nacional entendemos un proceso con varios espacios de diálogo, con capacidad propositiva por 
parte de representantes de Estado, la sociedad y la guerrilla que en él participen. 

La Convención buscar elaborar las bases de un acuerdo político de reformas y transformaciones sociales, con 
miras a la democratización de estado y la sociedad. Su desarrollo se hará a través de los mecanismos que sean 
indispensables de orden administrativo o legislativo, e inclusive a través de la organización de una Asamblea 
Nacional Constituyente. 

La Convención Nacional debe propiciar la participación de representantes de Estado y contar con el aval de 
Gobierno Nacional, para lo cual el Consejo Nacional de Paz, en su calidad de organismo asesor del Gobierno, 
servir como facilitador. 

Se invitará a las FARC y al conjunto de la Coordinadora Guerrillera para que participen en la Convención Nacional 
y confluyan en los propósitos de la misma. 

En relación con los participantes, es importante tener en cuenta la mayor representatividad de los mismos, 
tomando como base el actual grupo de participantes del Encuentro de Mainz, constituidos en Comisión 
Preparatoria de la Convención Nacional y se conforma un Comité‚ Operativo para este propósito. 

El proceso de esta Convención Nacional debe estimular espacios regionales y sectoriales de preparación a dicha 
Convención. 

La Comisión preparatoria deber organizar la Convención Nacional antes del doce (12) de octubre de mil 
novecientos noventa y ocho (1 998). 

La propia Convención Nacional decidirá el procedimiento de toma de decisiones y los demás aspectos de su 
funcionamiento. 

En la agenda de la Convención, se tratarán temas tales como, la definición de las bases para las transformaciones 
de las estructuras sociales, económicas y políticas que se requieran, mediante una acción concertada que tenga 
en cuenta entre otros, la plena vigencia de los derechos humanos, la justicia social y económica, la 
democratización política, la soberana, la integración e internacionalización y el papel de la fuerza pública en un 
País en Paz. 

La Convención Nacional se hará en territorio Colombiano, en un área en la cual haya un cese al fuego bilateral y 
se darán las garantías necesarias para todos los participantes en la misma. 
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Coincidente con la realización de la Convención Nacional, se exhorta a buscar hechos de Paz de mayor 
significación, tales como el cese al fuego, y el cese de operaciones ofensivas de las partes en el territorio 
nacional. 

21. Los firmantes de este acuerdo quedamos comprometidos en su proyección., apoyo, evaluación y seguimiento 
y en vincular a este trabajo a otros sectores representativos de la Sociedad Colombiana y queremos dejar 
expresa constancia de infinito agradecimiento a la Conferencias Episcopales de Alemania y Colombia, por la 
hospitalidad y cordialidad con que nos acogieron para culminar esta misión. 

Firmaron el presente Acuerdo, 15 de julio de 1998, Wurzburg, Alemania, las siguientes personas: 

Abello, Aída; Alvarez Gardeazábal, Gustavo; Angarita Figueredo, Hernando; Beltrán, Pablo; Bemal, Ana Teresa; 
Bernal Cuellar, Jaime; Berrío, Nelson; Cabal, Jaime Alberto; Caicedo, Jaime; Carrillo, Cesar; Castro, Msr. Luis A.; 
Castro, José‚ Fernando; Garzón, Luis Eduardo; Gaviria, Carlos; Ríos, José Noé; Rueda, María Isabel,; Ruiz Carlos 
Alberto; Santos, Francisco; Santos, Juan Manuel; Umaña Luna, Eduardo; Valencia, León; Vargas, Alejo; Vásquez, 
Juan; Villegas, Luis Carlos; Visbal, Jorge. 
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3. Acuerdo de Santa Fe de Ralito para 
contribuir a la paz de Colombia 

 

El Gobierno Nacional y las Autodefensas Unidas de Colombia, como resultado de la fase exploratoria adelantada 
entre las partes a partir del mes de diciembre de 2002, acuerdan: 

1. Definir como propósito de este proceso el logro de la paz nacional, a través del fortalecimiento de la 
gobernabilidad democrática y el restablecimiento del monopolio de la fuerza en manos del Estado. Las AUC 
reiteran que su mayor aporte a la nación en este momento histórico es avanzar hacia su reincorporación a la vida 
civil y contribuir al fortalecimiento del Estado Social de Derecho. Las partes se comprometen en este proceso, 
conscientes de dar un paso que aporta de manera efectiva a la construcción de la auténtica paz que espera y 
merece la nación colombiana. 

 2. Para el cumplimiento de este propósito, las Autodefensas Unidas de Colombia se comprometen a 
desmovilizar a la totalidad de sus miembros, en un proceso gradual que comenzará con las primeras 
desmovilizaciones antes de terminar el presente año y que deberá culminar a más tardar el 31 de diciembre de 
2005. El gobierno se compromete a adelantar las acciones necesarias para reincorporarlos a la vida civil. 

3. Las Autodefensas Unidas de Colombia valoran muy positivamente las recomendaciones finales de la Comisión 
Exploratoria y coinciden en que las mismas constituyen un norte adecuado para el proceso de paz entre el 
gobierno nacional y las AUC. 

4. Acuerdan que a partir de las recomendaciones del informe final de la Comisión exploratoria, se da por 
terminada la fase de exploración del proceso de paz, para dar inicio a una etapa de negociación. 

5. Crear las condiciones para que en un tiempo prudencial se concentren -con las debidas garantías de seguridad, 
los miembros de las Autodefensas Unidas de Colombia, en sitios previamente acordados. La concentración de 
sus integrantes incluirá todos los rangos de mando, disponiendo de las garantías que para tal efecto se 
convengan entre las partes. Dichas zonas contarán con la presencia permanente de la fuerza pública. 

6. Las Autodefensas Unidas de Colombia ratifican su compromiso con el cumplimiento del cese de hostilidades, 
como expresión de buena voluntad y continuarán con sus esfuerzos para lograr que sea totalmente efectivo. 

7. Las Autodefensas Unidas de Colombia comparten el propósito del Gobierno de una Colombia sin narcotráfico y 
respaldan las acciones del Estado colombiano contra este fenómeno que destruye la democracia, la convivencia, 
la economía y el medio ambiente. 

8. Agradecer la presencia permanente de la Iglesia Católica en este proceso de paz e invitarla a seguir 
acompañándolo, como garantía de transparencia y compromiso de las partes con la paz de Colombia. 

9. Convocar la solidaridad y el compromiso nacional para fortalecer al Estado y construir las condiciones que 
hagan posible la desmovilización y reincorporación a la vida civil de los miembros de las AUC Piden a los 
diferentes sectores nacionales y a las comunidades locales que apoyen los esfuerzos institucionales para 
consolidar la seguridad, la convivencia y el desarrollo. 

10. Exhortar a la comunidad internacional a respaldar los esfuerzos para defender y fortalecer la democracia 
colombiana y a prestar su concurso para desactivar los factores de violencia que afectan a Colombia. 

Con este acuerdo, el Gobierno y las Autodefensas Unidas de Colombia responden al anhelo nacional de una 
Colombia en paz con oportunidades y garantías para todos.  
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Por el Gobierno Nacional, 
Luis Carlos Restrepo 
Alto Comisionado para la Paz 
Por las Autodefensas Unidas de Colombia AUC, 
Hernán Hernández  
Ramiro Vanoy 
Luis Cifuentes  
Francisco Tabares 
Adolfo Paz  
Jorge Pirata 
Vicente Castaño  
Carlos Castaño 
Salvatore Mancuso 
Testigos, 
· Miembros de la Comisión Exploratoria de Paz: 
Carlos Franco  
Jorge Ignacio Castaño 
Eduardo Espinosa  
Gilberto Alzate Ronga 
Ricardo Avellaneda  
Juan B. Pérez Rubiano 
· Facilitadores del proceso por la Iglesia Católica: 
Monseñor Germán García  
Monseñor Julio Cesar Vidal 
Padre Leonidas Moreno 
 
Santa Fe Ralito, 15 de julio de 2003 
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4. Acciones colectivas por la Paz (1978-
2015) 
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